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ESTUDIOS





IUSNATURALISMO Y COMPLEJIDAD*

Gabriel Ávila**

Resumen.  Partiendo de la tesis de que no todos los mode-
los teóricos jurídicos asumen la noción de complejidad, el pre-
sente trabajo pretende demostrar argumentativamente la ar-
ticulación existente entre la teoría iusnaturalista y el concepto 
de complejidad como elemento configurativo del mundo jurídi-
co.  En esa línea de trabajo se ponen en relación algunos pos-
tulados o tesis sostenidos por corrientes de pensamiento o auto-
res de matriz iusnaturalista con el “entramado o tejido junto” de 
lo cual dá cuenta la idea de “complexus”.  Para ello se analizan 
cuestiones como el proceso de comprensión, la noción de Dere-
cho, la teoría interpretativa, la no insularidad del fenómeno ju-
rídico, entre otras, para terminar concluyendo que el iusnatura-
lismo, en tanto posicionamiento jurídico, político y moral, asume 
en sus principales postulados la complejidad constitutiva de la 
práctica social denominada Derecho.

Palabras claves: iusnaturalismo, complejidad, comprensión, 
interpretación, derecho.

IUSNATURALIST THEORY AND COMPLEXITY

Abstract.  Starting from the thesis that not all legal the-
oretical models assume the notion of complexity, this paper in-
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Derecho” (UCSE).  Docente de posgrado (UCSE y UNR).  Correo electrónico: 
gabriel.avila@ucse.edu.ar
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tends to demostrate argumentatively the articulation between 
the iusnaturalist theory and the concept of complexity as a con-
figurative element of the legal world.  In this line of work, so 
me postulates or theses sustained by currents of thought or  au-
thors of an iusnaturalist matrix are related to those sustained 
by complexity.  To this purpose, issues such as the process of 
understanding, the notion of law, the interpretative theory, the 
non-insularity of the legal phenomenon, amongothers, are ana-
lyzed to conclude that the iusnaturalism, as a legal, political and 
moral position, assumes in its main postulates the constitutive 
complexity of the social practice called Right.

Keywords: iusnaturalism, complexity, understanding, inter-
pretation, law, rights.

IUSATURALISMO E COMPLEXIDADE

Resumo.  Partindo da tesis do que não todos os modelos 
teóricos jurídicos assumem a noção de complexidade, este tra-
balho quer demonstrar argumentativamente a articulação exis-
tente entre a teoría iusnaturalista e o conceito de complexidade 
como elemento configurativo do mundo jurídico.  Nessa línea 
de trabalho se arrumamem relação alguns postulados ou tesis 
sostenidos pelas correntes do pensamento ou autores de matriz 
iusnaturalista com a “estrutura ou tecido junto”, o que dá conta 
da ideia de “complexus”.  Por isso se analizam questões como o 
processo de comprensão, a noção de Direito, a teoría interpreta-
tiva, o não insularidade do fenômeno jurídico entre outras, para 
acabar concluindo que o iusnaturalismo com o posicionamento 
jurídico, político e moral, assume nos seus principais postulados 
a complexidade constitutiva da prática social chamada Direito.

Palavras-chave: iusaturalismo, complexidade, compren- 
são, interpretação, direito.

§  1. I ntroducción

En términos generales escribimos acerca de aquellos temas 
que –de un modo u otro– nos interpelan, nos interrogan y precisa-
mente por ello los abordamos con la finalidad de encontrar respues-
tas.  Este es uno de esos casos.  El presente desarrollo de ideas 
posee la intencionalidad de poner en relación la teoría iusnaturalista 
en tanto posicionamiento jurídico, moral y político (asumiendo la di-
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versidad de autores y líneas de pensamiento existentes hacia su in-
terior), con la noción de complejidad.  Llevar a cabo este cometido 
implica, como instancia inexcusable y preliminar, intentar precisar 
qué significación y alcance se dará, en el contexto de la presente co-
municación, tanto a la expresión “iusnaturalismo” como a la de “com-
plejidad”.  Explicitadas que fueren estas cuestiones se analizarán 
las principales tesis de algunas teorías y autores que se inscriben en 
la línea de pensamiento iusnaturalista en miras a demostrar su arti-
culación con la noción de complejidad.  Se trata, en definitiva y sin 
mayores preludios, de intentar responder un interrogante medular: 
¿asume el iusnaturalismo, en sus principales postulados, la catego-
ría conceptual de complejidad?  Los desarrollos que siguen procu-
rarán demostrar, con fundamentación racional, que esta postura de 
asunción efectivamente se materializa en el marco de la teoría ius-
naturalista. 

§  2.  Hacia un concepto de complejidad

La noción de complejidad es analizada por Edgar Morin en su 
obra Introducción al pensamiento complejo1 como una metodolo-
gía para el estudio de diversos fenómenos inmersos en la compleji-
dad, afirmando que “la palabra complejidad es una palabra problema 
y/o una palabra solución”2.

¿Qué es entonces la complejidad?  En una primera mirada, y en 
esta perspectiva de pensamiento, se trata en principio de un fenóme-
no cuantitativo, una cantidad extrema de interacciones e interferen-
cias entre un número muy grande de unidades.  Pero la complejidad 
no comprende solamente cantidades de unidades e interacciones que 
desafían nuestras posibilidades de cálculo, comprende también in-
certidumbres, indeterminaciones y fenómenos aleatorios.  El filóso-
fo francés la conceptualiza como: “un tejido (complexus: lo que está 
tejido en conjunto) de constituyentes heterogéneos inseparablemente 
asociados: presenta la paradoja de lo uno y lo múltiple... es el tejido 
de eventos, acciones, interacciones, retroacciones, determinaciones, 
azares que constituyen nuestro mundo... se presenta con los rasgos 
inquietantes de lo enredado, lo inextricable, el desorden, la ambigüe-

1  Morin, Introducción al pensamiento complejo, p. 9.
2  Pakman, “Introducción”, en Morin, Introducción al pensamiento complejo, 

p. 14, nota 2.



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 3-20 

Ávila, Gabriel, Iusnaturalismo y complejidad6

dad, la incertidumbre... de ahí la necesidad para el conocimiento de 
poner orden en los fenómenos rechazando el desorden, de descartar 
lo incierto, es decir, de seleccionar los elementos de orden y de cer-
tidumbre, de quitar ambigüedad, clarificar, distinguir, jerarqui-
zar”3.  El pensamiento complejo aspira al conocimiento multidimen-
sional y articulado evitando la tentación de todo reductivismo.  En 
el marco de la complejidad todo objeto de conocimiento, cualquiera 
que él sea, no puede ser estudiado en sí mismo sino en relación con 
su entorno.  Precisamente por ello, toda realidad (y la jurídica no es 
la excepción) es sistema.  Se busca superar el principio de “holismo” 
(no ve más que el todo) y del “reduccionismo” (no ve más que las par-
tes).  El pensamiento complejo se propone analizar las partes en el 
todo y el todo en las partes; es capaz de unir conceptos que aparen-
temente se rechazan entre sí y que son desglosados y catalogados en 
compartimentos cerrados, insulares, por el pensamiento no complejo.

Todo esto no supone rechazar lo simple sino de verlo articulado 
con otros elementos, se trata de separar y enlazar al mismo tiempo.  
Se plantea el principio de relación entre el observador-conceptuador 
y el objeto observado, concebido.  La complejidad implica, medular-
mente, asumir la pluralidad de dimensiones o instancias en toda rea-
lidad: cada una de ellas es decisiva, cada una de ellas es insuficiente 
para lograr una comprensión acabada del objeto o proceso.  La no-
ción de complejidad refiere a la capacidad de interconectar las múl-
tiples y diferentes dimensiones de lo real.  Ante la emergencia de 
hechos u objetos multidimensionales, interactivos y con componentes 
aleatorios y circunstanciados, el sujeto necesita desarrollar una estra-
tegia de pensamiento que no sea reductiva ni totalizante, sino reflexi-
va.  La complejidad representa al mundo como una gran red formada 
por delgados hilos que se entrelazan y relacionan.  El pensamiento 
complejo tiene la pretensión de un conocimiento multidimensional, 
pero asume desde el comienzo que el conocimiento completo es im-
posible, precisamente porque uno de los axiomas de la complejidad 
es la imposibilidad incluso teórica de la omnisciencia.  En definitiva, 
la complejidad puede ser entendida como un rasgo configurativo de 
toda la realidad, desde lo inanimado a lo viviente y desde lo huma-
no a lo social.  Es un entramado de dimensiones que se articulan y 
retroalimentan entre sí y en el que es posible distinguir y enlazar lo 
uno y lo múltiple.

3  Morin, Introducción al pensamiento complejo, p. 32
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§  3. L a teoría iusnaturalista

Tal como ocurre hacia el interior de otras teorías jurídicas tam-
bién en el iusnaturalismo se advierte una significativa diversidad y 
heterogeneidad de posicionamientos con relación a temáticas idénti-
cas.  Ante esta constatación solo nos resta intentar identificar aque-
llas tesis mínimas que constituyen el “núcleo duro” o el común deno-
minador de cualquier teoría o autor que se consideren o puedan ser 
llamados iusnaturalistas.  En este cometido estimamos que ellas son 
las siguientes: a) la existencia de un conjunto mínimo de principios 
de moralidad y justicia que resultan asequibles a la razón humanay 
que son constitutivamente universales; b) la existencia de un núcleo 
de juridicidad per se o propio vigore independiente de lo estatui-
do autoritativamente como Derecho; c) en íntima vinculación con la 
primera, la tesis de la conexión necesaria o conceptual entre Dere-
cho y Moral de tal suerte que si aquello que se pretende crear como 
Derecho no respeta ese coto vedado o plexo de principios no habrá 
nacido como realidad jurídica, d) en consonancia con lo expresado 
precedentemente, la tesis de la armónica articulación y complementa-
ción entre Derecho Positivo y Derecho Natural, y e) la radical finali-
dad antropológica del fenómeno juridico. 

En esta instancia, y realizadas estas precisiones, corresponde 
avanzar en el desarrollo de aquellas tesis propiamente iusnaturalistas 
en las que, a nuestro juicio, se encuentra asumida la noción de comple-
jidad como rasgo o característica constitutiva del fenómeno juridico.

§  4. L a noción del proceso de comprensión en clave 
iusnaturalista

Un autor iusnaturalista como Pedro Serna afirma en relación 
con esta temática: “Ya se ha señalado que el proceso o acto de com-
prender no es autoconstituivo de la totalidad del plexo que lo integra. 
Tanto el prejuicio como el texto son independientes del acto de com-
prender, aunque este los modifique y suponga para ellos una suerte 
de recreación”4.

En esta afirmación del profesor español subyacen algunas ideas 
centrales que, a su tiempo, nos servirán para fundamentar la articu-

4  Serna, Filosofía del derecho y paradigmas epistemológicos, p. 130.
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lación entre iusnaturalismo y complejidad: a) que en el proceso de 
comprensión no se verifica el modelo de separación entre objeto y 
sujeto; b) que la tesis anterior de modo alguno implica negar la exis-
tencia de una realidad independiente del sujeto que comprende; c) 
que esta realidad, en tanto comprendida, integra elementos heteró-
nomos cuyo origen es el propio sujeto que comprende (pre-compren-
siones), y d) que el texto comprendido se trata de un acto de objeti-
vación del espiritu humano ontológicamente diferente del sujeto que 
comprende.

En este punto resulta relevante destacar, en buena medida si-
guiendo a Gadamer, que el acto de comprensión se encuentra in-
serto en el seno de la tradición y mediado, en todos los casos, por 
el lenguaje.  Al configurarse de esta manera este comprender –que 
es simultáneamente un autocomprender– no se constituye como un 
acto individual y unidimensional, sino complejo, en razón de que la 
tradición, así como el lenguaje, resultan necesariamente transubjeti-
vos.  Llegados a este punto coincidimos con el profesor Serna en el 
sentido de que todo lo hasta aquí desarrollado no es obstáculo para 
sostener la posibilidad de objetividad del conocer.  En efecto, las in-
evitables pre-comprensiones, en tanto se tornen conscientes y se ex-
pliciten, son susceptibles no solo de ser superadas sino, además, de 
ser sometidas a un proceso de reflexión crítica y racional.  Como ha 
escrito J. Cruz: “La Historia, como tradición, es un nexo ontológico:-
no de continuidad de realidad, sino de continuidad de posibilitación...
Ahora bien, esto significa que la tradición no es una simple entrega 
de estilos sino la entrega de un estilo posibilitante. Es necesario estar 
en un estilo; pero no necesariamente ese estilo, por ser transmitido, 
expresa un valor. Por lo primero somos necesariamente históricos; 
por lo segundo, queda afectada la Historia críticamente por los valo-
res y por el control de la razón”5.

En sintonía con las ideas precedentes, Kaufmann afirma que el 
proceso de comprensión de ningún modo autoconstituye su objeto 
de abordaje.  Contrariamente a esto, cualquier tipo de conocimiento 
implica necesariamente la existencia de un “algo” susceptible de ser 
conocido, interpretado, comprendido.  Como señala Pedro Serna6 se 
entiende ese “algo” “en el sentido de realidad diferente del sujeto 

5 C ruz, Libertad en el tiempo.  Ideas para una teoría de la historia, p. 114 
y 168. 

6  Serna, Filosofía del derecho y paradigmas epistemológicos, p. 132. 
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y del proceso mismo de comprender”.  En el ámbito específico del 
conocimiento y de la comprensión jurídicos postular la no existen-
cia de este objeto-realidad transubjetivo implicaría sostener, sin más, 
el imperio de la irracionalidad, un discurso jurídico que se agota así 
mismo en la pura argumentación, sin referente ontológico alguno; un 
relato constructivista solo capaz de conducirnos al voluntarismo y a 
la subjetividad o intersubjetividad en sus expresiones más puras.  Y 
una vez más resulta necesario insistir que instalar de manera inex-
cusable el proceso de comprensión en las coordenadas de la propia 
tradición (o eventualmente en otra diferente que será tomada como 
referente para contrastar y comparar unas con otras) no constituye 
óbice alguno para sostener la objetividad en el proceso del compren-
der.  Esta tradición, en tanto bagaje heredado y transmitido, es la 
condición de posibilidad de todo conocimiento.  Sin embargo, y muy 
por el contrario, no implica recepción acrítica y no reflexiva.  Sos-
tener esto último nos llevaría a la aporía de una tradición estática y 
sin vida.  Muy lejos de este posicionamiento teórico lo que en estas 
líneas se afirma es la tesis de una tradición con la virtualidad con-
figurativa de ser modificada, recreada, superada y, en algunos ca-
sos, dejada de lado a partir de un proceso de análisis crítico racio-
nal que tenga como referente último la persona humana y aquellos 
bienes que representan algunas de las dimensiones de la plenitud de 
aquélla.

Sostiene Pakman que “la mente humana si bien no existe sin ce-
rebro, tampoco existe sin tradiciones familiares, sociales, genéricas, 
étnicas, raciales que7 solo hay mentes encarnadas en cuerpos y cul-
turas”.  En este sentido, el auténtico desafío de la complejidad es el 
de generar un pensamiento complejo como metodología de acción co-
tidiana, sin importar el campo disciplinar de que se trate o el ámbito 
de nuestro quehacer profesional.

Una vez más compartimos las conclusiones del profesor Ser-
na cuando afirma: “En este sentido, un punto de vista hermenéutico 
como el que aquí se sostendría no equivale negar la existencia inde-
pendiente de la realidad.  Lo que se niega es que esta realidad este 
disponible como objeto puro, como un algo que yace ante un sujeto 
completa y directamente accesible para él, sin mediación de índole 
alguna.  Dicho de otro modo, la hermenéutica contemporánea no es 

7  Pakman, “Introducción”, en Morin, Introducción al pensamiento complejo, 
p. 9 y 10.



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 3-20 

Ávila, Gabriel, Iusnaturalismo y complejidad10

incompatible necesariamente con la ontología.  En contra de esta po-
sición, Massini Correa, ‘Hermenéutica clásica y objetivismo jurídico’ 
en El derecho natural y sus dimensiones actuales, Bs. As., Ábaco, 
1999, p. 126 a 136”8.

A nuestro juicio una conceptualización en clave hermenéuti-
ca del proceso de comprensión como la desarrollada en los párrafos 
precedentes resulta compatible con la asunción de la complejidad en 
el iusnaturalismo.  En efecto, un proceso de conocimiento como el 
descripto se encuentra muy lejos de una concepción unidimensio-
nal y sesgada de la temática bajo análisis.  Por el contrario, impli-
ca asumir la multidimensionalidad del proceso, su enclave históri-
co-traditivo, el inevitable punto de partida de las precomprensiones, 
la transformación de ellas en comprensiones a través de un proceso 
de reflexión crítica y racional, la articulación sistémica entre estas 
diferentes dimensiones configurativas, la retroalimentación de las 
mismas en un proceso unitario en el que es posible distinguir lo uno 
de lo múltiple.  Todos estos argumentos refieren a una complejidad 
(como entramado) que atraviesa ontológicamente el comprender hu-
mano y que, desde ella como componente insoslayable, transita el ca-
mino de la búsqueda de la objetividad.  En esta perspectiva, y con 
este alcance, se construye un puente articulador entre Hermenéutica 
y Ontología.

De manera concordante, un autor iusnaturalista como Mauricio 
Beuchot afirma, citando a Olive que “las cosas existen de manera in-
dependiente de nuestros marcos conceptuales, pero vienen a nues-
tra existencia, o a nuestro conocimiento, gracias a esos marcos. Nos 
basta con que no sean del todo construidos ni del todo dados”9.  A 
nuestro criterio, y una vez más, el profesor mexicano plantea un 
realismo ontológico, en clave hermenéutica, signado por la compleji-
dad.  Se trata de una ontología mínima, pero suficiente, en la cual 
coexisten entramados la realidad objetiva como referente necesario, 
los marcos contextuales posibilitantes desde los cuales el sujeto ac-
cede a esa realidad, las condiciones que sujeto y realidad se impo-
nen recíprocamente y en cuyo encuentro cada uno plantea al otro 
exigencias que operan como límites, y una verdad como correspon-
dencia sujeta a un permanente proceso de critica racional y eventual 
corrección.

8  Serna, Filosofia del derecho y paradigmas epistemológicos, p. 7.
9  Beuchot - Arenas Dolz, Hermenéutica de la encrucijada, p. 74.
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Finnis, probablemente uno de los referentes contemporáneos más 
destacados del iusnaturalismo, en un sentido análogo al planteado, 
y en el contexto del Capítulo I de su obra Ley natural y derechos 
naturales plantea la tesis de la inextricable unión de las descripcio-
nes y de las valoraciones.  Entendemos que en ella subyace, una vez 
más, la noción de complejidad.  El profesor de Oxford afirma no solo 
la existencia de un proceso complejo en la formación de los concep-
tos para una ciencia social sino, además, la retroalimentación entre 
valoraciones y descripciones.  En efecto, sostiene Finnis que “la ad-
quisición disciplinada de un conocimiento correcto sobre los asuntos 
humanos –y por ende sobre lo que otros hombres han considerado 
importante prácticamente– ... es una ayuda importante para el teó-
rico crítico y reflexivo en el esfuerzo por convertir sus propios “pre-
juicios” prácticos (y los de su cultura) en juicios verdaderamente ra-
zonables acerca de que es bueno y prácticamente razonable”10.  Este 
proceso descripto por Finnis, constitutivamente, implica una circula-
ridad entre las estimaciones sobre el bien humano (valoraciones) y 
las descripciones explicativas del contexto humano en el que se al-
canza o destruye el bienestar del hombre.  Finalmente, este entra-
mado se patentiza aún más en lo que Finnis denomina el proceso de 
“reconceptualizacion” que se verifica cuando, partiendo de determi-
nados “juicios de significación” (prejuicios) y luego de llevar a cabo 
las descripciones del caso, se reformulan los primeros para concluir 
en “juicios de importancia” diferentes a aquellos de los cuales el teó-
rico ha partido en la primera fase del proceso.

Concluyendo, son tesis como las explicitadas, las que funda-
mentan la convicción de que iusnaturalismo y complejidad se asu-
men en una matriz teórica multidimensional, articulada y sistémica 
que da cuenta de la presencia de múltiples elementos de diferente 
naturaleza, entramados o tejidos juntos, en el proceso de la com-
prensión.

§  5. L a definición de derecho

La teoría iusnaturalista no evade enfrentar una de las preguntas 
probablemente más medulares que transversalizan el fenómeno jurí-
dico... ¿qué es el Derecho?  Distintos autores, y no sin polémica, han 
intentado responder el interrogante de diferentes maneras o, cuando 

10  Finnis, Ley natural y derechos naturales, p. 50.
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menos, poniendo el énfasis en no siempre las mismas dimensiones de 
la realidad jurídica.  Tomás de Aquino dirá que el Derecho, en tanto 
objeto de la Justicia, es la misma cosa justa, realizando la distinción 
entre el Derecho y la Ley.  Otros autores iusnaturalistas como Kali-
nowski, Olgiati y Massini, identifican el Derecho con la conducta hu-
mana, aquella que le da al otro lo que es suyo o no lo priva de ello 
(con basamento en un título jurídico natural o autoritativo).  Au-
tores como Lachance o Bender conceptualizan el Derecho como una 
“relación” que se establece entre dos o más personas.  Finnis, par-
tiendo de la distinción entre el “significado focal” y el “significado 
periférico”, opta por asimilar el primero de estos sentidos del Dere-
cho al conjunto de reglas autoritativamente producidas.  Más 
allá de las diferencias de matices, todos estos intentos por con-
ceptualizar el objeto de la realidad jurídica claramente asumen la 
complejidad y heterogeneidad de elementos que configuran el De-
recho.  El común denominador de todas estas respuestas elabora-
das hacia el interior del iusnaturalismo dan cuenta de un esfuerzo 
por comprender y conceptualizar una realidad multidimensional, en-
tramada, tejida con y a partir de elementos diferenciados que recla-
man ser reconocidos y asumidos, sin mutilaciones sesgadas ni artifi-
ciales. 

La clave de bóveda para comprender de manera acabada estas 
afirmaciones las encontramos en un referente del iusnaturalismo ac-
tual, como lo es Rodolfo Luis Vigo, quien sostiene: “El llamado per-
manente de la escuela es no perder de vista la persona humana con 
su intrínseca dignidad, dado que si se pierde de vista al hombre y su 
sociedad nos quedamos con estructuras que resultan ininteligibles al 
perder de vista el por qué y el para que de las mismas... y si no conta-
mos con esa radical medida, el riesgo es que lo creado resulte no solo 
alejado del hombre sino contra el mismo”11.

En esta lógica de la teoría iusnaturalista, el mundo jurídico po-
see una teleologia radicalmente antropológica.  Y en esta finalidad 
última –la Persona– se encuentra asumida de modo acabado la no-
ción de complejidad la cual no es otra cosa que la multidimensiona-
lidad inherente al ser humano.  Asumir esta postura conlleva nece-
sariamente a entender al Derecho como un fenómeno complejo en el 
cual se entrelazan de manera interdependiente las dimensiones ética, 
social, histórica, política, cultural, individual, entre tantas otras, de 

11  Vigo, Iusnaturalismo y neoconstitucionalismo, p. 62.
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la persona humana.  Si el telos del fenómeno juridico es el Hombre 
va de suyo la asunción de su intrínseca complejidad.  La teoría ius-
naturalista, como un común denominador, enclava el Derecho en el 
campo de la razón práctica; precisamente ella reclama la necesaria 
referencialidad a la naturaleza humana.  El profesor Vigo sostiene 
en este sentido “sin esta referencia se torna –como en Kant– racio-
nalista, formal, apriorística, autónoma, deontológica y universalis-
ta.  Por el contrario, si el camino y la medida de la razón práctica 
es la persona humana, ella no puede ignorar el papel de la voluntad 
en la ética, tampoco prescindir de los contenidos y consecuencias de 
los deberes, y del condicionamiento razonable que padecen a tenor 
de los cambiantes contextos”12.  Conforme las ideas desarrolladas, 
las propias exigencias de la razonabilidad practica reclaman asumir 
la complejidad de la acción humana la cual es, en todos los casos,ne-
cesariamente contextuada, histórica, al mismo tiempo que se debe a 
exigencias tan objetivas como universales.  De esta manera, la teoría 
iusnaturalista sostiene la referencialidad antropológica del Derecho y, 
en ella, la necesaria conexión y respeto a la complejidad constitutiva 
de la Persona Humana.

En sentido análogo, un autor como Robert Alexy afirma: “ningún 
no-positivista que merezca ser tomado en serio excluye del concepto 
de derecho los elementos de la legalidad conforme al ordenamiento y 
la eficacia social”13.  Una vez más se afirma la multidimensionalidad 
de la realidad jurídica, su intrínseca complejidad, el entramado de 
sus diversos elementos que, aun en su diversidad, se articulan retroa-
limentándose entre sí.  El riesgo de silenciar cualquiera de estas di-
mensiones es llegar a un concepto de Derecho viciado de reductivis-
mo, sesgado, y por tanto, incapaz de dar cuenta de lo que el fenómeno 
juridico es en su riqueza ontológica.

En esta línea el realismo aristotélico tomista sostiene que el De-
recho, en perspectiva metafísica, no constituye una realidad sustan-
cial (como lo es el hombre) sino accidental o de orden.  Una afirma-
ción de esta naturaleza implica conceptualizar el Derecho en base al 
modo en que se encuentran relacionados diferentes elementos que, 
de manera articulada, componen un todo.  Una vez más nos encon-
tramos frente a una tesis iusnaturalista que asume e implica la no-
ción de complejidad.

12  Vigo, Iusnaturalismo y neoconstitucionalismo, p. 201.
13  Alexy, El concepto y la validez del derecho, p. 14.
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§  6. L a noción del proceso de interpretación jurídica

No son pocos los autores de matriz iusnaturalista los que, no 
siempre explícitamente, conceptualizan la interpretación (argumen-
tación) jurídica como un proceso complejo, multidimensional, articu-
lado y con variadas aristas que se condicionan y retroalimentan las 
unas a las otras.  Es probable que la temática de la interpretatio iu-
ris constituya uno de los puntos de convergencia no solo de iusnatu-
ralistas sino de muchas otras teorías no-positivistas contemporáneas 
en el que claramente se intenta superar aquella visión reduccionista, 
de raíz positivista, que sesgo el proceso hermenéutico a una cuestión 
puramente metodológica.

Rodolfo Vigo, sin utilizar el adjetivo de “complejo”, afirma enfáti-
camente que en la interpretación jurídica pueden llegarse a identifi-
car hasta cinco dimensiones: a) la propiamente jurídica o regulatoria; 
b) la fáctica; c) la axiológica; d) la lingüística o semiótica, y e) la ló-
gica14.  Esta afirmación de un autor explícitamente iusnaturalista da 
cuenta de un proceso hermenéutico multidimensional que no se agota 
en lo meramente metodológico y en el que se entrecruzan y “tejen 
juntos” elementos normativos, fácticos, valorativos, lingüísticos y lógi-
cos.  En esta perspectiva analizar solo una o varias de las dimensio-
nes reseñadas, olvidando otras, no basta, resulta insuficiente.  Cada 
una de ellas son relevantes y significativas, sin embargo solo cons- 
tituyen una parte del proceso.  En igual sentido, no alcanza con consi-
derarlas como individualidades.  Es necesario avanzar en determinar 
sus conexiones recíprocas, sus retroalimentaciones, comprenderlas 
sistémicamente en cuanto partes constituyentes de un todo. 

Esta asunción de la complejidad en el proceso interpretativo se 
encuentra también presente, a nuestro juicio, en Beuchot, cuando al 
desarrollar su tesis de la “hermenéutica analógica” afirma: “Y es que, 
en lugar de tomar partido por el sujeto o por el objeto, nos situamos 
en el encuentro de ambos.  Desde allí examinamos a uno y a otro 
y consideramos las condiciones de su encuentro.  Hay condiciones 
en el objeto que se plantean al sujeto para que puedan hacer contac-
to.  Ni puro sujeto ni puro objeto. Se dan condiciones de su encuen-
tro...  Sí, hay objetos –o, al menos, aspectos de los objetos– indepen-
dientemente del hombre, de sus marcos conceptuales”15.

14  Vigo, Interpretación jurídica, p. 10. 
15  Beuchot - Arenas Dolz, Hermenéutica de la encrucijada, p. 68 y 69.
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En clave analógica la hermenéutica así entendida implica sos-
tener: a) una verdad de la interpretación, como relación de corres-
pondencia con respecto al texto; b) una relación entre pensamiento, 
lenguaje y realidad que, aun siendo de correspondencia, no es una re-
lación exacta o biyectiva, sino aproximativa; c) la afirmación de que 
no cualquier interpretación es verdadera pero que sí es posible ha-
blar de varias interpretaciones válidas; d) la existencia de un margen 
para la construcción epistemológica, pero que en ella hay un límite 
constituido por las condiciones de cognoscibilidad impuestas por la 
realidad, por tanto un límite ontológico, y e) la necesaria confluencia 
y articulación de naturaleza (lo dado) y cultura (lo construido).

En la propuesta de Beuchot se vislumbra claramente un proceso 
hermenéutico configurado por múltiples elementos que se condicio-
nan los unos a los otros: un sujeto que interpreta desde una necesa-
ria subjetividad, un texto interpretado que aporta objetividad, marcos 
conceptuales que determinan (hasta cierto punto) el encuentro entre 
ambos, una tradición en cuyo seno tiene lugar el acto interpretativo, 
la intención del autor del texto, la intencionalidad del intérprete, lo 
construido, lo dado, el necesario referente ontológico de la realidad, 
una comunidad interpretativa que opera como límite crítico y reflexi-
vo.  En este contexto, la complejidad de la interpretación se vislum-
bra como un dato insoslayable del proceso bajo estudio.  Los elemen-
tos reseñados se entraman entre sí, perfectamente identificables en 
su individualidad, condicionándose recíprocamente y conformando 
un proceso –sistema en el cual todos resultan igualmente relevantes 
al tiempo de alcanzar una comprensión del todo–.

En idéntico sentido, y de manera complementaria, un significati-
vo número de autores iusnaturalistas (Pilar Zambrano, Rodolfo Vigo, 
Alfonso Santiago, Michel Villey, entre otros) sostienen la existencia 
de alguna dimensión creadora en el proceso de interpretación (argu-
mentación).  Una tesis de esta naturaleza remite necesariamente a 
la categoría conceptual de complejidad.  En efecto, y con diferentes 
matices según el autor de que se trate, implica concebir el proceso 
hermenéutico como una instancia multidimensional en la cual se en-
treteje, como un entramado, material normativo y fáctico recibido, 
dado, con elementos subjetivos y de contexto aportados por el propio 
intérprete y los marcos históricos-culturales.  Afirma Alfonso San-
tiago (h.) que “el sujeto que la realiza pone algo de sí, de su libertad 
y creatividad, de su carácter único e irrepetible, de su cultura, de su 
tiempo, de su historio personal, de su visión del mundo, de sus valo-
res...  El juez interpreta y recrea desde el caso el sentido y alcance 
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de las normas involucradas, construye una nueva norma adecuada al 
caso y conforme a la cual se le dará solución, decide el fallo y brinda 
los argumentos normativos, fácticos y axiológicos que explican y fun- 
damentan la sentencia”16.  Esta afirmación no implica de modo alguno 
la inexistencia de límites en el acto interpretativo.  Por el contrario, 
supone una labor de creación no completamente libre y sí fuertemen-
te reglada.  El “límite ontológico” del que habla Mauricio Beuchot o 
el “objeto-realidad- transubjetivo” al que refiere Pedro Serna17.

Sostener alguna dimensión creadora en la interpretación jurídi-
ca implica de suyo concebir el proceso hermenéutico transversalizado 
por la complejidad.  El acto interpretativo se constituye en un espa-
cio privilegiado donde convergen las precomprensiones del sujeto, las 
instancias de racionalización de ellas, las reglas lingüísticas en que 
se expresa la norma, las características singulares del caso a resol-
ver, los fines objetivos del Derecho y la razonabilidad en la elección 
de las perspectivas morales desde las cuales el intérprete determina 
el sentido de los conceptos morales del Derecho.  Estamos frente a 
un entramado de elementos heterogéneos que se condicionan recípro-
camente, articulándose los unos con los otros, tejiéndose juntos.  Se 
trata de una red en la cual cada hilo que la integra juega un papel 
decisivo a la hora de generar el resultado interpretativo o la determi-
nación del sentido.

Beuchot, luego de sostener la conexión entre la problemática de 
la creatividad hermenéutica y la de la verdad, afirma: “en hermenéu-
tica, la creatividad, la originalidad, la innovación, vendría a ser apor-
tar una interpretación nueva y, además, argumentar para sustentar 
su verdad, o, por lo menos, su verosimilitud, además de su fecundi-
dad.  Hay dos movimientos, pues, en ello: uno de comprensión, que 
es la nueva interpretación, y otro de explicación, que es probar la 
adecuación –en cualquier grado– de la interpretación con respecto al 
texto que se interpreta”18.  El profesor mexicano nos acerca una nue-
va perspectiva de análisis de la “creatividad” en el proceso interpre-

16  Santiago (h.), En las fronteras entre el derecho constitucional y la filo-
sofía del derecho, p. 121 y 131.

17  En sentido análogo destaca F. Viola que la interpretación jurídica no es ni 
pura reproducción del significado abstracto de la norma (formalismo), ni pura crea-
ción (en cuyo caso no habría interpretación) sino un punto intermedio entre ambos 
extremo (“Interpretazzione e indeterminatezza della regola giuridica”, en Diritto 
Privato, 2001-2002, VII- VIII, p. 57).

18  Beuchot - Arenas Dolz, Hermenéutica de la encrucijada. 
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tativo.  En esta oportunidad como sinónimo de innovación respecto 
de otras interpretaciones ya disponibles.  En este marco entendemos 
que, una vez más, hermenéutica y complejidad se asumen necesaria-
mente.  En efecto, la innovación interpretativa se nos presenta como 
una instancia compleja y entramada en la cual es posible avizo- 
rar una multiplicidad de elementos interdependientes entre sí: la tradi-
ción interpretativa o comunidad hermenéutica que influye (y plantea 
resistencia) en nuestra comprensión de un texto; la fidelidad (objeti-
vidad) al texto que se interpreta; los inexcusables límites impuestos 
por cuestiones semánticas, sintácticas y pragmáticas; las dosis de li-
bertad y servidumbre que coexisten en el proceso; la posibilidad de 
superar y trascender la tradición interpretativa; las razones o argu-
mentos sin los cuales es imposible legitimar la innovación de senti-
do; el dialogo razonable en cuyo seno de desplegarán las argumenta-
ciones interpretativas.  La creatividad hermenéutica se presenta de 
esta manera como un proceso en red, multidimensional, entramado, 
complejo.  Ninguna lógica unívoca, reduccionista, sesgada tendrá la 
posibilidad de abordar esta instancia creativa sin pagar el alto precio 
de desfigurarla, de transformarla en algo que en realidad no es, de 
subvertir su natural configuración.  En este punto la complejidad se 
nos presenta como el camino más apto para el abordaje y la acabada 
comprensión del proceso.

§  7. L a no insularidad del derecho

Probablemente una de las tesis más compartidas por los autores 
iusnaturalistas clásicos sea el rechazo a todo juridicismo extremo que 
procure aislar al fenómeno juridico de toda vinculación con otras dis-
ciplinas.  Esta afirmación implica no solo conceptualizar el Derecho 
sino además propiciar una práctica de este que reconozcan y asuman 
las dimensiones ética, política, social, histórica, cultural, entre otras, 
de la realidad jurídica.  En esta lógica, el Derecho no se basta a sí 
mismo como lo han pretendido otros marcos teóricos.  Por el con-
trario, la creciente complejidad de las problemáticas humanas emer-
gentes requieren inexcusablemente de abordajes interdisciplinarios, 
de la solidaridad entre las diferentes disciplinas, del reconocimiento 
de la multidimensionalidad del Derecho y de la necesidad de procu-
rar soluciones que integren y articulen elementos de diversa natura-
leza.  Los interrogantes más medulares y significativos que atravie-
san la teoría jurídica exigen respuestas que trascienden la dimensión 
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sistémica-formal del Derecho.  Una prueba inequívoca de ello es el 
impacto que produjo la irrupción de los principios jurídicos, con su 
contenido sustancialmente axiológico, dentro del campo del Dere-
cho.  Muchas otras problemáticas, entre ellas y de manera especial 
la vinculada con la validez, dan cuenta de la insuficiencia de lo es-
trictamente juridico-formal para resolverlas.  Un juridicismo radical 
nos conduce de manera inexorable no solo a un autismo reduccionista 
sino a la imposibilidad intelectual de resolver de manera satisfactoria 
las encrucijadas en las que nos sitúa el Derecho.

La apertura de la realidad jurídica a construir puentes con otras 
disciplinas, asi como el asumir la propia multidimensionalidad, es el 
espacio de encuentro entre Iusnaturalismo y Complejidad.

Afirma Edgar Morin que “nos enseñan desde la escuela prima-
ria a aislar los objetos (de su entorno), a separar las disciplinas (más 
que a reconocer sus solidaridades), a desunir los problemas, más que 
a vincularlos e integrarlos.  Nos inducen a reducir lo complejo a lo 
simple, es decir, a separar lo que está unido, a descomponer y no a 
recomponer, a eliminar todo lo que le aporta desorden o contradiccio-
nes a nuestro entendimiento”19.

A nuestro criterio la teoría iusnaturalista asume, en este senti-
do, una “complejidad pura” que, reconociendo la existencia de múlti-
ples dimensiones interconectadas entre sí, no las identifica ni asimila 
en un todo indiferenciado.  Por el contrario, admite la pluralidad de 
elementos constitutivos pero realizando las pertinentes distinciones.  
Es prueba de ello la afirmación del profesor Vigo cuando sostiene: “La 
preocupación por la ética de la escuela en cuestión no la lleva a iden-
tificar moral y derecho, pues está claro que este no está para prohibir 
todas las conductas reprochables desde la moral, sino solo aquellas 
más graves para la vida en común, pues el derecho no busca “buenos 
hombres” sino que prioriza o se conforma con “buenos ciudadanos”20.

En párrafos anteriores hemos afirmado que, en términos gene-
rales, la teoría iusnaturalista sostiene la radical finalidad antropoló-
gica del Derecho.  De manera consistente con esta afirmación re-
sultaría un contrasentido intentar construir una teoría jurídica que 
pretenda explicar el Derecho desde el puro Derecho.  Un intento de 
estas características constituiría más que una solución, un auténtico 
problema.  Claramente la complejidad de la Persona Humana exige 

19  Morin, La cabeza bien puesta, p. 15.
20  Vigo, Iusnaturalismo y neoconstitucionalismo, p. 67.
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un abordaje multidimensional, entramado, interdependiente, con ele-
mentos heterogéneos que se retroalimentan y condicionan los unos 
a los otros.  En este sentido, el Iusnaturalismo es consecuente con 
sus propios postulados.  La finalidad o telos determina y condiciona 
la modalidad de abordaje.  La referencialidad antropológica supone la 
asunción de la complejidad.  La compartimentación del saber jurídi-
co resulta abiertamente incompatible con los presupuestos (ontológi-
cos, gnosceológicos y antropológicos) del iusnaturalismo.  La teoría 
asume de suyo que la aptitud para contextualizar e integrar los sabe-
res, resulta una cualidad fundamental del pensamiento humano que 
es necesario desarrollar antes que atrofiar.

Un autor iusnaturalista como Finnis afirma: “los clasificadores 
de manuales denominarían una “ética”, una “filosofía política” y una 
“filosofía del derecho” o “teoría del derecho” (jurisprudence).  Po-
demos aceptar las denominaciones como un uso académico cómodo, 
pero no la implicación de que las “disciplinas” así referidas son real-
mente distintas y pueden cultivarse sin riesgos por separado”21.  El 
énfasis y la lucidez puesta por Finnis en esta cuestión es destacada in-
cluso por un positivista como H. Hart al afirmar: “El mérito principal, 
y muy grande, de esta aproximación iusnaturalista, es que muestra la 
necesidad de estudiar el derecho en el contexto de otras disciplinas, 
y favorece la percepción de la manera en que asunciones no expresa-
das, el sentido común y los propósitos morales influyen en el derecho 
e integran la judicación”22.

En la teoría iusnaturalista el rechazo a toda forma de juridicismo 
extremo supone necesariamente asumir la complejidad del Derecho y, 
con ella, la necesidad ineludible de la interdisciplinariedad.

§  8. C onclusiones

Como lo anticipáramos en la Introducción estas líneas han trata-
do de demostrar que el iusnaturalismo, como teoría jurídica, asume y 
se hace cargo de la complejidad en tanto característica configurativa 
de la realidad del Derecho.  Y este no resulta un dato menor en tan-
to no todas las teorías jurídicas lo hacen.  Una vez más es necesario 
poner de manifiesto que, en el limitado contexto de este trabajo, solo 
se han desarrollado algunas tesis de autores iusnaturalistas en las 

21  Finnis, Ley natural y derechos naturales, p. 33.
22  Hart, Essays in jurisprudence and philosophy, p. 10.
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cuales es posible advertir con claridad la asunción de este “entrama-
do” o “tejido junto”, de estas múltiples dimensiones de lo jurídico que 
se condicionan y retroalimentan las unas a las otras.  Quedan otras 
tantas que serán probablemente objeto de ulteriores desarrollos en 
otros contextos.  Estas páginas tienen la pretensión de constituirse 
en un disparador, generar un lugar diferente desde el cual pensar no 
solo la conceptualización del Derecho sino además su práctica.  Un 
“topoi” que, evitando la tentación de cualquier forma de reductivis-
mo, asuma la riqueza, la heterogeneidad, la diversidad y la intrínseca 
complejidad del entramado jurídico sin renunciar a la pretensión de 
objetividad.  En nuestra estima el Iusnaturalismo se hace cargo 
de este desafío.
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cente da legislação uruguaia e sua peripécia judicial que, ten-
do em conta os atores, o conteúdo da discrepância e sua trans-
cendência institucional, integra o fenômeno de judicialização 
da política.

Palavras-chave: interpretação autêntica, direito, política, ju-
dicialização.

§  1. P resentación

El contenido del presente artículo forma parte de una investiga-
ción de más amplio aliento, a propósito de las disposiciones interpre-
tativas y su incidencia, teniendo en cuenta sus usos y funciones técni-
cos y políticos, en el relacionamiento entre poderes en Uruguay y su 
eficacia simbólica en la cultura jurídica nacional.  En dicha investi-
gación, intento testear la utilidad de las nociones teóricas vinculadas 
a la interpretación auténtica y las disposiciones interpretativas, y 
las ficciones que implican –asumiendo que las ficciones integran un 
programa jurídico político que se apoya en las construcciones dog-
máticas–, para analizar sus funciones técnicas y políticas en con-
textos de conflictos por el sentido de disposiciones legislativas que 
revisten consecuencias políticas e institucionales relevantes.  Exis-
ten en Uruguay varios casos recientes en los que ese tipo de conflic-
tos ha tenido lugar.  En esta oportunidad me limitaré a presentar 
uno de ellos, por su relevancia, en la medida en que se ha traducido 
en una disputa institucional por el sentido, desarrollada entre 2010 
y el presente, sin que pueda todavía considerarse efectivamente 
concluida. 

Procuro, por tanto, que el abordaje sea, a la vez, analítico y em-
pírico1, es decir buscando poner el foco en el uso del mecanismo y la 
noción (o las nociones) de interpretación auténtica que, en un mo-
mento histórico determinado, están presentes en las prácticas de los 
operadores jurídicos, incluyendo en ese objetivo, dar cuenta de la in-
cidencia, por ejemplo, de consideraciones ideológicas, políticas, cor-
porativas. 

De los varios casos de disposiciones legislativas interpretativas 
que han sido consideradas inconstitucionales por la Suprema Corte 

1  Para el análisis de los casos se tienen en cuenta los discursos ejecutivo, le-
gislativo y judicial, expresados en los mensajes al Parlamento, la deliberación legis-
lativa y las sentencias dictadas en procesos de inconstitucionalidad de la ley.
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de Justicia (SCJ), el caso que llamaremos “del desenganche”2 (que se 
describirá en el apartado siguiente) tiene la particularidad de incluir: 
a) la sanción de dos disposiciones interpretativas (cuya eficacia está 
relacionada al mismo tema y que existe entre ambas una distancia 
temporal de cuatro años, que permite dimensionar la magnitud del 
conflicto interpretativo); b) la derogación de las disposiciones inter-
pretada e interpretativa declarada inconstitucional, y c) el dictado 
de sentencias de condena por los efectos del no cumplimiento de lo 
establecido en la disposición original.  Este contrapunto entre el Le-
gislativo (sancionando disposiciones a iniciativa del Ejecutivo) y el 
Judicial interpretando con un alcance “no querido” por los otros po-
deres la disposición original, y declarando luego las disposiciones in-
terpretativas inconstitucionales, motiva la referencia a la “disputa por 
el sentido” en el título de la exposición, así como la consideración de 
un instituto (el de la interpretación auténtica) como lugar de una 
expresión particularmente intensa de la relación entre derecho y 
política.

En ese sentido, al testeo de la utilidad descriptiva de las no-
ciones teóricas se suma la preocupación por evaluar si puede em-
plearse, y en qué sentido, la noción de judicialización de la política 
en el análisis de estos conflictos que encuentran manifestación ins-
titucional en la sanción de disposiciones interpretativas por el Par-
lamento y decisiones del máximo tribunal que las declara inconsti-
tucionales.  Teniendo en cuenta para ello, quiénes son los actores 
involucrados, la extensión en el tiempo del conflicto en términos de 
disputa por el sentido de la ley, los fines prácticos que persiguen las 
decisiones interpretativas involucradas, el no cumplimiento de sen-
tencias de condena y, finalmente, si las decisiones judiciales en esos 
casos se encuentran incluidas entre los motivos de iniciativas de re-
forma de la administración de justicia anunciadas por actores políti-
cos.  Del mismo modo, las carencias o insuficiencias de los procedi-
mientos judiciales como vía para la tramitación de un diferendo cuyo 
resultado afecta a los decisores, pueden constituir un elemento a fa-

2  Me han interesado especialmente el que llamo “caso del desenganche” (vin-
culado al cálculo de la retribución de los ministros de Estado que afecta el cálculo 
de la retribución de los ministros de Corte, de los jueces y demás funcionarios judi-
ciales) y el que llamo “caso de la impunidad” (vinculado al alcance temporal de la ley 
18.831, sancionada en 2011, cuya finalidad era dejar sin efecto la ley de caducidad de 
la pretensión punitiva del Estado y, por tanto, establecer la imprescriptibilidad de los 
delitos alcanzados por la ley de 1986).
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vor de la caracterización del caso “del desenganche” como un caso de 
judicialización de la política.

§  2. B reve descripción del caso

En 2010, en Uruguay fueron aprobadas en la ley de presupues-
to nacional (ley 18.719) dos disposiciones que modificaban el meca-
nismo de cálculo de la retribución de los ministros de Estado3, y que 
–conforme las prácticas interpretativas tradicionales– podrían afec-
tar al alza las retribuciones de los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia (SCJ), del resto de los jueces y, también, en virtud de dispo-
siciones que datan de 19854 y que establecen los denominados “en-
ganches”, podrían afectar incluso las retribuciones de los funcionarios 
judiciales.  La aplicación de esas disposiciones por la SCJ, en ocasión 
de la liquidación de haberes, motivó la sanción de otra ley (18.738) 
en 2011, a propuesta del Poder Ejecutivo, cuyo texto establece que se 
interpreta con carácter auténtico que los únicos cargos cuyas retribu-
ciones se determinarían con relación al sueldo nominal de senador de 
la República, eran los enumerados taxativamente en la disposición 
de 2010.  Es decir, los ministros de Estado y otros cargos del ámbito 
del Poder Ejecutivo.  Con ello, se excluía del alcance de la disposi-
ción a los ministros de la SCJ, jueces y demás funcionarios del Poder 
Judicial.  Cientos de jueces promovieron acciones de inconstitucio-

3  La intención del Poder Ejecutivo al incluir el punto en el mensaje presupues-
tal era aumentar los salarios nominales de los ministros de Estado, equiparándolos 
con los de los senadores.  La práctica que se procuraba corregir era que, habitual-
mente, aquellos senadores electos que son designados como ministros de Estado 
continúan cobrando el salario por su cargo parlamentario, en tanto aquellos ciuda-
danos que son designados como ministros por el presidente de la República, cobran 
el salario por ese cargo, que suele ser un ingreso menor al que tendrían en la activi-
dad privada y que, a su vez, es distinto al que perciben los electos senadores luego 
designados como ministros.  La aprobación de una regla jurídica en el marco de 
la ley de presupuesto nacional tenía, a la luz de las anteriores declaraciones, como 
finalidad política corregir una práctica valorada como perjudicial para la gestión de 
gobierno. 

4  El art. 85 de la ley de organización de los tribunales establece que “la dota-
ción de los miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Conten-
cioso Administrativo no podrá ser inferior a la que en cada caso se establezca para 
los Ministros Secretarios de Estado” y agrega que las remuneraciones de los jueces 
de los demás grados tendrán como base el cien por ciento de la dotación que per-
ciban los miembros de la SCJ y del TCA, y fija los porcentajes para cada jerarquía 
dentro del Poder Judicial. 
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nalidad y, en las sentencias que declararon inconstitucional la dis-
posición interpretativa mencionada, se sostiene que se trata de una 
disposición innovadora que “se enmascara con el ropaje de una ley 
interpretativa” con la finalidad de lograr la eficacia temporal desde la 
fecha de la ley interpretada5. 

La discrepancia desencadenó un significativo enfrentamiento en-
tre los poderes, que –estrictamente– aún no ha concluido6.  En los 
hechos, a partir de las sentencias de declaración de inconstituciona-
lidad, se obtuvieron sentencias de condena por cobro de pesos, en 
virtud de demandas promovidas por jueces y otros funcionarios al-
canzados por los “enganches”, que reclamaban los aumentos salaria-
les impagos.  Dichas sentencias, en algunos casos se encuentran en 
proceso de ejecución por la falta de cumplimiento y, en otros, llevaron 
al establecimiento de acuerdos de pago de montos inferiores entre el 
Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y los gremios de jueces, fiscales y 
funcionarios, luego de medidas gremiales, incluido el paro.

El recurso a la interpretación auténtica también fue ensayado en 
2015 (ley 19.310), a través de la sanción de una disposición interpre-
tativa cuya Exposición de motivos presentaba la iniciativa legislativa 
como una solución a la “situación conflictiva generada a raíz de la 
entrada en vigencia” de la disposición original, y que, en definitiva, 
establece cómo debe entenderse el término “dotación” incluido en la 
disposición de 1985 sobre la retribución de los magistrados, explici-
tando las partidas que la componen7. 

5  Esta decisión presupone que la redacción de los arts. 64 y 68 de la ley de 
presupuesto no fue suficiente para que la formulación normativa diera cuenta de la 
intención del Poder Ejecutivo, expresada en la discusión parlamentaria, de excluir 
del aumento salarial a los integrantes de la SCJ y del TCA, en tanto la redacción no 
elimina la vigencia del art. 85 de la ley 15.750, de la Judicatura y la Organización de 
los Tribunales.

6  Se firmaron acuerdos entre el Poder Ejecutivo y los diferentes gremios in-
volucrados por montos inferiores a los establecidos en las sentencias de condena; 
numerosos funcionarios que no participaron de los acuerdos con las organizaciones 
gremiales promovieron la ejecución de sentencia; se solicitaron audiencias ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos por considerar que “el desengan-
che” afecta la independencia judicial. 

7  El inciso primero de la disposición establece: “Interprétase que la dotación 
de los miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo a que se refiere el art. 85 de la Ley 15.750, de 24 de junio de 1985, 
está integrada por la totalidad de las sumas que por cualquier concepto puedan re-
cibir los mismos, independientemente de su fuente de financiamiento, grupo u obje-
to de gasto al que se impute, se encuentren o no alcanzadas por las contribuciones a 
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La Corte la declaró inconstitucional, por entender que, si bien se 
pretende constituir una “interpretación auténtica” del concepto de 
“dotación” contenido en una disposición anterior, en realidad modifi-
ca la interpretación que de ella se ha tenido desde su sanción y poste-
riormente, a partir de la ejecución orgánica del rubro por el obligado 
al pago (Poder Judicial), así como por la interpretación tácita a par-
tir de leyes presupuestales posteriores que establecieron las partidas 
que ahora se pretenden incluir en dicho concepto8. 

El recurso por el Legislativo a esta segunda disposición inter-
pretativa, en el marco de la disputa por el sentido generada en 2010, 
parece tener, entonces, como finalidad práctica modificar los hechos 
que habilitaban que la eficacia de la disposición original incluyera a 
ministros de Corte, jueces y funcionarios judiciales.  Es decir, si to-
das las partidas que reciben los jueces se incluyen en la noción de 
“dotación” incluida en una disposición de 1985, entonces –retroacti-
vidad de la disposición interpretativa mediante– el aumento salarial 
no podría haberse producido, porque la retribución (todo incluido) no 
era inferior a la de un senador de la República.

§  3. L os discursos institucionales acerca del sentido 
de la ley y las referencias dogmáticas tomadas 
en cuenta por la Suprema Corte de Justicia

En la determinación del alcance de la noción de interpretación 
auténtica y, por tanto, de la finalidad práctica perseguida por su 
empleo, están en cuestión la caracterización de la interpretación, la 
determinación de las reglas que la rigen y la complejidad de su de-
terminación: a) si la actividad interpretativa, por ejemplo, exige ubi-
carse en el momento de la creación de la disposición interpretada, 
reconstruyendo el sentido querido por el autor de las disposiciones 
como una unidad, o bien, si corresponde atenerse al uso vigente en la 
comunidad relevante al momento de la aplicación; b) si la asignación 
de significado a los términos y expresiones de los materiales norma-
tivos debe hacerse conforme su significado ordinario, si debe remi-

la seguridad social e impuestos”.  Recordemos que el art. 85 referido establece que 
“la dotación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo no podrá ser inferior a lo que en cada caso se establez-
ca para los Ministros Secretarios de Estado”.

8  SCJ, 30/11/15, “Rinaldi, Roberto, y otros c/Poder Ejecutivo y otros-acción de 
inconstitucionalidad”, nº 311/2015, Base de Jurisprudencia Nacional.
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tirse a nociones de carácter técnico-jurídico9 y cuál es la relevancia 
de las prácticas de la comunidad de intérpretes en esa atribución de 
sentido.  Estas cuestiones, que alcanzan a la interpretación de todos 
los materiales normativos, incluyen, en un nivel metanormativo, a las 
llamadas reglas de interpretación, identificadas en el orden jurídico 
uruguayo con las disposiciones del Título Preliminar del Código Civil, 
entre las cuales se encuentra –en el art. 13– la que establece: “La 
interpretación auténtica o hecha por el legislador, tendrá efecto desde 
la fecha de la ley interpretada; pero no podrá aplicarse a los casos ya 
definitivamente concluidos”.

De modo que a la autoridad de la autenticidad le viene añadida la 
posibilidad de incidir en el ámbito temporal de validez, excepcionan-
do a las disposiciones interpretativas del principio de irretroactividad 
de la ley, al unificar su sentido con el de la disposición interpretada.

La narrativa del Ejecutivo en la Exposición de motivos de la dis-
posición interpretativa de 2015, propone un “repaso del proceso” que 
insiste en la prioridad del argumento psicológico para la interpreta-
ción de la disposición de 2010, y que se extiende a las iniciativas de 
interpretación auténtica posteriores: “fue voluntad del Poder Ejecu-
tivo en el presente gobierno, al remitir su iniciativa correspondiente 
al Presupuesto Nacional 2010-2015; así como del Poder Legislativo al 
aprobar la Ley 18.719, subsanar el retraso que las retribuciones de los 
Ministros de Estado y otros cargos de la Administración Central ha-
bían sufrido respecto de las correspondientes de otros de similar res-
ponsabilidad o exigencia”.

El fundamento del argumento psicológico está asociado a la con-
cepción imperativista de las normas, es decir, a una comprensión de 
la ley como mandato.  De modo que asignarle sentido al documento 
en el cual el mandato es formulado “quiere decir remontarse a la vo-
luntad de la cual el documento es expresión”10, al legislador históri-
co concreto.  A su vez, este argumento reposa en una comprensión 
formalista de la doctrina de la separación de poderes, que entiende 
que la creación de derecho es una actividad exclusivamente reserva-
da al legislador y que la función judicial se reduce a una actividad 
sin espesor interpretativo y decisional.  Sin embargo, si la compren-
sión de los procesos de formación del derecho es complejizada y se 
incluye dentro de sus componentes a la voluntad de los aplicadores, 

9  Haba, El espejismo de la interpretación literal, p. 65.
10  Tarello, La interpretación de la ley, p. 327.
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sus prácticas, y la incidencia de la dogmática, el argumento psicoló-
gico pierde fuerza en su potencial de justificación de decisiones in-
terpretativas.   También la pierde si pensamos en procedimientos de 
formación de los materiales normativos que incluyen la participación 
de una pluralidad de actores en sucesivas etapas, o en los que parti-
cipan “portadores de diversos y conflictuales intereses, voluntades y 
pretensiones” que acuerdan un enunciado normativo y, precisamente, 
como consecuencia de ser interpretable en sentidos diversos y con-
flictuales, los órganos interpretativos podrán basarse en los más di-
versos argumentos, excepto el psicológico, para atribuirle sentido al 
enunciado11.

La narrativa de la Corte12, por el contrario, justifica su interpre-
tación en el argumento sistemático para concluir que corresponde el 
aumento salarial.  Con distintas integraciones conformadas por Mi-
nistros de Tribunales de Apelaciones, considera que la disposición 
sancionada en 2011 no es interpretativa sino innovadora, en tanto de-
roga y modifica disposiciones de una ley de presupuesto, alterando 
remuneraciones de funcionarios públicos sin revestir ella misma el 
carácter de ley presupuestal, violentando disposiciones constituciona-
les.  Considera, a su vez, que la interpretación auténtica es un acto 
rigurosamente dispositivo de una ley posterior por el cual se determi-
na el alcance de una ley anterior13.

Esa atribución de sentido, podía anticiparse en las expresiones-
vertidas en la etapa de discusión legislativa,por quienes luego serían 
promotores de las inconstitucionalidades, así como en la jurispruden-
cia constante de la SCJ acerca de las leyes interpretativas.  Por otro 
lado, a partir del tenor del texto legislativo aprobado en 2010 y del 

11  Tarello, La interpretación de la ley, p. 329.
12  A partir de la sentencia: SCJ, 19/8/13, “Brause, Alberto, y otros c/Estado- 

Poder Legislativo-Acción de inconstitucionalidad.  Ley 18.738”, nº 391/2013, Base 
de Jurisprudencia Nacional.

13  La Corte incluye entre las referencias dogmáticas acerca de la noción de 
interpretación auténtica a Couture: “la misma Ley se limita a establecer normativa-
mente lo mismo que la Ley anterior, y en este caso la interpretación se reduce a una 
mera confirmación redactada en otros términos, o dice algo más, y en este caso ya 
no estamos en presencia de una Ley interpretativa [...]  La llamada interpretación 
legislativa viene a quedar sensiblemente limitada como medio para desentrañar el 
sentido de una Ley.  En su sentido normativo, si es el mismo, solo agrega claridad 
y si es algo mas es una nueva norma” (CSJN, 30/11/15, “Rinaldi, Roberto, y otros c/ 
Poder Ejecutivo y otros–acción de inconstitucionalidad”, nº 311/2015, Base de Juris-
prudencia Nacional).
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recurso a la voluntad del legislador concreto, como argumento inter-
pretativo en el cual se apoyan las justificaciones de las soluciones le-
gislativas posteriores adoptadas, puede decirse que la iniciativa del 
Poder Ejecutivo da cuenta, en primer lugar, de una banalización (o 
menosprecio) del lugar de los intérpretes y las tradiciones interpre-
tativas en la determinación del sentido de una disposición normativa 
y, en segundo lugar, de la intención de corregir las consecuencias de 
ese desconocimiento, invadiendo la función jurisdiccional, en la medi-
da que la interpretación en concreto14 es ejercicio de la función juris-
diccional15.

En cuanto a las referencias dogmáticas, a propósito del conflicto 
interpretativo que había quedado de manifiesto entre el recurso a la 
voluntad del legislador (y del Poder Ejecutivo, que es el que proyecta 
el presupuesto) en 2010, y la interpretación sistemática del Judicial 
(que tiene en cuenta la disposición de 1985 en la asignación de senti-
do a la disposición original)la Corte señala, citando a Eduardo Jiménez 
de Aréchaga, que el Ejecutivo olvida que “la ley, una vez dictada, se 
desprende de su creador, tiene sentido propio, que puede aún llegar 
a ser distinto o exceder la voluntad subjetiva de su autor [...]  Puede 
no coincidir esa voluntad objetiva, histórica, con la voluntad psicoló-
gica concreta de los autores de la ley y llegar a comprender aquella en 
la latitud de sus términos”16.

La doctrina nacional citada con relación a las leyes interpretati-
vas17, caracteriza a la interpretación en términos cognoscitivos: como 
el esfuerzo para entender y comprender el significado de la norma, 
captando el sentido de las ideas que la ley contiene.

14  Guastini, Las fuentes del derecho, p.250.
15  A su vez, la discusión en el ámbito de la Comisión de Presupuesto en 2010, 

exhibía con claridad las discrepancias interpretativas, de modo que la redacción 
sancionada instala –en el campo de la interpretación– la controversia acerca de la 
vigencia del artículo 85 de la ley 15.750, cuya significación institucional como una 
regla de garantía asociada a la independencia judicial, es incuestionable dentro de 
la comunidad de intérpretes aplicadores. Ese es, en definitiva, el centro político e 
institucional del diferendo que se tramita en el marco de la identificación de las dis-
posiciones aprobadas como expresando normas nuevas o con carácter interpretativo 
de las disposiciones anteriores.

16  SCJ, 11/6/14, “Canessa Sorin, Fanny, y otra c/Poder Judicial y otros.  Acción 
de inconstitucionalidad.  Ley 18.738”, nº 601/2014, Base de Jurisprudencia Nacional.

17  Supervielle, El alcance de la ley interpretativa, “Revista de Derecho Pú-
blico y Privado”, t. 42-43, 1959, p. 359 a 399; González Bianchi, La ley interpretati-
va, “La Justicia Uruguaya”, vol. 92, 1986, p. 85 a 117.
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A su vez, siguiendo criterios interpretativos que el máximo tribu-
nal ha sostenido desde hace casi tres décadas18, se descarta el carác-
ter interpretativo de las disposiciones identificadas por el legislador 
como “interpretativas”, en la medida que no aclaran el texto de la ley 
interpretada, sino que innovan.  En ese sentido, la doctrina recibida 
por la Corte desde entonces exige que la ley interpretativa satisfaga 
dos requisitos: a) un supuesto de hecho, que consiste en que exista 
una situación de duda o incertidumbre en relación a la interpretación 
de la disposición; es decir, que exista jurisprudencia contradictoria o 
un desacuerdo doctrinario acerca del alcance de la disposición que 
opere como advertencia de la falta de certeza del derecho.  En otras 
palabras, las características del supuesto de hecho reflejan la com-
prensión del mecanismo de la ley interpretativa como una salvaguar-
da de la seguridad.  b) En términos normativos, la finalidad de la 
disposición interpretativa debe ser aclaratoria del sentido de la dispo-
sición incierta: “declarar y fijar el sentido de la antigua ley”, tal como 
señalaba el codificador a propósito de la adhesión a la tesis de la re-
troactividad aparente de la ley interpretativa que supone que, “está 
en la naturaleza de las cosas que la interpretación, que no es sino la 
ley explicada claramente, se retrotraiga a la fecha de la ley interpre-
tada”19.  La calificación formal hecha por el legislador no determina 
la calidad interpretativa de la disposición, en la medida que si no sa-
tisface las exigencias señaladas, puede encubrir el establecimiento de 
la retroactividad.

La Corte descarta la configuración del supuesto de hecho en los 
términos referidos, señalando que “la pretensa norma interpretada 
(art. 64 de la ley 18.719) no planteaba ningún problema interpretati-
vo, pues examinada en su contexto –art. 9º de la ley 15.809 y art. 85 
de la ley 15.750– determinaba, por remisión, el aumento de las dota-
ciones de los miembros de la Suprema Corte y el incremento de las 
retribuciones de todas las que se fijan en relación a ellas”; y que, en 
consecuencia, lo que hace la disposición de 2011 es modificar la dis-
posición anterior, restringiendo su ámbito subjetivo de aplicación20. 

18  SCJ, 22/4/92, “Aldana SA c/Intendencia Municipal de Montevideo.  Incons-
titucionalidad”, nº 28/1992, Base de Jurisprudencia Nacional.

19  Supervielle, El alcance de la ley interpretativa, “Revista de Derecho Pú-
blico y Privado”, t. 42-43, 1959, p. 359 a 399.

20  SCJ, 13/12/13, “Aberastegui Palmina, Ana, y otros c/Poder Judicial y 
otros.  Acción de inconstitucionalidad.  Ley 18.738”, nº 600/2013, Base de Juris-
prudencia Nacional; íd., 11/6/14, “Canessa Sorin, Fanny, y otra c/Poder Judicial y 
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En el mismo sentido, y con apoyo en la misma doctrina argumen-
ta en 2015, en oportunidad de declarar la inconstitucionalidad de la 
segunda disposición interpretativa sancionada en el marco de este 
conflicto.  Los dos presupuestos que deben configurarse para que 
una disposición sea considerada verdaderamente interpretativa de una 
disposición anterior son, por un lado, la incertidumbre en la interpre-
tación expresada en la existencia de jurisprudencia contradictoria y 
de dificultades en la doctrina para la determinación del sentido de la 
disposición anterior; y por otro lado, que el legislador en función de 
la incertidumbre existente resuelve aprobar una ley con miras a fi-
jar en forma precisa y definitiva el sentido del texto21.  En el caso, la 
Corte señala que no existía discusión doctrinaria o jurisprudencial 
acerca del sentido del término “dotación” en las disposiciones inter-
pretadas (Ley 15.750 de 1985).  Por el contrario, la cuestión era ob-
jeto de discusión en el marco de la controversia generada entre los 
poderes a partir de las promulgaciones del art. 64 de la ley 18.719, 
los arts. 1º y 2º de la ley 18.738 y los arts. 15 y 16 de la ley 18.996, 
y del dictado de sentencias declaratorias de la inconstitucionalidad 
de las disposiciones mencionadas de las leyes 18.738 y 18.996.  La 
SCJ considera, en definitiva, que se está modificando el campo de 
aplicación de la ley interpretada y, en consecuencia, “dictando una 
disposición nueva no contenida en el antiguo texto, y por lo tanto no 
hay interpretación sino abrogación de aquella ley y creación de una 
ley nueva”22.

En definitiva, los rasgos esenciales que debería presentar el 
producto del mecanismo legislativo de la interpretación auténti-
ca (esto es: las disposiciones interpretativas) para ser reconocido 
como tal, son asunto de consenso en la doctrina y la jurisprudencia 
nacionales. 

otros.  Acción de inconstitucionalidad.  Ley 18.738”, nº 601/2014, Base de Jurispru-
dencia Nacional.

21  Supervielle, El alcance de la ley interpretativa, “Revista de Derecho Pú-
blico y Privado”, t. 42-43, 1959, p. 359 a 399.

22  SCJ, 30/11/15, “Rinaldi, Roberto, y otros c/Poder Ejecutivo y otros.  Acción 
de inconstitucionalidad”, nº 311/2015, Base de Jurisprudencia Nacional.  Sin per-
juicio de lo señalado respecto del carácter modificativo (no interpretativo) de la 
disposición impugnada, agrega otro argumento para establecer su inconstitucio-
nalidad, vinculado a la violación de la separación de poderes.  En efecto, entien-
de que la intención del legislador es intervenir en el funcionamiento de la Justicia 
en casos en los cuales es parte, para obtener un resultado que lo favorece econó-
micamente.
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§  4. C aracterización de la interpretación auténtica 
y sus funciones en el caso

La interpretación auténtica remite a la actividad y el producto 
interpretativos del órgano que es autor del enunciado interpretado, 
circunstancia que conlleva privilegiar la autoridad del autor en la de-
terminación del sentido, incluso si el sentido es atribuido con poste-
rioridad a su redacción.  Esta idea de la autenticidad tiene la limita-
ción de estar asociada a una concepción de la ley como producto de la 
voluntad de un individuo concreto que, a su vez, sabe qué quiso decir 
con la expresión legislativa23.  En otras palabras, la interpretación au-
téntica refiere a la atribución de sentido a una formulación normativa, 
que puede llevarse a cabo mediante la sanción de las llamadas leyes 
interpretativas (o de disposiciones interpretativas) o mediante la san-
ción de interpretaciones declarativas del sentido de disposiciones pre-
existentes.  La ley interpretativa prescribe una atribución de senti-
do específica, “un resultado interpretativo específico, concerniente a 
un determinado y circunscripto enunciado y a los enunciados de un 
determinado y circunscripto documento” legislativo anterior24.  Una 
disposición interpretativa consiste, en definitiva, en el producto de 
una decisión interpretativa que busca determinar el sentido de una 
disposición precedente25.  La idea de que las disposiciones interpre-
tativas se limitan a declarar el sentido de una disposición preexis-
tente tiene como consecuencia que se acepte su carácter retroactivo, 
más allá de que tal aceptación esté apoyada en la ficción de la identi-
dad de autor de las disposiciones legislativas como rasgo que permite 
calificar como auténtica la interpretación hecha por el legislador26. 

Sin embargo, entender a la interpretación auténtica como un 
caso de interpretación decisoria llevada a cabo por el legislador, re-
quiere de la verificación de determinadas circunstancias de hecho 
en las prácticas aplicadoras de los tribunales, para que la disposición 
interpretativa pueda, a su vez, ser interpretada como una unidad de 
sentido junto a la disposición interpretada, y no como un mero me-
canismo a disposición del legislador orientado a sustraer a la función 

23  Tarello, La interpretación de la ley, p. 228 y 229.
24  Tarello, La interpretación de la ley, p. 228.
25  Guastini, Las fuentes del derecho, p. 239.
26  Guastini, Las fuentes del derecho, p. 242.
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jurisdiccional una de sus actividades típicas, cual es la facultad inter-
pretativa. 

De ese modo, tomando en cuenta la distinción entre interpreta-
ción en abstracto e interpretación en concreto27, la interpretación 
auténtica es interpretación en abstracto, en la medida que es ejercicio 
de la función legislativa.  Por otra parte, se trata de interpretación 
decisoria (la que supone la elección de un determinado sentido, des-
cartando los otros)28, en la medida que el legislador a través de una 
ley posterior se propone fijar o determinar el sentido de una disposi-
ción legislativa precedente. 

Sin embargo, esta calificación de la interpretación auténtica 
como interpretación en abstracto y decisoria es de orden conceptual 
y, podrá constatarse en aquellos casos en los cuales existen inter-
pretaciones judiciales (en concreto) que son divergentes y que, con 
respecto de la disposición normativa que en la práctica admite esas 
múltiples atribuciones de sentido, el legislador escoja una de las posi-
bilidades. 

En el caso, tal circunstancia no se configura.  Estrictamente, 
teniendo en cuenta la naturaleza presupuestal de las disposiciones 
aplicadas, en la especie no podría haberse configurado la existencia 
de interpretaciones en concreto divergentes.  Por tanto, no sería es-
trictamente interpretación decisoria.  Planteado en otros términos: 
la disposición admitía una interpretación no contextual, aislada de 
otras disposiciones vinculadas a la forma de cálculo de las retribucio-
nes de los magistrados que sería coherente con lo establecido en la 
disposición interpretativa, esta última apoyada en el argumento psi-
cológico o de la voluntad del legislador.  También permitía una inter-
pretación contextual, con base en el argumento sistemático y en las 
prácticas históricas del Poder Judicial, cuyo resultado normativo se 
orienta a favorecer la comprensión del mecanismo de cálculo de las 
retribuciones como una garantía de la independencia judicial.  Y este 
ha sido el único sentido normativo atribuido por los jueces al cálculo 
de las retribuciones que recurre a los enganches.

Según la concepción tradicional recogida por la doctrina y juris-
prudencia nacionales, la ley interpretativa y la ley interpretada cons-
tituyen una unidad de sentido normativo, dado el carácter declarativo 
de su estructura y, a su vez, dado que se le otorga efecto retroacti-

27  Guastini, Interpretar y argumentar, p. 33.
28  Guastini, Interpretar y argumentar, p. 45.
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vo.  La disposición interpretativa, como señalamos en el apartado 
anterior, suele ser entendida por la doctrina –en general– y por la 
jurisprudencia de la CSJN desde hace al menos tres décadas como 
aquella que declara, aclara o determina el significado dudoso o con-
trovertido de otra disposición; por lo cual, no es considerada interpre-
tativa o declarativa si amplía o restringe el alcance de la disposición 
existente, o bien, si la disposición existente no ha sido objeto de in-
terpretaciones jurisprudenciales discordantes.  Es decir, la interpre-
tación auténtica tendría carácter declarativo o de reconocimiento de 
un sentido normativo ya vigente, de acuerdo a la doctrina tradicio-
nal.  Esta ha sido la base de la justificación de las decisiones de la 
SCJ respecto del instituto de la interpretación auténtica, siguiendo a 
la doctrina nacional que, por otra parte, no ha cambiado desde 1959 
(fecha en que fue publicada la solución dogmática citada por la Corte 
en las sentencias dictadas durante este diferendo). 

Por otra parte, y teniendo en cuenta la distinción analítica entre 
disposición y norma29, la interpretación auténtica es interpretación 
decisoria y, teniendo en cuenta que no se configura en el caso la exis-
tencia de interpretaciones en concreto discordantes o divergentes, lo 
que tenemos puede entenderse como la disputa política por la prima-
cía de la intención del Poder Ejecutivo deficientemente implementada 
en la ley de presupuesto de 2010 o de la interpretación sistemática 
que se sustenta en una posición consolidada en la práctica, respalda-
da por doctrina y jurisprudencia. 

También puede problematizarse si las “disposiciones interpreta-
tivas” sancionadas durante este diferendo, constituyen casos de in-
terpretación en abstracto, en la medida que pretenden determinar el 
cambio de una práctica institucional del Poder Judicial en relación con 
la liquidación de haberes de los magistrados, es decir, la finalidad prác-
tica perseguida es incidir en la situación salarial,ya consolidada, de un 
conjunto determinado de funcionarios.  Revertir el único sentido asig-
nado por el Judicial a la disposición interpretada parece ser entonces 
un intento de ejercicio de la función jurisdiccional a través del instituto 
de la interpretación auténtica.  Por lo cual, las disposiciones sancio- 
nadas, identificadas por el legislador como “interpretativas”, tampoco 
satisfacen los rasgos incluidos en la caracterización conceptual de la in- 
terpretación auténtica como interpretación en abstracto y decisoria30.

29  Guastini, Estudios sobre la interpretación jurídica, p. 15.
30  Guastini, Las fuentes del derecho, p. 244.
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§  5.  ¿Judicialización de la política?

A la luz de las conclusiones parciales hasta aquí esbozadas, pue-
de afirmarse que el diferendo podría haber tenido un desarrollo dis-
cursivo más genuino (y, por tanto, menos encubierto en determina-
ciones de carácter técnico o dogmático) si hubiese sido canalizado 
a través de un registro de relacionamiento institucional alternativo, 
menos confrontativo y más sensible a las consecuencias que, preci-
samente, en términos institucionales acarrearía –como lo hizo–, en 
definitiva, el camino elegido.  Es, en ese sentido, que la situación 
puede calificarse en términos de judicialización de la política, enten-
diendo por tal el hecho de que una controversia que tradicionalmen-
te podría ser abordada y decidida por medios políticos explícitos, es 
condicionada por resoluciones judiciales31, cuya narrativa encubre op-
ciones políticas en la determinación del sentido; o bien la decisión de 
recurrir al Poder Judicial para “continuar la discusión de decisiones 
que los órganos mayoritarios habían tenido por finales”32.  La amplia-
ción de los márgenes de la jurisdicción del derecho33 implica la formu-
lación de reivindicaciones de actores sociales en términos jurídicos y 
judiciales, es decir, echando mano a un registro contencioso.  En el 
caso, los jueces que promovieron los procesos de declaración de in-
constitucionalidad, en consonancia con el contenido de las declara-
ciones de su asociación gremial, formularon sus reivindicaciones en 
términos judiciales, configurándose el diferendo como un conflicto 
salarial que abarca magistrados y funcionarios judiciales.  Luego el 
incumplimiento del Ejecutivo en facilitar los fondos para que pudie-
ran cobrarse las diferencias salariales respaldadas por sentencias de 
condena, tuvo como respuesta la paralización de actividades del Po-
der Judicial y la negociación por los gremios de acuerdos de pago por 
montos inferiores a los establecidos en las sentencias.

31  Tate - Vallinder, The global expansion of Judicial Power, p. 1 a 10; Cou-
so, Consolidación democrática y Poder Judicial: los riesgos de la judicializa-
ción de la política, “Revista de Ciencia Política”, vol. XXIV, nº 2, 2004, p. 29 a 48; 
Sarlo - Trujillo, Sistema judicial y judicialización en Uruguay, “Espacio Abier-
to”, nº 7, 2007, p. 12 a 26.

32  Böhmer, “La lógica político-institucional del Poder Judicial en la Argentina”, 
en Acuña, ¿Cuánto importan las instituciones?, p. 157 a 208.

33  Ansolabehere, Jueces, política y derecho: particularidades y alcances 
de la politización de la justicia, “Isonomía”, nº 22, abr. 2005, p. 39 a 61.
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Sin perjuicio, entonces, de la falta de ajuste a las exigencias tan-
to de la concepción tradicional como de la concepción analítica de la 
interpretación auténtica, el contenido de la ley, y por tanto, el conte-
nido del conflicto institucional generado, habilita a introducir algunas 
consideraciones que requieren poner en juego (tal vez con más cla-
ridad que en otras leyes interpretativas) la dimensión política de la 
disputa por el sentido y su impacto institucional, teniendo en cuenta 
la relación entre los poderes. 

En ese sentido, podría pensarse el desacuerdo acerca del alcan-
ce de la norma presupuestal y su forma de tramitación como un caso 
de judicialización de un conflicto entre el Judicial y los poderes 
políticos, que termina por invertir la función de la interpretación au-
téntica.  Es decir, la interpretación legislativa, en tanto acto de au-
toridad, obliga con carácter general y la interpretación judicial obliga 
respecto de la causa en la que se realiza.  En el caso, la interpre-
tación auténtica pretende redireccionar (desactivando los aumentos 
salariales) el sentido que el Poder Judicial le atribuyó a las disposicio-
nes presupuestales interpretadas; y la interpretación judicial de las 
disposiciones presupuestales que surge de las decisiones de la SCJ 
con distintas integraciones, apoyada por la inconstitucionalidad de la 
disposición interpretativa, es obligatoria para el Poder Legislativo, el 
Ejecutivo y el Judicial, que fueron los demandados en los procesos de 
inconstitucionalidad iniciados por los magistrados.

Es pertinente recordar los diferentes sentidos de la expresión 
“poder judicial”, con miras a justificar la caracterización de la contro-
versia comentada como un caso de judicialización de la política.  En 
la medida que carece de unidad de agencia, el Poder Judicial es, en su 
sentido propio, el poder que tiene cada juez, no el poder de un agen-
te colectivo.  En ese sentido, la resolución del caso concreto no pue-
de entenderse como una oportunidad para favorecer al juez o para 
avanzar alguna finalidad personal o corporativa.  El Poder Judicial 
en el sentido impropio (que no da cuenta de sus características insti-
tucionales), como “Poder” del Estado, es una organización de la cual 
el juez es funcionario.  Esto último no puede decirse del poder legis-
lativo, en la medida que cada miembro de una cámara no tiene auto-
ridad en la forma que la tiene un juez, sino que la tiene en virtud de 
que contribuye a formar la voluntad de un agente colectivo34. 

34  Atria, Jurisdicción e independencia judicial: el Poder Judicial como 
poder nulo, “Revista de Estudios de la Justicia”, nº 5, 2004, p. 119 a 141, y  La for-
ma del derecho, p. 216.
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Por el contrario, no es el Poder Judicial el que decide un caso, 
sino el tribunal respectivo.  En ese sentido el Poder Judicial es nulo, 
no aparece.  Pero, en la medida que se concibe a sí mismo como un 
agente colectivo, con intereses y demandas propias, existe la proba-
bilidad de que el juez haga un uso instrumental del caso y no decida 
como juez, sino del modo que más conviene a la organización35.  Una 
característica institucional que puede afectar la capacidad del tri-
bunal para atender el caso pude ser, por ejemplo, la falta de autono-
mía presupuestal.  En efecto, en Uruguay, el Poder Judicial es uno 
de los organismos que integran el art. 220 del Constitución36, lo cual 
determina que elabore reclamos cuya satisfacción depende de la dis-
posición de otros poderes, o espere reformas que solo serían viables 
en caso de contar con el acuerdo de los otros Poderes con sus pre-
visiones presupuestales.  El Poder Judicial no tiene autonomía finan-
ciera.  En ese marco de debilidad institucional, cobra sentido la com-
prensión del texto de 1985 referido a la retribución de los jueces como 
garantía de la independencia judicial.  Un sentido institucionalmente 
valioso.  Sin perjuicio de lo anterior, la Corte sostuvo –haciendo refe-
rencia a la voluntad del Ejecutivo en las iniciativas legislativas involu-
cradas en la contienda– que, aun cuando pudiera compartirse que las 
impugnadas eran disposiciones interpretativas, igualmente correspon-
dería declarar la inconstitucionalidad en virtud de que se transgrede 
el principio de separación de poderes en la medida que se incide en el 
funcionamiento de la justicia cuando, siendo parte el propio Estado, in- 
terviene para obtener un resultado que lo favorece económicamente37.

Por otra parte, las reformas al sistema de justicia están explíci-
tamente en la agenda del partido de gobierno desde hace varios años, 
por lo que ciertos hechos propios de la dinámica del sistema político 
rodeaban la disputa por el sentido que transcurría en los tribunales.  
En algunas ocasiones, como en 2008, luego de dictarse sentencias de 
inconstitucionalidad relativas a disposiciones legislativas especial-
mente relevantes (como la reforma tributaria), llegaron a producirse 
declaraciones de legisladores del Frente Amplio señalando que la SCJ 
no es neutral y “juega para los ricos”; y recordándole que es el Par-

35  Atria, La forma del derecho, p. 218.
36  Elabora su presupuesto y lo envía al Poder Legislativo y al Ministerio de 

Economía que, a su vez, en su mensaje presupuestal realiza las previsiones para los 
organismos del art. 220 de la Constitución. 

37  CSJN, 30/11/15, “Rinaldi, Roberto, y otros c/Poder Ejecutivo y otros.  Ac-
ción de inconstitucionalidad”, nº 311/2015, Base de Jurisprudencia Nacional.
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lamento el que vota las venias de los ministros de la corporación y 
el que vota su presupuesto38.  A esas declaraciones la Asociación de 
Magistrados del Uruguay respondió anunciando la denuncia ante el 
Relator Especial de ONU sobre la independencia de jueces y aboga-
dos, e interpretándolas como la reivindicación de un ilegítimo some-
timiento del Poder Judicial al poder político39.  En 2015, no le fueron 
otorgados fondos incrementales al Poder Judicial en la ley de presu-
puesto.  También se emitió una declaración del sector político al que 
pertenece el ministro de Economía, que sostuvo que el Poder Judi-
cial avasallaba la competencia del Poder Legislativo de interpretar las 
normas y fijar los salarios públicos y alertó que el procedimiento ge-
nera “riesgo institucional”40.

Por último, y precisamente teniendo en cuenta el contenido pre-
supuestal/salarial de la disputa por el sentido, también observamos 
(ya nos referimos a las dificultades de aplicación de la noción de in-
terpretación auténtica como interpretación en abstracto y decisoria) 
que no parecen satisfactorios los argumentos que tradicionalmente se 
han ofrecido a favor y en contra del mecanismo de la interpretación 
auténtica y que, en principio, esa inadecuación es consecuencia de 
las carencias o limitaciones institucionales para tramitar un conflicto 
como el del caso analizado.

A favor de la interpretación auténtica se sustentan tradicional-
mente argumentos que hacen referencia a la doctrina democrática de 
la soberanía popular, de modo que identifican a las leyes interpreta-
tivas y a las disposiciones que contienen interpretaciones declarati-
vas con mecanismos para lograr la efectiva prevalencia de los poderes 
políticos sobre la capacidad interpretativa de los jueces.  Es decir, 
como un mecanismo que contribuye al aseguramiento del princi-
pio de sujeción del juez a la ley41.  Por otro lado, en contra de estos 

38  Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, Jueces van a la 
ONU y plantean denuncia por ataque desde el FA, 11/4/08, www.cncs.com.uy/
jueces-van-a-la-onu-y-plantean-denuncia-por-ataque-desde-el-fa/

39  AMU: declaraciones de Pérez son una presión, “El Espectador”, 12/4/08, 
www.espectador.com/politica/119353/amu-declaraciones-de-perez-son-una-presion

40  Grupo de Astori acusa a la Corte de generar “riesgo institucional”. 
Afirma que fallo viola facultades exclusivas del Parlamento, “El Observador”,  
11/2/16, www.elobservador.com.uy/grupo-astori-acusa-la-corte-generar-riesgo-insti-
tucional-n865867.

41  Guastini, Interpretar y argumentar, p. 102; Andrés Ibáñez, Tercero en dis-
cordia, p. 119.
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mecanismos legislativos, se ofrecen dos tipos de argumentos: el que 
aduce que las leyes interpretativas ostentan un carácter retroactivo 
logrado subrepticiamente42 y el que las considera mecanismos que de-
bilitan el principio de separación de poderes “en la medida que inva-
den el poder jurisdiccional o, al menos, una de sus funciones típicas 
como es precisamente la interpretación”43, interpelando además la in-
dependencia del Poder Judicial.  Entendida esta como “independen-
cia frente a los otros poderes del Estado y a los centros de decisión de 
la propia organización judicial”, esto es, como independencia externa 
e interna44 que, a los efectos del tema del cual nos estamos ocupando, 
no es incompatible con entender la independencia del Poder Judicial 
como referida a cada juez, es decir, como “independencia de los jue-
ces para atender al caso y así aplicar la ley”45.

Ahora bien, la interpretación auténtica como construcción dog-
mática supone que las interpretaciones declarativas realizadas por el 
legislador, apoyada en la ficción de que el legislador es único y racio-
nal, prescriben a los aplicadores una atribución de sentido específi-
ca a unos materiales legislativos anteriores.  La idea de que las dis-
posiciones interpretativas se limitan a declarar el sentido de una 
disposición preexistente tiene como consecuencia que se acepte su 
carácter retroactivo, más allá de que tal aceptación esté apoyada en 
la ficción de la identidad de autor.  En disputas que involucran recla-
mos en términos de derechos fundamentales y en las cuales intervie-
ne el control de constitucionalidad de las leyes interpretativas, dicha 
ficción ha perdido utilidad para comprender el uso de la retroactivi-
dad sin afectar el valor de la seguridad jurídica como clave en la re-
construcción sistemática del derecho.  Es decir, como construcción 
dogmática tienen eficacia simbólica asociada a determinados presu-
puestos epistemológicos acerca del derecho, asociados al formalismo 
(la concepción imperativista de las normas, la función judicial enten-
dida en términos estrictamente aplicadores, entre otros).  Podría de-
cirse que, en contextos institucionales marcados por la interpretación 
constitucional a través del control de constitucionalidad de la ley, la 
utilidad epistémica de ficciones como la interpretación auténtica y, en 

42  Pugiotto, La legge interpretativa e i suoi giudici, p. 161.
43  Guastini, Interpretar y argumentar, p. 102.
44  Bergalli, Estado democrático y cuestión judicial, p. 103; Andrés Ibáñez -  

Movilla Álvarez, El Poder Judicial, p. 52.
45  Atria, Jurisdicción e independencia judicial: el Poder Judicial como 

poder nulo. “Revista de Estudios de la Justicia”, nº 5, 2004, p. 119 a 141.
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consecuencia, la eficacia normativa de las disposiciones interpretati-
vas se debilitan, y su permanencia en los discursos institucionales se 
termina reduciendo a una función retórica.

§  6. C onclusión

En el caso no parece haberse configurado la exigencia empírica 
(de la dogmática recibida por la jurisprudencia tradicional de la Cor-
te)de que las prácticas interpretativas y de aplicación por los tribu-
nales den cuenta de múltiples casos de atribución de sentidos diver-
gentes a la disposición interpretada por la disposición posterior.  Tal 
exigencia establece la única circunstancia en la cual la sanción de 
leyes interpretativas implicaría interpretación auténtica genuina, en 
tanto se trata de interpretación en abstracto.  Si no fuera ese el caso, 
y tiene lugar interpretación en concreto, el legislador estaría ejercien-
do función jurisdiccional y, por tanto se trata de una injerencia inde-
bida por la vía de la sanción de legislación retroactiva para revocar 
decisiones judiciales específicas que suponían costos presupuestales 
no previstos.  A su vez, el Judicial actuó como colegislador, en la me-
dida que su intervención en los casos de control de constitucionali-
dad, tuvo entre sus consecuencias, derogaciones de disposiciones le-
gislativas.

No puede decirse –a consecuencia de los diseños instituciona-
les que incluyen al Poder Judicial entre los organismos a los cuales la 
Constitución no les confiere autonomía presupuestal, y que las deci-
siones judiciales quedaran en manos de eventuales beneficiarios del 
aumento salarial en disputa– que el Poder Judicial fue nulo o no apa-
reció.  En efecto, la Corte (integrada) decide en una disputa entre 
poderes en torno al alcance y los límites de la voluntad expresada por 
los poderes políticos que afecta a los funcionarios del poder del que la 
propia Corte posee la superintendencia.

Por otro lado, y atendiendo a la estrategia legislativa escogida, los 
órganos interpretativos, sus prácticas interpretativas y los procesos 
de consolidación de esas prácticas, constituyen elementos que debe-
rían ser tenidos en cuenta al momento de la redacción de materiales 
normativos.  No hacerlo, y asumir una concepción imperativista de 
las normas, supone banalizar la importancia de los intérpretes aplica-
dores en la producción de derecho.  Tener en cuenta a los intérpre-
tes y el espesor interpretativo y decisional de su función, hace parte 
de la consideración del impacto institucional de la nueva disposición en 
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la organización jurídica y sus costos presupuestales e institucionales.  
En ese sentido, la insuficiencia de la concepción de la interpretación 
auténtica que se trasunta en el uso de reiteradas disposiciones inter-
pretativas se centra en que su función normativa retroactiva se justi-
fica recurriendo a unas construcciones dogmáticas que operan sobre 
la base de ficciones que han ido perdiendo operatividad y, por tanto, 
han ido perdiendo eficacia legitimadora de las decisiones institucio-
nales.  Esa pérdida de eficacia operativa de construcciones del dis-
curso técnico dogmático parece tener como correlato en los hechos 
institucionales y decisiones políticas una muestra de debilidad del 
compromiso institucional.  Debilidad que se expresa en el incumpli-
miento de sentencias de condena, acuerdos de pago por montos me-
nores suscritos por organizaciones gremiales, controversias decididas 
por los propios beneficiarios de las decisiones judiciales, instrumen-
talización de la ley como intento de clausurar un diferendo político, e 
incapacidad para alcanzar soluciones colectivas que no sean onerosas 
para la comunidad. 
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Resumen.  Este trabajo tiene el propósito de ofrecer un es-
tado de la cuestión acerca de la teoría de los principios en tan-
to teoría analítica que estudia las propiedades estructurales de 
esta clase de las normas.  Se buscarán corroborar dos hipóte-
sis.  La primera hipótesis indica que la tesis de la diferencia cla-
sificatoria, y no meramente gradual, no ha encontrado hasta el 
momento objeciones o contra-ejemplos capaces de refutarla.  La 
segunda hipótesis sostiene que, sin perjuicio de lo anterior, aún 
persiste abierta la pregunta de investigación referida a cuál es 
el concepto de los principios que resulta más adecuado para dar 
cuenta de sus características específicas.

Palabras claves: teoría de las normas, teoría de los princi-
pios, Ronald Dworkin, Robert Alexy, Manuel Atienza y Juan Ruiz 
Manero, Jan Sieckmann.

THEORY OF THE PRINCIPLES. 
ADVANCES AND PROBLEMS

Abstract.  This work aims to reconstruct the state of the 
art in the field of the theory of principles, understanding by this 
an analytical theory oriented to explain the logical structure 
of this kind of norms.  We aim to corroborate two hypothe-
ses.  The first one states that the classificatory difference`s the-
sis between principles and rules has been not refuted by any ar-
gument or counterexample so far.  The second one claims that, 
notwithstanding the foregoing, the question about how the con-
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cept and structure of principles should be represented remains 
unanswered. 

Keywords: theory of Norms, theory of principles, Ronald 
Dworkin, Robert Alexy, Manuel Atienza, Juan Ruiz Manero, Jan 
Sieckmann.

TEORIA DOS PRINCÍPIOS.  AVANÇOS E PROBLEMAS

Resumo.  Este trabalho tem como objetivo oferecer um es-
tado da arte sobre a teoria dos princípios como uma teoria analí-
tica que estuda as propriedades estruturais desta classe de nor-
mas.  Duas hipóteses serão corroboradas.  A primeira hipótese 
indica que a tese da diferença classificatória, e não meramente 
gradual, ainda não encontrou objeções ou contra-exemplos ca-
pazes de refutá-la.  A segunda hipótese sustenta que, apesar do 
exposto, ainda permanece em aberto a questão qual é o conceito 
dos princípios mais apropriados para explicar suas característi-
cas específicas.

Palavras-chave: teoria das Normas, teoria dos princípios, 
Ronald Dworkin, Robert Alexy, Manuel Atienza, Juan Ruiz Ma-
nero, Jan Sieckmann.

A)  Introducción

La frase teoría de los principios es ambigua.  Su uso puede 
hacer referencia, como mínimo, a tres teorías que persiguen objetivos 
diferentes.  Así, puede ser utilizado para connotar: a) una teoría que 
sostiene que los principios son una clase de normas cuya validez no 
depende de los criterios proporcionados por una regla de reconoci-
miento, sino de su justificación moral1; b) una teoría que afirma que 

1  Esta teoría es sostenida por Dworkin en el marco de un “ataque general al 
positivismo jurídico”.  Véase Dworkin, Taking rights seriously, p. 38 y siguien-
tes.  Sin embargo, entiendo que se encuentra refutada.  En primer lugar, porque 
nada impide que los principios puedan ser identificados por medio de los criterios 
proporcionados por una regla de reconocimiento.  Carrió, Notas sobre derecho y 
lenguaje, p. 228; Hart, “Postcriptum”, en Rodríguez, La decisión judicial.  El de-
bate Hart-Dworkin, p. 125 y ss.; Mac Cormick, Principles of Law, “The Juridical 
Law Review”, Edinburgh, 1974, p. 217 a 226; Raz, Legal principles and the limits 
of law, “The Yale Law Journal”, vol. 81, nº 5, p. 828.  En segundo lugar, porque la 
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los principios son una clase de normas que poseen propiedades es-
tructurales específicas que permiten distinguirlas clasificatoriamen-
te de las reglas2, y c) una teoría sobre la interpretación constitucio-
nal que aduce que gran parte de las normas que prescriben derechos 
fundamentales deben ser entendidas como principios3.  Este trabajo 
tiene el propósito de ofrecer un estado de la cuestión acerca de la 
teoría de los principios en el segundo de los sentidos apuntados, 
es decir, como una teoría analítica que estudia las propiedades es-
tructurales de esta clase de las normas.  Se buscarán corroborar dos 
hipótesis.  La primera hipótesis indica que la tesis de la diferencia 
clasificatoria, y no meramente gradual, entre principios y reglas está 
justificada; o, mejor dicho, no ha encontrado hasta el momento obje-
ciones o contra-ejemplos capaces de refutarla.  La segunda hipótesis 
sostiene que, sin perjuicio de lo anterior, aún persiste abierta la pre-
gunta de investigación referida a cuál es el concepto de los principios 
que resulta más adecuado para dar cuenta de sus características es-
pecíficas.

La argumentación tendiente a respaldar estas dos hipótesis se 
realizará respetando un determinado orden de exposición.  Así, en 
un primer momento, se analizarán los criterios de individualiza-
ción propuestos por Ronald Dworkin para justificar la tesis de la di-
ferencia clasificatoria en principios y reglas y se considerarán las 
principales objeciones que se han dirigido en su contra.  En una se-
gunda instancia, se examinará críticamente el problema referido a la 
definición conceptual de los principios.  De esta manera, se tomará 
como punto de partida a la teoría de los mandatos de optimización 

verificación empírica de que los jueces y abogados utilizan proposiciones referidas 
a principios en el marco de sus razonamientos, no permite corroborar, sin más, que 
estos forman parte del sistema jurídico (Nino, La validez del derecho, p. 156). 

2  Esta teoría se encuentra representada, principalmente, por las investigacio-
nes de Robert Alexy, Manuel Atienza, Juan Ruiz Manero y Jan-R. Sieckmann.  Véase 
Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 71 y ss.; Alexy, Zum Begriff des Rechts prin-
zips, en Alexy, Recht, Vernunft, Diskurs.  Studienzur Rechts philosophie; Atien-
za - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enunciados jurídicos, 
p. 23 y ss.; Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts sys-
tems, p. 52 a 85; El modelo de los principios del derecho, p. 13 a 114, y Rechtals 
normatives System.  Die prinzipien theorie des Rechts,  p. 19 a 64.

3  A este respecto pueden consultarse las siguientes investigaciones: Barak, 
Proportionality. constitutional rights and their limitations; Bernal Pulido, El 
principio de proporcionalidad y los derechos fundamentales; Borowski, Grun-
drechteals Prinzipien.
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de Robert Alexy y, posteriormente, se considerarán las teorías alter-
nativas del supuesto de hecho abierto propuesta por Manuel Atienza 
y Juan Ruiz Manero, y de los argumentos normativos defendida por 
Jan Sieckmann.  Para finalizar, se presentarán algunas conclusiones a 
modo de cierre.

B)  La tesis de la diferencia clasificatoria 
entre principios y reglas

Si bien son muchos los autores que, dentro del marco de sus teo-
rías, distinguen a las normas entre principios y reglas4, no todos lo 
hacen en el mismo sentido.  Es por ello que suele diferenciarse entre 
tesis débiles y fuertes de la separación5.  La tesis débil sostiene que 
la diferencia entre principios y reglas es meramente de grado, según 
su mayor o menor nivel de generalidad o abstracción6.  En cambio, 
la tesis fuerte afirma que la diferencia entre principios y reglas no 
es meramente de grado, sino que, debido a ciertas características es-
tructurales, es también clasificatoria o de clase7.  Esto último su-

4  Algunos antecedentes de autores que han hecho uso de esta terminolo-
gía pueden ser consultados en: Esser, Grundsatzund Norm in derrichterlichen 
Fortbildung des Privatrechts; Heller, Teoría del Estado; Larenz, Metodología de 
la ciencia del derecho; López Ruf, “Los principios y la interpretación en la función 
judicial”, en Alarcón Cabrera - Vigo, Interpretación y argumentación jurídica.  
Problemas y perspectivas actuales, p. 273 a 291; Vita, La noción de principios 
jurídicos en la teoría del derecho de Hermann Heller, “Isonomía.  Revista de 
Teoría y Filosofía del Derecho”, nº 43,  p. 49 a 75. 

5  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 72 a 75; Alexy, Zum Begriff des Recht-
sprinzips, en Alexy, Recht, Vernunft, Diskurs.  Studienzur Rechts philosophie, 
p. 184; Bayón, La normatividad del derecho.  Deber jurídico y razones para la 
acción, p. 359; García Figueroa, Principios y positivismo jurídico.  El no positi-
vismo principialista en las teorías de Ronald Dworkin y Robert Alexy, p. 132; 
Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts systems, p. 53.

6  Ejemplos de tesis débiles en razón del grado de generalidad semántica de 
las normas pueden encontrarse en: Hart, “Postcriptum”, en Rodríguez, La decisión 
judicial.  El debate Hart-Dworkin, p. 199; Raz, Legal principles and the limits 
of law, “The Yale Law Journal”, vol. 81, nº 5, p. 838.  Ejemplos de tesis débiles en 
razón del nivel de abstracción que la norma puede ocupar en la cadena de justifi-
cación de una decisión jurídica puede hallarse en Etcheverrry, ¿De qué hablamos 
cuando hablamos de principios?  Una aproximación a los principios jurí- 
dicos desde una perspectiva funcional, manuscrito inédito, 2018.

7  Ejemplos al respecto se encuentra en Alexy, Theorie der Grundrechte, 
p. 71 y ss.; Alexy, “Zum Begriff des Rechts prinzips”, en Alexy, Recht, Vernunft, 
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pone que toda norma solamente puede ser o bien un principio o bien 
una regla8, sin que puedan caber modalidades intermedias.

La teoría de los principios (en el sentido estricto que aquí in-
teresa) defiende esta última tesis.  Por ello, un primer interrogante 
que puede formulársele refiere a cuál o cuáles son los criterios de 
individualización que permiten trazar una distinción clasificato-
riamente entre principios y reglas.  Un análisis minucioso al respec-
to debe comenzar con el influyente artículo de Ronald Dworkin titula-
do The model of rules (El modelo de las reglas)9.  En lo que sigue, 
será sometido a debate.

§  1. L a teoría de Ronald Dworkin

Dworkin inicia su exposición mencionando el conocido caso 
Riggs vs. Palmer, resuelto por el Tribunal de Nueva York en 188910. 
El problema del caso era si un heredero testamentario debía recibir la 
herencia, incluso cuando este, para asegurarse y adelantar su cobro, 
hubiera asesinado al testador.  El heredero basó su pretensión en la 
regla estatutaria que prescribe que todo testamento firmado por tres 
testigos debe ser considerado válido.  El testamento bajo análisis 
cumplía, efectivamente, con tales condiciones.  No obstante, el Tri-
bunal decidió establecer una excepción a dicha regla, basándose en 
un principio no escrito que prohíbe que alguien pueda beneficiarse 
de su propio dolo o injusticia.  Finalmente, el testamento fue decla-
rado inválido y no se efectuó la entrega de la herencia. 

De acuerdo con Dworkin, existe una diferencia lógica entre la re-
gla que prescribe que todo testamento firmado por tres testigos es 
válido y el principio que prohíbe beneficiarse de su propio dolo o in-
justicia11.  Esta diferencia lógica se pone en evidencia sobre la base 

Diskurs.  Studienzur Rechts philosophie; Atienza - Ruiz Manero, Las piezas 
del derecho.  Teoría de los enunciados jurídicos, p. 23 y ss.; Dworkin, Taking ri-
ghts seriously, p. 40; Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts 
systems, p. 52 a 85.

8  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 77.
9  Este artículo se encuentra compilado en Dworkin, Taking rights seriously, 

p. 29 a 64.  Posteriormente, Dworkin ha modificado parcialmente esta terminología 
(Law’s empire).

10  Dworkin, Taking rights seriously, p. 39.
11  Dworkin, Taking rights seriously, p. 40.  El término “lógica” debe ser en-

tendido en este contexto en un sentido amplio, es decir, no necesariamente vincula-
do al estudio de la forma de los razonamientos deductivos.
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de dos criterios de individualización.  El primer criterio indica 
que las reglas se aplican a la manera todo-o-nada, mientras que esto 
no es así en el caso de los principios12.  El segundo criterio supone, a 
su vez, que los principios exhiben una dimensión que falta en las re-
glas: la dimensión del peso o de la importancia13.

§  2.  La aplicación a la manera “todo-o-nada” de las reglas

Que las reglas se apliquen a la manera todo-o-nada significa 
que, si se cumple con su supuesto de hecho, entonces o bien la re-
gla es válida y determina concluyentemente la solución del caso o bien 
es inválida y no aporta en nada a la decisión14.  Así, por ejemplo, si 
se considera válida la regla que exige la firma de tres testigos como 
condición necesaria para la legalidad de los testamentos, entonces 
siempre serán conforme a derecho aquellos testamentos rubricados 
por, al menos, tres testigos y nunca lo serán aquellos rubricados por 
dos o menos.

En este punto podría objetarse que, muchas veces, las reglas 
cuentan con cláusulas de excepción.  Sin embargo, esto no hace co-
lapsar su carácter todo-o-nada; pues, un enunciado que describa a 
una regla debería considerar todas sus excepciones y cualquier pro-
posición que así no lo hiciese resultaría incompleta.  Si la lista de ex-
cepciones es muy larga, puede resultar demasiado incómodo repetir-
las cada vez que se cita la regla.  Pero, en teoría, no hay razón para 
que no se las pueda enumerar a todas15.

En cambio, los principios no se aplican de esta manera to-
do-o-nada.  Aun cuando resulten válidos y se cumpla con su su-
puesto de hecho, estos no determinan automática o concluyentemen-
te la decisión.  Solamente enuncian una razón que discurre en una 
dirección, pero que puede quedar desplazada en virtud de algún otro 
principio que apunta en una dirección contraria16.  Así, por ejemplo, 
el principio que prohíbe beneficiarse del propio dolo suele quedar des-
plazado en favor de algún otro principio en los casos de usucapión17.

12  Dworkin, Taking rights seriously, p. 40.
13  Dworkin, Taking rights seriously, p. 43.
14  Dworkin, Taking rights seriously, p. 40.
15  Dworkin, Taking rights seriously, p. 42.
16  Dworkin, Taking rights seriously, p. 42.
17  Dworkin, Taking rights seriously, p. 42.
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Empero, estos ejemplos en contrario no pueden ser vistos como 
excepciones que deberían integrar enunciados proposicionales más ex
tensos, ya que no pueden ser enumerados o previstos de antemano ni 
siquiera en teoría18.

§  3.  Objeciones

El establecimiento de una distinción de clase entre principios y 
reglas sobre la base del criterio de individualización que indica 
que solamente estas últimas son aplicables a la mañana todo-o-nada 
ha sido blanco de dos objeciones principales.

La primera objeción es de índole metodológica y señala que si 
se acepta que todas las reglas, incluso las más específicas, poseen 
textura abierta19, entonces parece empíricamente imposible cono-
cer y enumerar todas sus excepciones de antemano20.  La segunda 
objeción es aún más lapidaria que la anterior y está relacionada con 
la estructura de los sistemas jurídicos.  Si se asume, como Dworkin 
lo hace, que los sistemas jurídicos están compuestos no solo por un 
primer nivel conformado por reglas, sino también por un segundo ni-
vel integrado por principios, entonces las excepciones a las reglas no 
pueden ser tampoco enumeradas ni siquiera en teoría21; pues, nada 
impediría que resulte añadida una nueva cláusula de excepción a una 
regla como resultado de ponderación entre el principio que le subya-
ce y un principio contrapuesto que exhibe mayor importancia en rela-
ción con el caso concreto que se presenta22.  Precisamente, esto es lo 
que sucedió en el caso Riggs vs. Palmer.

Como puede notarse, las dos objeciones presentadas refutan la 
tesis que indica que las reglas siempre resultan aplicables a la manera 
todo-o-nada.  En efecto, el hecho de que las reglas posean textura 
abierta y que, además, puedan acoger cláusulas de excepción impre-
vistas en razón de los principios, excluye la posibilidad de que estas 
siempre determinen concluyentemente la solución de los casos que 

18  Dworkin, Taking rights seriously, p. 42..
19  Hart, El concepto del derecho, p. 159 y spguientes.
20  Carrió, Notas sobre derecho y lenguaje, p. 226.
21  Alexy, Zum Begriff des Rechts prinzips, en Alexy, Recht, Vernunft, Dis-

kurs.  Studien zur Rechts philosophie, p. 71; Hart, El concepto del derecho, p. 122.
22  Alexy, Zum Begriff des Rechts prinzips, en Alexy, Recht, Vernunft, Dis-

kurs.  Studien zur Rechts philosophie, p. 71.
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caen dentro de su supuesto de hecho.  Siendo así, debe admitirse 
que este primer criterio de individualización sugerido por Dwor-
kin no logra justificar la existencia de una diferencia clasificatoria 
entre principios y reglas.  Por lo tanto, debe ser descartado.

§  4.  La “dimensión del peso” de los principios

Mucho más interesante resulta el segundo criterio de individua-
lización identificado por Dworkin.  Este supone que los principios 
exhiben una dimensión que falta en las reglas: la dimensión del peso.

Que los principios cuenten con una dimensión del peso signi-
fica que, cuando estos entran en una contradicción, quien tenga que 
resolver el problema debe considerar cuál es la importancia relativa 
de cada uno de ellos de acuerdo con las circunstancias particulares 
del caso23.  Así, por ejemplo, en Riggs vs. Palmer se presentó una 
colisión entre el principio que ordena respetar las reglas testamen-
tarias del common law y el principio que prohíbe beneficiarse del 
propio dolo o injusticia.  Para resolver el caso, el tribunal neoyorki-
no debió fundamentar que, en esa situación en concreto, el segundo 
principio gozaba de una importancia mayor con respecto al prime-
ro.  Sin embargo, esto no redundó en la invalidez del principio des-
plazado ni tampoco en el agregado de una cláusula de excepción en 
su supuesto de hecho.  Por el contrario, se entiende que este conti-
núa operando como una razón válida a tener en cuenta para la toma 
de decisiones futuras y que, incluso, puede obtener prioridad si, ante 
nuevas circunstancias, cuenta con una importancia relativa mayor.

Las reglas, contrariamente, no exhiben esta dimensión.  Cuando 
se suscita una contradicción entre dos reglas, ella debe ser soluciona-
da exclusivamente en la dimensión de la validez24, esto es, o bien 
introduciendo una cláusula de excepción o bien declarando la inva-
lidez de, por lo menos, una de ellas.  Si se introduce una cláusula 
de excepción a una de las reglas, entonces esta, si bien permanecerá 
válida, ya no resultará aplicable en aquellos casos futuros que presen-
ten las mismas propiedades relevantes25.  En cambio, si una de las 

23  Dworkin, Taking rights seriously, p. 43.
24  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 77.
25  En este sentido, Afonso da Silva comenta que el agregado de una cláusula 

de excepción es una declaración parcial de invalidez (Grundrechte und Gesetzge-
berische Spielräume, p. 46).
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reglas es declarada inválida, entonces queda directamente expulsada 
del sistema normativo.  Esto significa que la regla exceptuada o in-
validada deja de operar como una razón válida para la acción; y esto 
no solo para el caso presente, sino, además, para el resto de las situa-
ciones futuras.

§  5.  Objeciones

La idea de que los principios pueden ser distinguidos clasificato-
riamente de las reglas sobre la base del criterio de individualiza-
ción, que indica que solamente aquellos exhiben una dimensión del 
peso, también ha sido centro de dos objeciones principales.

La primera objeción ha sido detalladamente desarrollada por Jo-
seph Raz. R az sostiene que Dworkin ha puesto en escena un punto 
importante: que las contradicciones entre normas pueden resolverse 
o bien invalidando total o parcialmente a una de las normas o bien 
mediante la evaluación de su peso o importancia.  Sin embargo, se-
gún Raz, esto no está directamente relacionado con una determinada 
cualidad lógica de las normas.  La prueba de ello es que las reglas 
pueden exhibir, también, una dimensión del peso frente a situacio-
nes de contradicción normativa26.  Raz propone dos ejemplos para 
ilustrarlo. 

El primer ejemplo lo extrae del razonamiento moral.  Sugiere 
tomar, por un lado, la regla que ordena cumplir las promesas y, por el 
otro, la regla que prohíbe mentir.  Es posible imaginar una situación 
hipotética en que solamente pueda ser cumplida una promesa min-
tiendo.  Frente a tal situación, resultaría absurda una decisión que 
resolviese el conflicto mediante la invalidez de una de las reglas.  Lo 
más razonable es establecer una relación de preferencia entre ellas, 
teniendo en cuenta cuál es su importancia relativa de acuerdo con las 
circunstancias del caso27.

El segundo ejemplo lo extrae del razonamiento jurídico.  En el 
caso Riggs vs. Palmer se suscitó una contradicción entre la regla que 
dispone que todo testamento firmado por tres testigos debe ser con-
siderado válido y el principio que prohíbe beneficiarse de su propia 

26  Raz, Legal principles and the limits of law, “The Yale Law Journal”, vol. 
81, nº 5, p. 834.

27  Raz, Legal principles and the limits of law, “The Yale Law Journal”, vol. 
81, nº 5, p. 834..



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 43-72 

De Fazio, Federico, Teoría de los principios.  Avances y problemas52

injusticia.  Como bien señala Dworkin, este caso se resolvió consi-
derando la importancia relativa de las normas en concreto.  Siendo 
esto así, entonces debe concluirse que la regla referida a la validez de 
los testamentos también adquirió una dimensión del peso28.

Sin embargo, a la objeción de Raz pueden oponérsele tres con-
tra-argumentos.  En primer lugar, el hecho de que las contradiccio-
nes entre la norma que ordena cumplir las promesas y la norma que 
prohíbe mentir sean resueltas considerando sus respectivos grados 
de importancia en concreto, solamente constituye una prueba de que, 
efectivamente, exhiben una dimensión del peso.  No prueba, por sí 
solo, que se trate de reglas.  Raz comete aquí una falacia de petición 
de principio.  Desde el punto de vista de una teoría que defienda la 
tesis fuerte de la separación, es posible argumentar que la menciona-
da contradicción se resuelve en la dimensión del peso justamente 
en razón de que se trata de normas con estructura de principios y no, 
como presupone Raz, de reglas.

En segundo lugar, si bien es cierto que en el caso Riggs vs. 
Palmer se agregó una nueva cláusula de excepción a una regla tes-
tamentaria como consecuencia de un juicio de ponderación, ello no 
significa que la regla haya adoptado una dimensión del peso29.  So-
lamente puede concebirse una colisión cruzada entre un principio 
y una regla a costa de simplificar inadecuadamente la situación de 
contradicción30.  Más bien, en el caso Riggs vs. Palmer se trató de 
una colisión entre el principio subyacente a la regla, que ordena res-
petar a las reglas testamentarias del common law, y el principio que 
prohíbe beneficiarse de la propia injusticia.

Por último, el tercer argumento está relacionado con las propie-
dades estructurales de los sistemas jurídicos.  Incluso si se admi-
tiera, siguiendo a Raz, que las reglas también exhiben una dimen-
sión del peso, entonces lo único que se habría comprobado es que 
no existen normas que permitan “atrincherar” determinaciones nor-
mativas31.  De esta forma, nos veríamos obligados a admitir que los 

28  Raz, Legal Principles and the limits of law, “The Yale Law Journal”, vol. 
81, nº 5, p. 837.

29  Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts systems, 
p. 74.

30  Dworkin, Taking rights seriously, p. 99.
31  Sieckmann, “Problemas de la teoría principialista de los derechos fundamen-

tales”, en Clérico - Sieckmann - Oliver-Lalana (coords.), Derechos fundamentales, 
principios y argumentación.  Estudios sobre la teoría jurídica de Robert 
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sistemas jurídicos están compuestos exclusivamente por principios y 
que las decisiones judiciales dependen exclusivamente de los juicios 
de ponderación.  Sin embargo, esto no puede ser aceptado como una 
reconstrucción adecuada, puesto que no permite explicar la forma en 
que se adjudican la mayoría de las normas jurídicas32.  Por lo tanto, 
si se parte de que los sistemas jurídicos contienen reglas, pero que, a 
la par de ellas, existen otras normas que exhiben una dimensión del 
peso, entonces la única alternativa plausible es buscar una explica-
ción por medio de una teoría de los principios33.

La segunda objeción es diametralmente opuesta a la de Raz y ha 
sido planteada por Juan Ruiz Manero.  Este último sostiene que no es 
cierto que todos los principios exhiban necesariamente una dimen-
sión del peso, ya que existen algunos que revisten carácter de im
ponderables, es decir, que no pueden ser desplazados en favor de 
otros principios bajo ninguna circunstancia34.  Un ejemplo al respec-
to sería el principio de respeto a la dignidad humana35.  Decir que 
una “conducta justificada es contraria a la dignidad humana” parece 
ser un oxímoron36.  En verdad, continúa Ruiz Manero, el principio de 
respeto a la dignidad humana es utilizado en un meta-nivel al solo 
efecto de justificar la validez del resto de los derechos fundamenta-
les.  Es precisamente por ello que tiene carácter de imponderable; 

Alexy, p 46.  Jan Sieckmann sostiene, con razón, que la objeción de Raz conduce a la 
paradójica situación de que mientras los teóricos del principialismo terminan defen-
diendo la existencia de reglas, sus objetores se resignan a concebir el derecho como 
un modelo puro de principios y ponderación. 

32  En este sentido, señala Hart que “la vida del derecho consiste en muy gran 
medida en la orientación o guía, tanto de los funcionarios como de los particulares, 
mediante reglas determinadas que, a diferencia de la aplicación de standardsva-
riables, no exigen de aquellos una nueva valoración caso a caso” (El concepto del 
derecho, p. 168). 

33  Hart, El concepto del derecho, p. 168.
34  Ruiz Manero, “‘Rule of law’ y ponderación.  Un límite de la ponderación y 

una insuficiencia de su teoría estándar”, presentado en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires el día 12 de abril de 2016, p. 18. Documento disponible 
en formato digital en www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/2016-ruiz-mane-
ro-rule-of-law-y-ponderacion.pdf.  Consultado por última vez: 11/12/17.

35  Ruiz Manero, “‘Rule of law’ y ponderación.  Un límite de la ponderación y 
una insuficiencia de su teoría estándar”, presentado en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires el día 12 de abril de 2016, p. 20.

36  Ruiz Manero, “‘Rule of law’ y ponderación.  Un límite de la ponderación y 
una insuficiencia de su teoría estándar”, presentado en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires el día 12 de abril de 2016, p. 20..



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 43-72 

De Fazio, Federico, Teoría de los principios.  Avances y problemas54

pues, sus fundamentos son normalmente reconducidos a través de los 
derechos fundamentales que él mismo se encarga de justificar37.

Empero, a esta segunda objeción también pueden formulársele 
algunas respuestas.  En primer lugar, es cierto que el principio de 
respeto a la dignidad humana genera una impresión de imponderabi-
lidad38.  Ello, principalmente, en razón de que existe un alto grado 
de probabilidad de que este obtenga prevalencia por sobre los prin-
cipios que se le oponen en la mayoría de las circunstancias39.  No 
obstante, de ello no se deduce que carezca de una dimensión del 
peso.  Un ejemplo ilustrativo al respecto se extrae de la jurispruden-
cia del Tribunal Federal Constitucional alemán.  En el año 1978, se 
presentó un caso cuya pregunta normativa era si la dignidad humana 
resulta vulnerada, incluso cuando se obliga por la fuerza a un acusa-
do de un delito penal (que se había dejado crecer el cabello y la bar-
ba desde su reclusión) a alterar su aspecto externo para adecuarlo al 
que tenía al tiempo de los hechos y así hacer posible su identificación 
por parte de los testigos40.  El Tribunal consideró que en dicho caso 
no se configuraba una vulneración del derecho a la dignidad huma-
na.  Ello, en primer lugar, porque la alteración de la imagen no impli-
caba una afectación grave al derecho a la dignidad humana; pues, no 
tenía el propósito de “humillar” al acusado “ni perseguía algún otro 
objetivo reprobado por el sistema jurídico”41.  En segundo lugar, por-
que el fin de esclarecer los delitos penales es lo suficientemente im-
portante como para justificar su restricción, ya que “representa un 
interés prioritario de la comunidad”42.  Si se considera que una reso-
lución semejante está justificada, entonces no queda otra alternativa 
que admitir que la norma que prescribe la protección de la dignidad 
humana puede participar en los juicios de ponderación y, por tanto, 
exhibe una dimensión del peso.

Como segunda respuesta a la segunda objeción, aun si se admi-
tiera que el principio de respeto a la dignidad humana se encuentra 

37  Ruiz Manero, “‘Rule of law’ y ponderación.  Un límite de la ponderación y 
una insuficiencia de su teoría estándar”, presentado en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires el día 12 de abril de 2016, p. 24.

38  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 94. 
39  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 94. .
40  Alexy, La dignidad humana y el juicio de proporcionalidad, “Anuario 

Parlamento y Constitución”, nº 16, Toledo, Universidad Castilla-La Mancha, p. 12.
41  BverfGE 47, 239 (247).
42  BverfGE 47, 239 (247).
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en un meta-nivel y que solamente tiene por función justificar al resto 
de los derechos fundamentales (los cuales sí pueden participar de la 
ponderación), entonces bien podría argumentarse que, en los hechos, 
el principio de respeto a la dignidad humana exhibe una dimensión 
del peso de tipo indirecta43.  Pues, no excluye la posibilidad de que 
un derecho fundamental por él justificado pueda resultar despla-
zado o restringido en favor de alguna razón de utilidad o bienestar 
colectivo.

La neutralización de las objeciones y contra-ejemplos formuladas 
tanto por Raz como por Ruiz Manero pone en evidencia que este se-
gundo criterio de individualización sugerido por Dworkin, relacio-
nado con la dimensión del peso de los principios, resiste a sus diver-
sos intentos de refutación.  De esta manera, representa un punto de 
partida fructífero para fundamentar la tesis fuerte de la separación, 
es decir, aquella que sostiene que la diferencia entre principios y re-
glas es clasificatoria o de clase.

C) E l concepto de los principios

Hasta el momento se ha procurado poner de manifiesto que 
existe, por lo menos, un criterio de individualización que permi-
te trazar una distinción clasificatoria entre principios y reglas.  No 
obstante, con ello no puede considerarse agotado el ámbito de la dis-
cusión, pues aún restaría que la teoría de los principios brinde una 
explicación plausible acerca de por qué los principios exhiben una di-
mensión del peso.  Este interrogante conduce directamente al pro-
blema de la definición conceptual de los principios.  Por ello, en lo 
que sigue se efectuará una reconstrucción del estado del arte sobre el 
tema.  En este sentido, se tomará como punto de partida a la teoría 
de los mandatos de optimización de Robert Alexy y, posteriormen-
te, se considerarán las teorías alternativas del supuesto de hecho 
abierto propuesta por Manuel Atienza y Juan Ruiz Manero y de los 
argumentos normativos defendida por Jan Sieckmann.

43  Un argumento similar es presentado por Zuleta, “Comentario al artícu-
lo Rule of law y ponderación.  Un límite de la ponderación y una insuficiencia de 
su teoría estándar de Juan Ruiz Manero”, presentado en la Facultad de Derecho 
de la Universidad de Buenos Aires el día 12 de abril de 2016.  Documento dispo-
nible en formato digital en www.derecho.uba.ar/institucional/deinteres/2016-zuleta.
pdf.  Consultado por última vez: 11/12/17.
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§  6.  La teoría de Robert Alexy

De acuerdo con Alexy, la distinción clasificatoria entre princi-
pios y reglas se explica conceptualmente en razón del diferente tipo 
de mandato que prescriben.  Así, los principios exhiben una dimen-
sión del peso porque son mandatos de optimización44.  Esto quie-
re decir que son normas que ordenan que algo sea cumplido en la 
mayor medida posible, de acuerdo con sus posibilidades fácticas y ju-
rídicas45.  Por lo tanto, se caracterizan porque pueden ser cumplidos 
en diferentes grados y porque la medida exacta de su cumplimien-
to depende de cuáles sean las circunstancias empíricas y normativas 
efectivamente existentes46.  El ámbito de las posibilidades jurídicas 
está determinado, fundamentalmente, por los principios que exigen 
una solución en contrario.

En cambio, las reglas carecen de una dimensión del peso por-
que son mandatos definitivos o exactos47.  Esto quiere decir que 
son normas que ordenan que algo sea cumplido en la medida exacta 
en que ellas lo exigen, ni en más ni en menos48.  Por ende, se carac-
terizan porque no pueden ser cumplidas en diferentes grados, sino o 
bien cumplidas o bien incumplidas y ello, precisamente, en razón de 
que cuentan con determinaciones en el ámbito de sus posibilidades 
fácticas y jurídicas49.

Un primer interrogante que se plantea es si esta definición de 
los principios propuesta por Alexy es compatible con la teoría gene-
ral de las normas.  Por ejemplo, Jürgen Habermas ha objetado que 
entender a los principios como mandatos de optimización condu-
ce a asimilarlos con los valores, los cuales se diferencian lógicamente 
de las normas50.  Así, las normas tienen un sentido deontológico, es 
decir, califican algo como debido u obligatorio.  En cambio, los valo-
res tienen un sentido teleológico, esto es, califican algo como bueno 
o preferible.  Además, las normas tienen una pretensión binaria de 

44  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 75.
45  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 75.
46  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 76.
47  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 76.
48  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 76.
49  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 76v
50  Habermas, Facticidad y validez.  Sobre el derecho y el Estado democrá-

tico de derecho en término de teoría del discurso, p. 329.
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validez; obligan o no obligan.  Mientras que los valores pueden ser 
cumplidos en diferentes grados.  Asimismo, la validez deontológi-
ca de las normas tiene el sentido absoluto de un deber incondicional 
y universal.  Los valores, por su parte, son preferencias relativas a 
una determinada forma de vida.  Por último, las normas no pueden 
contradecirse entre sí.  Mientras que los valores sí admiten contra-
dicciones y, de hecho, compiten por obtener de preferencia51.  Si los 
principios, tal como son entendidos por Alexy, son entidades capaces 
de ser cumplidos en diferentes grados, relativos a determinadas con-
diciones y que pugnan entre sí por lograr una relación de precedencia 
condicionada, entonces debe concluirse que sufren una “pérdida de 
su carácter deontológico”52.

Sin embargo, Alexy ha formulado una respuesta convincente a 
esta objeción por medio de las siguientes precisiones.  Es cierto que 
las normas y los valores se diferencian conceptualmente53.  Las nor-
mas, pertenecen al ámbito de los conceptos deontológicos, como el 
mandato, la prohibición o el permiso.  Común a todos ellos es que 
pueden reducirse a un concepto deontológico fundamental: el de de-
ber ser.  Los valores, en cambio, pertenecen al ámbito de los concep-
tos axiológicos54.  Los conceptos axiológicos no se refieren al con-
cepto deontológico fundamental del deber ser, sino al concepto de lo 
bueno.  Ahora bien, los principios han sido definidos como manda-
tos de optimización.  En cuanto mandatos, pertenecen al ámbito 
de los conceptos deontológicos, es decir, establecen algo como debi-
do.  De ello se sigue que se trata de normas y no valores55.

Por otra parte, a diferencia de lo que cree Habermas, las normas 
y los valores no se diferencian en lo que refiere a su estructura.  Así, 
un objeto puede ser valorado según diferentes criterios.  Por ejem-
plo, un automóvil puede ser valorado según criterios de velocidad, se-
guridad, comodidad, precio, belleza, entre otros.  Estos criterios de 
valoración pueden entrar en colisión entre sí, de manera que se torna 
necesaria una ponderación con la finalidad de establecer una valora-

51  Habermas, Facticidad y validez.  Sobre el derecho y el Estado democrá-
tico de derecho en término de teoría del discurso, p. 328.

52  Habermas, Facticidad y validez.  Sobre el derecho y el Estado democrá-
tico de derecho en término de teoría del discurso, p. 328.

53  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 125 y siguientes.
54  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 125 y siguientes.
55  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 127.
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ción definitiva56.  Esto pone de manifiesto que los criterios de va-
loración se compadecen estructuralmente con los principios y el es-
tablecimiento de una valoración definitiva con las reglas.  Pero tal 
semejanza estructural no supone su asimilación conceptual.  Los 
valores continúan teniendo un carácter axiológico y las normas un 
carácter deontológico.  Así, lo que en el modelo de los valores es lo 
mejor prima facie, en el modelo de las normas es lo debido prima 
facie; y lo que en el modelo de los valores es lo definitivamente mejor, 
en el modelo de las normas es lo debido definitivamente57.  Esto per-
mite mostrar que Habermas comete un error al equiparar el concepto 
de norma con la composición estructural de las reglas58.

No obstante, aun asumiendo que el concepto de los mandatos de 
optimización resulta coherente con la teoría general de las normas, 
esto no permite concluir nada con respecto a cómo deben ser repre-
sentados conceptualmente los principios.  Pues, es posible hallar 
otros autores que, pese a adherir a la tesis fuerte de la separación, 
rechazan que la noción mandato de optimización sea útil para ex-
plicar en qué consiste la dimensión del peso de los principios.  Es 
precisamente en este sentido que se dirigen las objeciones (y teorías 
alternativas) formuladas por Manuel Atienza y Juan Ruiz Manero, y 
Jan Sieckmann, respectivamente.  En lo que sigue serán presentadas 
por separado.

§  7.  La teoría de Manuel Atienza y Juan Ruiz Manero

Como se advirtió recientemente, Atienza y Ruiz Manero adhieren 
a la tesis de la distinción fuerte o clasificatoria entre principios y 
reglas.  Empero, rechazan la definición de los principios como man-
datos de optimización por considerarla o bien incompleta o bien dis-
torsiva59.  De acuerdo con ellos, no es necesariamente verdadero que 
todos los principios resulten gradualmente cumplibles; pues, existen 
ejemplos de principios que establecen consecuencias jurídicas defini-

56  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 133.
57  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 133.
58  Arango, “Concepciones deontológicas y teleológicas de los derechos funda-

mentales”, en Clérico - Sieckmann - Oliver-Lalana (coords.), Derechos fundamenta-
les, principios y argumentación.  Estudios sobre la teoría jurídica de Robert 
Alexy, p. 73 a 90.

59  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 34.
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tivas o exactas, es decir, que solamente pueden ser o bien cumplidos 
o bien incumplidos60.

Así, los principios deben ser diferenciados entre directrices y 
principios en sentido estricto61.  Las primeras son normas que co-
rrelacionan un supuesto de hecho abierto con una solución jurídica 
también abierta, esto es, la consecución de un estado de cosas u ob-
jetivo pasible de ser cumplido en diferentes grados62.  Un ejemplo de 
una directriz se deriva del art. 51.1. de la Constitución española que 
dispone: “Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consu-
midores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, 
la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mis-
mos”.  En cambio, los principios en sentido estricto son normas 
que correlacionan un supuesto de hecho abierto con una solución 
jurídica cerrada, es decir, que califican deónticamente a una acción 
cierta o determinada63.  Un ejemplo al respecto surge del art. 14 de 
la Constitución española que prescribe: “Los españoles son iguales 
ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón 
de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición 
o circunstancias personal o social”. 

De acuerdo con Atienza y Ruiz Manero, de esta última disposición 
puede extraerse la siguiente norma como parte de su significado: “Si 
(condición de aplicación) un órgano jurídico usa sus poderes normati-
vos (esto es, dicta una norma para regular un caso genérico o la apli-
ca para resolver un caso individual) y respecto del caso individual o 
genérico de que se trate no concurre otro principio que, en relación 
con el mismo, tenga un mayor peso, entonces (solución normativa) a 
ese órgano le está prohibido discriminar basándose en razones de na-
cimiento, raza, sexo, opinión o cualquier otra condición o circunstan-
cias personal o social”64.  De esta reconstrucción se sigue que, con 
independencia de que el supuesto de hecho de la norma que prohí-

60  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 32.

61  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 31.

62  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 33.

63  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 32.

64  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 32.
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be discriminar resulte abierto y requiera un juicio de ponderación, su 
consecuencia jurídica es de cumplimiento definitivo o exacto, puesto 
que “o se cumple o no se cumple [sin que quepan] modalidades gra-
duables de cumplimiento”65.

Si lo anterior es correcto, entonces la distinción clasificatoria 
entre principios y reglas no puede ser explicada estructuralmente 
sobre la base del tipo de mandato que establecen, sino en virtud de 
alguna otra característica.  Para Atienza y Ruiz Manero esta expli-
cación puede ser hallada en el ámbito de sus respectivos supuestos 
de hecho66.  Así, la razón por la que los principios exhiben una di-
mensión del peso radica en que se trata de normas que correlacio-
nan un supuesto de hecho abierto con una solución jurídica (que 
puede ser tanto abierta como cerrada)67.  Un supuesto de hecho es 
abierto cuando las propiedades relevantes que lo conforman no están 
ni siquiera genéricamente determinadas.  Esto es lo mismo que de-
cir que son normas categóricas68, en el sentido de que su supuesto 
de hecho solamente está compuesto por aquella “condición de aplica-
ción que es la condición que tiene que cumplirse para que exista una 
oportunidad de hacer aquello que constituye su contenido y ninguna 
otra condición”69.  En cambio, las reglas carecen de esa dimensión 
en virtud de que correlacionan un supuesto de hecho cerrado con 
una solución jurídica (que también puede ser tanto abierta como ce-
rrada).  Un supuesto de hecho es cerrado cuando su condición de 
aplicación está constituida por propiedades relevantes que son “inde-
pendientes de las razones que operan en favor o en contra de dicha 

65  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 33.

66  En este sentido, la estrategia de Atienza y Ruiz Manero consiste en debilitar 
el antecedente de la norma representada a través de un condiciona (Alonso, La es-
tructura lógica de los principios de Robert Alexy: Un análisis crítico, “Ideas y 
Derecho”, nº 10, p. 138).

67  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 31.

68  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 31.

69  Von Wright, Norma y acción.  Una investigación lógica, p. 91.  La nor-
ma que ordena cerrar la puerta es categórica porque sus condiciones de aplicación 
(que haya una puerta, que esté abierta, etc.) se infieren directamente del contenido 
de la norma. En cambio, la norma que ordena cerrar la puerta, si es que llueve es 
hipotética, ya que prevé una condición adicional que no se infiere de su contenido 
(que llueva).
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solución normativa”70.  Esto significa que se trata normas hipotéti-
cas, puesto que su supuesto de hecho no solo está conformado por 
aquella condición que tiene que cumplirse para que exista una opor-
tunidad de hacer aquello que constituye su contenido, sino además 
por otras condiciones adicionales que no se infieren directamente de 
este71.

Sin embargo, es dudoso que la diferencia clasificatoria entre 
principios y reglas pueda ser explicada estructuralmente sobre la 
base de los supuestos de hecho de las normas.  Ello, principalmen-
te, porque no existe una conexión necesaria entre las normas ca-
tegóricas y la dimensión del peso.  Es sencillo hallar ejemplos de 
normas que son categóricas y, a la vez, reglas, esto es, normas que 
están excluidas de los juicios de ponderación.  Un primer ejemplo 
puede obtenerse del art. 15 (segunda parte) de la Constitución es-
pañola, que prescribe: “Queda abolida la pena de muerte [...]”72.  Un 
segundo ejemplo se encuentra en el art. 1 de la Convención Inter-
nacional para la Protección de todas las Personas contra la Desa-
pariciones Forzadas, que dice: “Nadie será sometido a una desapari- 
ción forzada”. 

Por otro lado, Atienza y Ruiz Manero no alcanzan probar que 
los principios en sentido estricto sean normas definitivas o exac-
tas, esto es, que solamente pueden ser o bien cumplidas o bien in-
cumplidas.  Pues, si bien es cierto que la norma que reconstruyen a 
partir del art. 14 de la Constitución española exige un cumplimiento 
definitivo o exacto, ello es solo como consecuencia de la cláusula de 
excepción no escrita y agregada por ellos que dispone: “[...] y en re-
lación con el caso individual o genérico de que se trate no concurre 
otro principio que, en relación con el mismo, tenga un mayor peso 
[...]”.  Sin embargo, la pregunta decisiva acerca de si el art. 14, sin 
el agregado de esa cláusula, estatuye o no un principio permanece 
sin respuesta alguna73.  Siempre que a un principio se le agregue esa 
cláusula, el mismo contendrá una consecuencia normativa definiti-

70  Atienza - Ruiz Manero, Las piezas del derecho.  Teoría de los enuncia-
dos jurídicos, p. 32.

71  Von Wright, Norma y acción.  Una investigación lógica, p. 91.
72  Este primer ejemplo es tomado de Lopera Mesa, Los derechos fundamen-

tales como mandatos de optimización, “Doxa: cuadernos de filosofía del dere-
cho”, nº 27, p. 232.

73  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 121.
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va o exacta74.  Pero esto resulta trivial75, ya que su alcance debe ser 
previamente relativizado por medio de un juicio de ponderación.

Por último, tampoco parece correcta la afirmación que indi-
ca que todos los principios en sentido estricto poseen necesaria-
mente una consecuencia jurídica cerrada, en el sentido de calificar 
deónticamente a una acción cierta o determinada.  Esto se pone es-
pecialmente en evidencia cuando se analizan normas que prescriben 
la realización de derechos fundamentales de prestación.  Los dere-
chos de prestación pueden exhibir tanto un objeto determinado como 
disyuntivo76.  Exhiben un objeto determinado cuando el grado de su 
cumplimiento debido solamente puede ser alcanzado por medio de 
una única acción positiva idónea.  Esto sucede, por ejemplo, cuando 
el derecho fundamental a la salud solamente puede ser garantizado 
a través del otorgamiento de un único medicamento técnicamente 
adecuado77.  En cambio, exhiben un objeto disyuntivo cuando el gra-
do de su cumplimiento debido puede ser alcanzado alternativamente 
por más de una acción positiva idónea.  Tal es el caso de cuando el 
derecho a la vivienda digna puede ser garantizado o bien con la en-
trega de un inmueble en propiedad o bien con el pago de un alqui-
ler o bien con el desembolso de un subsidio habitacional78.  Si esto 
es así, entonces los denominados principios en sentido estricto sí 
pueden prescribir el cumplimiento de ciertos estados de cosas sin que 
ello traiga aparejado, necesariamente, la ejecución de acciones ciertas 
o determinadas.

§  8.  La teoría de Jan Sieckmann

Jan Sieckmann representa otro autor que, por un lado, acepta la 
tesis fuerte o clasificatoria entre principios y reglas, pero, por el 

74  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 122.

75  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 122.

76  Alexy, Theorie der Grundrechte, p. 420; Clérico, “Proporcionalidad, pro-
hibición de insuficiencia y la tesis de la alternatividad”, en Beade - Clérico (eds.), 
Desafíos a la ponderación, p. 395.

77  De Fazio, El concepto estricto de los derechos sociales fundamentales, 
“Revista Derecho del Estado”, nº 41, p. 182 y siguientes.

78  De Fazio, El concepto estricto de los derechos sociales fundamentales, 
“Revista Derecho del Estado”, nº 41, p. 182 y siguientes.
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otro, objeta la noción de mandatos de optimización.  Aunque lo 
hace sobre la base de razones diferentes.  De acuerdo con Sieckmann, 
el concepto de los mandatos de optimización no puede explicar la 
dimensión del peso de los principios, puesto que solo representa 
una regla de segundo nivel79.  Un mandato de optimización, como 
tal, no admite un cumplimiento gradual, sino definitivo o exacto: o 
bien se cumple en un grado óptimo o bien se lo incumple80.  Por lo 
tanto, no puede colidir con otros mandatos de optimización ni puede 
ser susceptible de ponderación alguna81.

Alexy ha reconocido que esta objeción es acertada.  Pero consi-
dera que, si se hacen algunas precisiones, la noción de los principios 
basada en la tesis de la optimización puede ser preservada82.  En 
este sentido, indica que es necesario diferenciar entre los mandatos 
a optimizar y los mandatos de optimización83.  Los primeros son 
los objetos de la ponderación y, como tales, prescriben un deber ideal, 
en el sentido de que aún no han sido relativizados en lo que refiere al 
ámbito de sus posibilidades fácticas y jurídicas84.  Por el contrario, 
los mandatos de optimización son, efectivamente, reglas de segun-
do nivel que ordenan que sus objetos, los mandatos a ser optimiza-
dos, sean cumplidos en la mayor medida posible.  Los principios, en 
tanto objeto de la ponderación, no son entonces mandatos de opti-
mización sino mandatos a optimizar85.

No obstante, esta nueva distinción propuesta por Alexy agrava 
los problemas, en lugar de resolverlos; pues, no brinda ninguna ex-
plicación acerca de por qué es necesario que los objetos de la pon-

79  Aarnio, “Las reglas en serio”, en Aarnio - Garzón Valdés - Vusitalo (comps.), 
La normatividad del derecho, p. 27; Sieckmann, Regel modelle und Prinzipie 
modelle des Rechts systems, p. 65.

80  Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts systems, 
p. 65.

81  Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts systems, 
p. 65.

82  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 108.

83  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 108.		

84  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 108.

85  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 109.
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deración exhiban la estructura de mandatos.  En principio, nada 
impide que puedan participar de la ponderación normas con la es-
tructura de permisiones, prohibiciones e incluso normas secundarias 
que atribuyen competencias86.  Si esto es así, entonces se derrumba 
la idea que indica que la diferencia de clase entre principios y reglas 
puede ser explicada en razón del tipo de mandato que respectiva-
mente prescriben87.

Es precisamente como consecuencia de estos problemas que 
Sieckmann propone un concepto alternativo.  Así, de acuerdo con él, 
la razón por la cual los principios exhiben una dimensión del peso 
radica en que se trata de normas que son utilizadas como argumen-
tos normativos, es decir, como demandas o pretensiones a favor de 
que una determinada norma sea aceptada como definitivamente vá-
lida.  Toda vez que los argumentos normativos solamente son uti-
lizados para demandar la validez definitiva de algo, pueden colidir 
entre sí y resultan susceptibles de ponderación88.  Así, por ejemplo, 
ante el supuesto de una opinión insultante, el principio de libertad 
de expresión demanda que el insulto deba ser definitivamente per-
mitido, mientras que el principio de protección del honor demanda 
que deba ser definitivamente prohibido89.  En cambio, las reglas ca-
recen de esa dimensión porque son normas que son utilizadas en el 
marco de aserciones normativas, esto es, como proposiciones que 
expresan la validez definitiva de una norma como resultado de un 
juicio de ponderación.

Es precisamente, en virtud de este carácter proposicional que 
dos reglas contradictorias no pueden ser válidas simultáneamen- 
te, pues no tiene sentido afirmar que las opiniones insultantes 
deben ser, al mismo tiempo, definitivamente permitidas y pro- 
hibidas90.

86  Esto, finalmente, es reconocido por el propio Alexy en un escrito poste-
rior.  Véase “Deber ideal”, en Alexy, La construcción de los derechos fundamen-
tales, p. 40 a 68.

87  Sieckmann, Regel modelle und Prinzipien modelle des Rechts systems, 
p. 67, y La teoría del derecho de Robert Alexy.  Análisis y crítica, p. 181.

88  Sieckmann, Zur Abwägungsfähigkeit von Prinzipien, “ARSP”, Beiheft 53, 
p. 205 a 213.

89  Sieckmann, The logic of autonomy.  Law, morality and autonomous 
reasoning, p. 45.

90  Sieckmann, The logic of autonomy.  Law, morality and autonomous 
reasoning, p. 45.
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Si esto es así, entonces los principios entendidos como argu-
mentos normativos pueden ser, en un primer vistazo, representados 
estructuralmente como mandatos de validez definitiva: 

(1) O VALdefN

En donde “O” representa al operador deóntico del mandato o 
la obligación y “VALdef” predica la validez definitiva de una nor-
ma “N”.

Sin embargo, esta primera representación no es del todo precisa, 
ya que no aclara nada con respecto a si (1) es un principio que forma 
parte del significado de un argumento normativo o si, más bien, es 
una regla o norma definitiva que forma parte del significado de una 
aserción normativa91.  En este sentido, se trata de un enunciado 
ambiguo.  Por ello, el punto decisivo para diferenciar los argumen-
tos normativos de las normas definitivamente válidas se encuentra 
en que los primeros tienen la estructura de mandatos de validez 
reiterados92.  De acuerdo con esta idea, un argumento normativo 
que se usa como razón para un juicio de ponderación consiste en una 
estructura infinita o ilimitada de mandatos de validez definitiva, don-
de la validez de cada uno de ellos viene exigida por un mandato de 
validez definitiva de nivel superior93.  Por tanto, su estructura debe 
ser representada del siguiente modo:

(2) O VALdef O VALdef N

(3) O VALdef O VALdef O VALdef N

Y así sucesivamente. 
De un modo más resumido, la reiteración infinita de mandatos 

de validez puede ser simbolizada así:

(4) ... O VALdef N

91  Sieckmann, El modelo de los principios del derecho, p. 86.
92  Sieckmann, El modelo de los principios del derecho, p. 87.
93  Sieckmann, La teoría del derecho de Robert Alexy.  Análisis y crítica, 

p. 191.
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Ahora bien, tampoco la teoría de los argumentos normativos 
se encuentra exenta de críticas.  Una primera objeción ha sido plan-
teada por Robert Alexy.  Este coincide con Sieckmann en que la re-
presentación estructural de los argumentos normativos no puede 
comenzar con el operador deóntico del mandato “O” ni con el predi-
cado de su validez definitiva”.  Así, por un lado, si comenzara con el 
operador “O”, entonces no se trataría de nada diferente de una nor-
ma en su puro sentido semántico, es decir, sin ninguna referencia con 
respecto a su validez94.  Esto, no permitiría dar cuenta de su norma-
tividad95.  Pero, por el otro lado, tampoco podría comenzar con el 
predicado de su validez definitiva “VALdef”, porque en ese caso se 
convertiría en una norma definitiva o regla.  La salida propuesta por 
Sieckmann es una oscilación entre “O” y “VALdef” que se reitera infini-
tamente.  Sin embargo, sostiene Alexy, esto no representa una acla-
ración positiva acerca de qué son los principios.  Solamente nos dice 
algo que ya se sabía: que los principios no son normas en sentido pu-
ramente semántico ni normas con validez definitiva96.  Sieckmann ha 
dado una respuesta a esta objeción.  Aduce que Alexy se vale de un 
argumento del hombre de paja97, ya que reemplaza una concepción que 
entiende a los argumentos normativos como requerimientos que po- 
seen una estructura infinita de mandatos de validez por otra con-
cepción que los concibe como una “oscilación” entre dos estructu-
ras finitas98.  Pero esto constituye una interpretación falaz, ya que 
a partir de dos de estructuras finitas no puede deducirse una estruc-
tura infinita99.

Una segunda objeción que puede hacerse en contra de la teoría 
de los argumentos normativos es que su estructura como manda-
tos de validez reiterados conduce a un interminable regreso al in-
finito.  Esto es, sin dudas, cierto.  Sin embargo, de acuerdo con 

94  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 114.

95  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 116.

96  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 
p. 117.

97  Sieckmann, La teoría del derecho de Robert Alexy.  Análisis y crítica, 
p. 194.

98  Sieckmann, La teoría del derecho de Robert Alexy.  Análisis y crítica, 
p. 194.

99  Sieckmann, La teoría del derecho de Robert Alexy.  Análisis y crítica, 
p. 194.
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Sieckmann, no representa un problema, puesto que la función argu-
mentativa de los argumentos normativos es justamente en este as-
pecto distinta de las aserciones normativas.  Estas últimas preten-
den expresar lo que es el resultado de una argumentación y, con ello, 
concluir a primera vista con toda ulterior fundamentación100.  Por 
el contrario, los argumentos normativos buscan o bien abrir o bien 
continuar la argumentación.  Quien ofrece un argumento normati-
vo está dispuesto a considerar preguntas y contra-argumentos.  Con 
todo, la extensión de la cadena de argumentos puede contar con lí-
mites pragmáticos, ya que las propias reglas del discurso racional 
establecen cargas de la argumentación101.  Así, por ejemplo, un pro-
ponente solamente está obligado a ofrecer nuevos argumentos nor-
mativos en caso de que existan objeciones o refutaciones102.

Una tercera objeción se relaciona con la idea de que solamen-
te las reglas o normas definitivamente válidas pueden ser repre-
sentados por medio de proposiciones normativas, mientras que los 
principios o argumentos normativos tiene un “carácter no propo-
sicional”103.  Esto es cierto siempre y cuando se entienda a las pro-
posiciones normativas como enunciados descriptivos de normas de-
finitivamente válidas, las cuales pueden o bien guiar directamente la 
acción o bien integrar la premisa normativa mayor de un silogismo ju-
rídico.  Sin embargo, no queda claro por qué deberíamos asumir un 
concepto tan estricto de las proposiciones normativas104, pues, si se 
las concibe de este modo, entonces no puede explicarse una parte del 
trabajo de la dogmática jurídica consistente en describir cuáles son 
los principios válidos dentro de un determinado sistema normativo y 
que deben ser tomados en cuenta por los jueces como argumentos 
normativos a favor o en contra de una determinada decisión jurídi-
ca.  En estos contextos, los juristas parecen hacer uso de la función 
descriptiva del lenguaje y no de su función argumentativa.  Si esto 
es así, entonces formulan proposiciones normativas, aunque en rela-
ción con normas que no son definitivamente válidas.  Quizás, una 
salida posible sea diferenciar entre dos clases de proposiciones nor-

100  Sieckmann, El modelo de los principios del derecho, p. 96.
101  Sieckmann, El modelo de los principios del derecho, p. 97. 
102  Alexy, Theorie der juristischen Argumentation.  Die theorie der rati-

onales Diskurses als Theorie der juristischen Begründung, p. 244.
103  Sieckmann, El modelo de los principios del derecho, p. 85.
104  Alexy, Tres escritos sobre los derechos fundamentales y los principios, 

p. 113.
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mativas.  Por un lado, aquellas que refieren a la validez de principios 
o argumentos normativos, es decir, al carácter vinculante de las ra-
zones que deben ser tenidas en cuenta en los juicios de ponderación 
y, por el otro, aquellas que refieren a la validez definitiva de normas, 
es decir, a las razones dirigidas directamente para la acción o la toma 
de decisiones jurídicas.

D) C onclusiones

Este trabajo tuvo el propósito de reconstruir un estado del arte 
acerca de la teoría de los principios, entendida como una teoría 
analítica destinada a explicar las propiedades estructurales de esta 
clase de las normas.  Dicha reconstrucción ha permitido corroborar 
dos hipótesis.

La primera hipótesis indica que la tesis de la diferencia clasifi-
catoria, y no meramente gradual, entre principios y reglas se encuen-
tra justificada.  Esta distinción de clase puede ser fundamentada 
sobre la base del criterio de individualización que indica que los 
principios exhiben una dimensión que falta en las reglas: la dimen-
sión del peso.  Que los principios cuenten con una dimensión del 
peso significa que, cuando estos entran en una contradicción, quien 
tenga que resolver el problema debe considerar cuál es la importancia 
relativa de cada uno de ellos de acuerdo con las circunstancias par-
ticulares del caso.  Pero, esto no implica que deba declararse inváli-
do al principio que resulta desplazado ni que haya que introducírsele 
una nueva cláusula de excepción.  Por el contrario, se entiende que 
este continúa operando como una razón válida a tener en cuenta para 
la toma de decisiones futuras y que, incluso, puede obtener prioridad 
si, ante nuevas circunstancias, cuenta con una importancia relativa 
mayor.  Las reglas, en cambio, no exhiben esta dimensión.  Las con-
tradicciones entre reglas se dirimen exclusivamente en la dimensión 
de la validez.  Esto significa que solamente pueden ser soluciona-
das o bien introduciendo una cláusula de excepción o bien declarando 
la invalidez de, por lo menos, una de ellas.  De esto se deriva que la 
regla exceptuada o invalidada deja de operar como una razón váli-
da para la acción; y esto no solo para el caso presente, sino, además, 
para el resto de las situaciones futuras.

La segunda hipótesis afirma que, sin perjuicio de lo antedicho, 
aún persiste abierta la pregunta de investigación referida a cómo 
deben ser representados conceptualmente los principios.  En este 
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sentido, se han analizado tres definiciones alternativas.  La prime-
ra definición examinada es aquella defendida por Alexy, quien en-
tiende a los principios como mandatos de optimización.  Empe-
ro, se ha puesto de relieve que los mandatos de optimización no 
permiten explicar la dimensión del peso de los principios, ya que 
tienen la estructura de reglas de segundo nivel.  Alexy ha intenta-
do dar respuesta a esta objeción distinguiendo entre mandatos de 
optimización y mandatos u objetos a ser optimizados, sindicando 
a los segundos, exclusivamente, como principios.  Pero esta distin-
ción agrava los problemas, ya que no es necesariamente cierto que 
los objetos a ser optimizados deban poseer la estructura de manda-
tos.  La segunda definición analizada es aquella ofrecida por Atien-
za y Ruiz Manero.  De acuerdo con ellos, los principios son normas 
que correlacionan un supuesto de hecho abierto con una solución 
jurídica.  Esto es lo mismo que decir que se trata de normas cate-
góricas.  No obstante, se ha demostrado que no existe una relación 
necesaria entre las normas categóricas y la dimensión del peso, 
toda vez que es posible hallar ejemplos de normas categóricas que 
exhiben la estructura de reglas y que son aplicadas por medio de un 
razonamiento subsuntivo.  La última definición presentada es la pro-
puesta por Sieckmann, quien define a los principios como argumen-
tos normativos con estructura de mandatos de validez reiterados 
y un carácter no-proposicional.  Esta teoría parece ser la que mejor 
enfrenta a las críticas.  No obstante, aún no es del todo claro por qué 
las proposiciones normativas deben ser entendidas en un sentido tan 
estricto, que solamente las circunscriba a aserciones descriptivas de 
la validez definitiva de normas.  Esto no parece ser reconstructivo 
de una parte del trabajo de la dogmática jurídica consistente en des- 
cribir cuáles son los principios válidos dentro de un determinado 
sistema normativo.
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Resumen.  La Corte Suprema de Justicia de la Nación des-
tacó, en los fallos de la última década, que el derecho a un am-
biente equilibrado y sano constituye la condición de posibilidad 
para el desarrollo de la persona.  En este sentido, también se-
ñaló que un ambiente de tales características es imprescindible 
para el goce de otros derechos esenciales, tales como el derecho 
al trabajo, a la salud y a la vida.

Situados en estos fallos, el propósito de este trabajo es de-
mostrar, en primer lugar, cómo la CSJN fundamenta en la dig-
nidad el deber del Estado de garantizar un estándar mínimo 
de condiciones ambientales.  En segundo lugar, buscaremos 
dar cuenta de que la posición de los jueces acerca de la tutela 
del ambiente, se enmarca dentro de una concepción filosófi-
ca según la cual el hombre debe tener un compromiso serio 
con el cuidado de la tierra, alentar prácticas sostenibles en el 
uso de los recursos y reconocer el valor intrínseco de la natu- 
raleza.
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FUNDAMENTAL RIGHTS, DIGNITY 
AND ENVIRONMENTAL PHILOSOPHY 

IN THE PRECEDENTS OF THE SUPREME COURT 
OF JUSTICE OF THE NATION

Abstract.  The Supreme Court of Justice of the Nation hi-
ghlighted, in the precedents of the last decade, that the right to 
a balanced and healthy environment constitutes the condition 
of possibility for the personal development.  In this sense, the 
Court also stressed that an environment of such characteristics 
is necessary for the enjoyment of other essential rights, such as 
the right to work, health and life.

In this context, the first goal of this paper is to demonstrate 
how the Court bases on dignity the duty of the State to guaran-
tee a minimum standard of environmental conditions.  The se-
cond goal is to show that the position of the judges regarding the 
protection of the environment belongs to a philosophical con-
ception according to which the man must have a serious com-
mitment to care for the earth, encourage sustainable practices 
in the use of resources and also recognize the intrinsic value of 
nature.

Keywords: environmental law, dignity, environmental ethics, 
sustainability.

DIREITOS FUNDAMENTAIS, DIGNIDADE 
E FILOSOFIA AMBIENTAL NA JURISPRUDÊNCIA 
DO SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTIÇA DA NAÇÃO

Resumo.  O Supremo Tribunal de Justiça da Nação des-
tacou, nas decisões da última década, que o direito a um meio 
ambiente equilibrado e saudável constitui a condição de possi-
bilidade para o desenvolvimento da pessoa.  A esse respeito, 
ele também apontou que um ambiente com tais características é 
necessário para o desfrute de outros direitos essenciais, como o 
direito ao trabalho, à saúde e à vida.

Nesse contexto, o objetivo deste trabalho é demonstrar, em 
primeiro lugar, como a CSJN baseia na dignidade o dever do Es-
tado de garantir um padrão mínimo de condições ambientais. 
Em segundo lugar, buscaremos explicar que a posição dos juízes 
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em relação à proteção do meio ambiente está enquadrada dentro 
de uma concepção filosófica segundo a qual o homem deve ter 
um sério compromisso com o cuidado da terra, encorajar práti-
cas sustentáveis no uso de recursos e reconhecer o valor intrín-
seco da natureza.

Palavras-chave: direito ambiental, dignidade, ética ambien-
tal, sustentabilidade.

§  1. I ntroducción

La mayoría de los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (en adelante CSJN) en materia de derecho ambiental tiene 
como temas centrales la cuestión de la competencia originaria, la 
afectación interjurisdiccional, la potestad de las provincias, el poder 
de policía ecológica, la legitimación procesal y la competencia penal, 
entre muchos otros1.  Sin embargo, existen varios casos de las úl-
timas décadas en donde el último interprete de la Constitución lle-
vó a cabo una exégesis profunda vinculada con la definición de ese 
derecho, las condiciones para su satisfacción y preservación, como 
así también las obligaciones que tiene el Estado a su cargo.  En con-
creto, la CSJN dio cuenta de cómo el derecho a un ambiente equili-
brado y sano constituye la condición de posibilidad para el desarrollo 
de la persona y de las generaciones futuras y también para el goce de 
otros derechos esenciales, tales como el derecho al trabajo, a la salud 
y a la vida.

Focalizados en esta clase de precedentes, el propósito de este 
trabajo es probar dos tesis.  En primer lugar, demostraremos cómo 
en los fallos de la CSJN el deber del Estado de garantizar un estan-
dar mínimo de posibilidades fáctico-jurídicas para que el hombre 
pueda llevar a cabo su plan de vida en un ambiente apropiado se 
fundamenta en última instancia en la dignidad.  En segundo lugar, 
buscaremos dar cuenta de que la posición de los jueces acerca de la 
tutela al bien colectivo del ambiente, se enmarca dentro de una con-
cepción filosófica según la cual el hombre debe tener un compromiso 
serio con el cuidado del patrimonio natural y de los seres vivos en ge-

1  Gran parte de la abundante jurisprudencia de la CSJN se encuentra reuni-
da, ordenada temáticamente y publicada por la Secretaría de Jurisprudencia, en los 
compendios de fallos “Derecho ambiental” (2012) y “Ambiente” (2016), ambos dis-
ponibles en la página oficial www.csjn.gov.ar. 
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neral, alentar prácticas sostenibles en el uso de los recursos y recono-
cer el valor intrínseco de la naturaleza. 

A los fines de demostrar estos puntos nos basaremos en una 
serie de fallos cuya selección se realizó siguiendo dos criterios 
metodológicos: uno temporal y otro temático.  Analizaremos fallos 
del 2006 al 2017, pero también aquellos en que los que se hayan 
fijado criterios importantes en materia de derecho ambiental y en 
relación, mediata o inmediatamente, con el desarrollo de la persona2.  
Nuestros “casos testigos” son entonces los siguientes: “Ramírez, Juan 
C. c/Entidad Nacional de Yacyretá”, del 5 de junio de 2007; “Machado, 
Juana C., y otros c/Entidad Nacional de Yacyretá”, del 12 de junio de 
2007; “Mendoza Beatriz S., y otros c/Estado nacional” (sentencias del 
20 de junio de 2006, 22 de agosto de 2007, 8 de julio de 2008 y 12 de 
abril de 2018); “Salas, Dino, y otros c/Salta, provincia de y Estado 
nacional” (sentencias del 29 de diciembre de 2008 y del 26 de marzo 
de 2009); “Cruz, Felipa, y otros c/Minería Alumbrera Limited y otro”, 
del 23 de febrero de 2016; “Martínez, Sergio R., c/Agua Rica LL c/Suc. 
Argentina y su propietaria Yamana Gold Inc. y otro”, del 2 de marzo 
de 2016; “Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas de la 
Patagonia c/Santa Cruz, provincia de y otro” (sentencias del 26 de 
abril de 2016 y 21 de diciembre de 2016); “Fundación Ciudadanos 
Independientes c/San Juan, provincia de, Estado nacional y otros”, 
del 20 de septiembre de 2016; “Mamani, Agustín P., y otros c/
Estado Provincial –Dirección Provincial de Políticas Ambientales y 
Recursos Naturales− y la Empresa Cram SA”, del 5 de septiembre 
de 2017; “La Pampa, provincia de c/Mendoza, provincia de”, del 1º de 
diciembre de 2017. 

En lo que a respecta a la organización, el trabajo se divide en 
dos grandes partes: en la primera, intentaremos demostrar cómo 
los jueces fundan en última instancia sus decisiones a favor de un 
ambiente sano y equilibrado en la dignidad del hombre; en la se- 
gunda, que es la de mayor extensión, veremos la importancia de la 
labor judicial de la CSJN en el escenario ambiental actual y la posi- 
ción ético-filosófica que subyace en sus decisiones.  Luego de ello, 
presentaremos las conclusiones. 

2  Hemos prescindido de realizar aquí, como sí se ha hecho en la versión origi-
nal del trabajo, una síntesis detallada y precisa de todos los fallos que constituyen 
nuestro corpus de estudio.  La omisión se justifica en el hecho de evitar exponer 
cuestiones meramente descriptivas y que además pueden ser fácilmente suplidas a 
través de la lectura directa de los fallos. 
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§  2. E l derecho a un ambiente sano y equilibrado fundado 
en la dignidad

Nuestro primer paso es realizar unas consideraciones básicas 
acerca de la dignidad.  El concepto, siguiendo a Kant, está en rela-
ción con la idea de que los seres racionales tienen un valor intrínse-
co3.  La dignidad (Würde) es la propiedad de estar por encima de 
todo precio y, en consecuencia, de no tener equivalente ni nada que 
lo reemplace4; por esta razón, se dice que el hombre es un fin en sí 
mismo5.  Incluso, dice Kant, la autonomía, en el sentido de autolegis-
lación moral, es el fundamento de la naturaleza humana y de toda na-
turaleza racional6.  Tales ideas presentan a su vez un fuerte vínculo 
con el concepto de respeto.  Al respecto, Tugendhat dice que cuan-
do “respetamos a una persona no por algo, sino simplemente como 
persona, la respetamos como ser autónomo y podemos decir que al 
hacerlo lo que respetamos es precisamente la dignidad de la perso-
na”7.  Pero además, con ello –continúa el autor− reconocemos a la 
persona como sujeto de derecho, lo cual es palpable en la expresión 
“respeto de sí mismo”8.  En efecto, tener respeto de sí mismo implica 
que uno tiene consciencia de ser autónomo y además titular de dere-
chos iguales a los de todos los demás miembros de la comunidad.

Existe una estrecha conexión entre autonomía, dignidad, respeto 
e igualdad.  En tal sentido, cuando Alexy brinda una fundamentación 
explicativa de los derechos humanos dice que ello se logra demostran-
do que la praxis del afirmar (Behaupten), del preguntar (Fragen) 
y del aducir (Anführen) presupone la libertad y la igualdad, que los 
seres humanos son autónomos y tienen una naturaleza discursiva9. 

3  Ver Caimi et al, Diccionario de filosofía crítica kantiana, p. 142 [s.v. dig- 
nidad]. 

4  Kant, Fundamentación para una metafísica de las costumbres, p. 123  
y 124. 

5  Kant, “Naturrecht Feyerabend”, en Marey - Sánchez Madrid, La “Introducción” 
a las lecciones sobre derecho natural de Kant anotadas por Feyerabend, p. 403.

6  Kant, Fundamentación para una metafísica de las costumbres, p. 125. 
7  Tugendhat, Ser-Verdad-Acción, p. 251. 
8  Tugendhat, Ser-Verdad-Acción, p. 251. 
9  Alexy, ¿Derechos humanos sin metafísica?, “Doxa”, nº 30, p. 243 y siguien-

tes.  Sobre la cuestión de la fundamentación de los derechos humanos, ver también 
Alexy, Discourse theory and human rights, “Ratio Juris”, vol. 9, nº 3, p. 209 a 235 
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Así pues, en la praxis discursiva, quien reconoce al otro como autóno-
mo lo reconoce como persona, le atribuye dignidad y al mismo tiempo 
reconoce sus derechos humanos.  Sin embargo, para Alexy esto hay 
que complementarlo con un argumento explicativo-existencial.  De 
acuerdo con este, cuando el hombre hace uso de sus competencias 
discursivas del afirmar, interrogar y argumentar, reconoce al otro 
como participante del discurso con igualdad de derechos.  Si, ade-
más, se conduce con seriedad, lo reconoce también como autónomo; 
este reconocimiento supone a su vez aceptar al otro como persona 
que tiene valor y dignidad.  Como se advierte, pues, de acuerdo con 
Alexy, en la naturaleza discursiva del hombre subyace un sistema de 
conceptos que se corresponden con la necesidad de las competen-
cias discursivas y que tienen un significado normativo.  Esta tesis 
metafísica “tiene su fuente no solo en la estructura del mundo, tam-
poco solo en la razón del individuo, sino, completamente en el senti-
do de Habermas, en la estructura de la comunicación”10.  Por cierto, 
esto mismo también sostiene Tugendhat, quien dice que no debemos 
pensar la dignidad como una cualidad inherente a las personas, sino 
como “algo que es aceptado cuando hay respeto mutuo”.  La digni-
dad implica siempre otro.  En tanto el Estado tenga basamento en la 
dignidad de la persona necesariamente se concibe “como constituido 
por ciudadanos que tienen respeto mutuo por la autonomía de cada 
uno de los demás”11.

Si estas consideraciones son correctas, se puede avanzar hacia la 
idea de que el Estado debe garantizar un ambiente sano y equilibrado 
en virtud del respeto de la dignidad del hombre.  En efecto, en un 
Estado democrático de derecho, que los individuos tengan derechos 
significa que ellos tienen no solo protección, sino también posibilidad 
de realizar su plan de vida, es decir, de ejercer su autonomía como 
seres independientes.

Este ejercicio se pone en peligro tanto por las interferencias 
que pueda realizar el Estado o un particular así como también cuan-
do el gobierno no garantiza condiciones favorables y mínimas.  La 
ausencia de condiciones para que la persona pueda llevar a cabo el 
modelo de vida que ha elegido es también un daño hacia la dignidad 

y Derecho, moral y existencia de los derechos humanos, “Signos Filosóficos”, 
vol. XV, nº 30, p. 153 a 171. 

10  Alexy, ¿Derechos humanos sin metafísica?, “Doxa”, nº 30, p. 247. 
11  Tugendhat, Ser-Verdad-Acción, p. 252. 
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humana12 y, por extensión, un impedimento para el goce de los demás 
derechos13 y su propio desarrollo14.

Las ideas expresadas hasta aquí son palpables en el voto de Za-
ffaroni del fallo “Ramírez”, en el cual se dice que “el fundamento de-
finitivo de los derechos humanos, enunciado desde hace más de me-
dio siglo por la Declaración Universal de Derechos Humanos, es la 
dignidad del ser humano, que no deriva de un reconocimiento ni de 
un gracia de las autoridades o poderes, toda vez que resulta ‘intrín-
seca’ o ‘inherente’ a todas y cada una de las personas humanas y por 
el solo hecho de serlo” (consid. 9º).  Esta es, por cierto, la tesitura 
adoptada por la CSJN en el fallo “Aquino, Isacio c/Cargo Servicios In-
dustriales SA”, del 21 de septiembre de 2004.

La decisión asumida por Zaffaroni en el fallo “Ramírez”, que 
luego compartirá Fayt en el fallo “Martínez” tiene un significado muy 
importante.  Ambos señalan que el ambiente es la condición de 
posibilidad para el desarrollo de la persona y para la satisfacción 
de todos los derechos.  Sin un ambiente adecuado, los grupos 
humanos están destinados a desintegrarse, por resultar imposible la 
subsistencia.  En tal sentido, Zaffaroni dice que se debe evitar toda 
consecuencia disvaliosa de “todo proceso estructural del sistema 
ecoambiental que traduzca una disolución ecológica, pues ello también 
significaría [...] la desintegración del tejido social y, por ende, la de los 
propios seres humanos que habitan en las zonas afectadas, dado la 
íntima e indisoluble relación que existe entre el ecosistema que las 
circunda y su propia subsistencia” (consid. 11).

La misión de salvaguardar el ambiente, en virtud de la dignidad 
del hombre, late en los demás precedentes mencionados en la 

12  Pues bien, en términos de Alexy, desde el punto de vista del derecho, la 
protección de la dignidad no se restringe a la autolegislación moral, sino que “in-
cluye, por ejemplo, el derecho a existir y el derecho a efectuar elecciones de cual-
quier clase” (La dignidad humana y el juicio de responsabilidad, “Parlamento 
y Constitución.  Anuario”, nº 16, p. 18). 

13  De hecho, en este sentido, Lorenzetti advierte, al analizar el Código Civil 
y Comercial, que en “materia medioambiental se ha sostenido que la preservación 
de este macro bien opera como una suerte de presupuesto o prerrequisito para el 
disfrute de los demás derechos, motivo por el cual, en casos de colisión de normas 
tuitivas, debe estarse siempre a privilegiar la protección del ambiente” (Compati-
bilización entre la esfera pública y la privada y entre el ámbito colectivo y el 
individual, en el Código Civil y Comercial de la Nación, JA, 2015-III-18). 

14  Sobre el desarrollo humano como paradigma constitucional, ver López Al-
fonsín, Derecho ambiental, p. 19 a 28. 
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introducción.  En efecto, en las resoluciones se evidencia una fuerte 
preocupación sobre el deterioro que puede generar la actividad 
del hombre sobre la naturaleza, de modo grave e irreversible, y la 
afectación o puesta en peligro de derechos fundamentales: el derecho 
a trabajar en los fallos “Ramírez” y “Machado”, el derecho a la 
información y la participación ciudadana en los fallos “Asociación de 
Abogados Ambientalistas de la Patagonia”, “Salas” y “Mamani”, y los 
derechos a la salud y la vida en los casos “Mendoza”, “Martínez” y 
“Fundación Ciudadanos Independientes”.

El respeto hacia la persona y el interés por garantizar condicio-
nes mínimas para su desarrollo, se evidencian en el cuidadoso trato 
que recibe la realización del estudio de impacto ambiental “de modo 
serio, científico y participativo” antes de llevarse a cabo cualquier 
emprendimiento cuyas consecuencias sean luego imposibles de sub-
sanar.  En este orden de ideas, la CSJN destacó en el fallo “Martí-
nez” que en materia ambiental lo que está en juego es la tutela de 
un bien colectivo cuya naturaleza exige otorgar prioridad absoluta a 
la prevención del daño futuro.  Sostuvo, de acuerdo con esos linea-
mientos, que la realización de un informe ambiental que se ajuste a 
los requisitos exigidos por la ley es una medida ineludible para evi-
tar, tras un proceso de reflexión sustentado sobre bases científicas y 
la participación ciudadana, un daño al ambiente que podría resultar 
irreparable.  Esto justifica, como se dice en el fallo “Mendoza”, que 
“la recomposición y la prevención de daños ambientales obliga al dic-
tado de decisiones urgente, definitivas y eficaces”.

Pero la tarea de los jueces no se reduce a los aspectos señala-
dos.  Si analizamos los fallos en su dimensión pragmática, tendre-
mos una mirada más integral y completa.  En los fallos, los jueces 
no solo dicen algo, sino que también hacen algo.  Están marcando 
un proyecto en materia de política ambiental cuyo norte siempre 
es el respeto de los derechos fundamentales del hombre y su digni-
dad.  Este proyecto se encuentra en plena sintonía con el mandato 
que fija nuestra Constitución en el art. 41 y puede ser desglosado en 
varios aspectos.  Los jueces contemplan la doctrina del desarrollo 
sustentable, según la cual el hombre en su actividad productiva debe 
satisfacer las necesidades presentes mediante un uso racional de los 
recursos que no comprometa las necesidades de las generaciones 
futuras, tal como sucede, por ejemplo, en los fallos “Asociación Ar-
gentina de Abogados Ambientalistas de la Patagonia”, “Cruz” y “Men-
doza”.  También en varias oportunidades, señalan cómo debe ser el 
ambiente del que tienen derecho a gozar los ciudadanos (sano, equili-
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brado, apto para el desarrollo humano y para las actividades produc-
tivas que se realizan con el fin de satisfacer necesidades del hombre) 
y destacan que el daño ambiental genera la obligación de recompo-
ner la naturaleza dañada o, de no poder lograrse eso, de indemnizar 
a los afectados (votos de Zaffaroni y Fayt en los fallos “Ramírez” y 
“Martínez”).  Un punto no menor es que Zaffaroni y Fayt dejan en 
claro la obligación de las autoridades de proteger el ambiente, de uti-
lizar racionalmente los recursos sin perjudicar a terceros, de preser-
var el patrimonio natural y proteger el ecosistema.  Que ante dicha 
omisión y la afectación de un derecho fundamental como la pérdida 
de la fuente laboral, el Estado debe indemnizar a los particulares.

El Estado es el garante del bienestar de los habitantes de su te-
rritorio y debe proveer todas aquellas medidas que les permitan vivir 
en un entorno saludable y equilibrado.  Al respecto, el contenido del 
fallo “Mendoza” del 20 de junio de 2006, es muy sugerente, pues allí 
se pueden distinguir distintos niveles de acción que, aunque diferen-
tes, tienen algo en común: tienden a la recomposición y la prevención 
ambiental.  Mediante sus facultades de instrucción y ordenación, la 
CSJN impone el deber a las autoridades de trazar un programa inte-
grado en el que, entre otras cosas, informen las acciones que depre-
cian la calidad del ambiente y perjudican a los particulares y a su vez 
gestionen las políticas necesarias para subsanar la situación y preve-
nir más daños.  El pronunciamiento del 22 de agosto de 2007 conti-
nuó con esta aptitud y en el del 8 de julio de 2008 se colocó en cabeza 
de la autoridad de la Cuenca Matanza-Riachuelo obedecer un progra-
ma bien definido, el cual comprendía realizar inspecciones en las em-
presas contaminantes, el saneamiento de basurales, la limpieza de los 
márgenes del río, la expansión de la red de agua potable, la expansión 
de desagües pluviales, el saneamiento cloacal, un plan sanitario de 
emergencia y el deber de informar y educar a la población afectada.

La exigencia de brindar información y educación ambientales 
a los ciudadanos es un aspecto recurrente en los fallos.  Así, por 
ejemplo, en el caso “Fundación Ciudadanos Independientes”, la CSJN 
exigió a la provincia de San Juan que le comunique si ha puesto en 
conocimiento a los habitantes posiblemente afectados la situación de 
los derrames de cianuro, y en el fallo “Mamani” se señaló que la au-
sencia de la celebración de las audiencias públicas fijadas por ley iba 
en contra del derecho al acceso a la información ambiental15.  En re-

15  La importancia de este derecho ha llevado a algunos autores a sostener que 
en términos cronológicos se encuentra en primer lugar: pues bien, sin el “derecho 
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lación con este “derecho a saber”, una de las medidas más eficaces 
que tiene el Estado para poder proteger el ambiente es sin duda la 
educación.  No es casual, por ello, que el propio art. 41 de la Const. 
nacional y la ley general del ambiente coloquen tanto énfasis en este 
aspecto.  La educación es el principal camino para combatir la igno-
rancia en temas ambientales.  Ella permite que las personas adquie-
ran los conocimientos necesarios para hacer frente a los problemas 
de cada día, cultiva la responsabilidad en el uso racional de los re-
cursos y el crecimiento de los pueblos conforme a un desarrollo sus-
tentable, crea conciencia sobre los riesgos y peligros a los que está 
expuesta la humanidad, promueve la reflexión en torno al lugar que 
debe ocupar el ser humano en el mundo y a qué tipo de vida se 
aspira16: el conocimiento, pues, humaniza.

También es importante que los ciudadanos participen en la toma 
de decisiones públicas, algo que por cierto la CSJN hizo referencia so-
bre todo en los fallos “Asociación Argentina de Abogados Ambienta-
listas de la Patagonia”, “Martínez”, “Fundación Ciudadanos Indepen-
dientes”, “Mendoza” y “Mamani”.  La opinión ciudadana es la vara 
de la legitimidad de los actos del gobierno y se erige como su último 
tribunal de apelaciones17.  La ley general del ambiente le otorga a la 
participación ciudadana un lugar especial.  En su art. 19 establece 
que “toda persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en pro-
cedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y 
protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, 
y de alcance general”.  El art. 20 complementa esa disposición y dis-
pone que “las autoridades deberán institucionalizar los procedimien-
tos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias 
para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efec-
tos negativos y significativos sobre el ambiente”.

Todo el desglose que hemos realizado aquí nos permite dar 
cuenta del lugar que ocupa en los fallos de la CSJN la persona como 
criatura discursiva con un valor intrínseco, cuyo fundamento último 

a saber” no es posible ejercer ningún otro derecho.  Conf. Villanueva, “Derecho de 
acceso a la información ambiental, antecedentes internacionales y legislación nacio-
nal”, en Devia, Nuevo rumbo ambiental, p. 359.

16  Cf. Bellorio Clabot, Tratado de derecho ambiental, p. 630.
17  Sin ir más lejos, en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el De-

sarrollo de 1992 se proclamó que el “mejor modo de tratar las cuestiones ambien-
tales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que 
corresponda”. 
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es la autonomía.  En materia ambiental, el Estado debe garantizar la 
capacidad que tiene la persona para determinar el curso de sus accio-
nes en un ambiente sano, equilibrado y en el cual sea posible su desa-
rrollo.  Sin duda, el autogobierno de la persona, es decir, la facultad 
humana de ser autónomos, exige la ausencia de limitaciones signifi-
cativas que la anulen por completo, lo que es lo mismo, que el hombre 
tenga condiciones fácticas y jurídicas mínimas que le permitan llevar 
a cabo su plan vida.

Hasta aquí en lo que respecta a la primera tesis.  Vayamos a la 
segunda parte del trabajo, que nos tomará las dos siguientes secciones.

§  3. L a jurisprudencia de la CSJN en el escenario 
ético-filosófico actual

La jurisprudencia de la CSJN que pone freno al uso desmedido y 
sin límites de la naturaleza se halla en sintonía con el creciente inte-
rés del hombre por el cuidado del mundo y las responsabilidades que 
tiene al respecto.  Esto se vincula con la fuerte preocupación actual 
del uso exagerado de la razón, la ciencia y la técnica, la cual tiene 
una arista jurídica que esconde una posición filosófica que intentare-
mos sacar a luz.  La tesis que intentaremos demostrar aquí (la segun-
da tesis del trabajo) es que los fallos de la CSJN revelan la presencia de 
una posición que se caracteriza por limitar el ejercicio desmedido 
de la razón y por poner en cuestionamiento aquella idea, propia del “an-
tropocentrismo fuerte”, que hace del hombre un dios sobre la tierra18. 
Hay, como veremos, un compromiso serio con la defensa y el sosteni-
miento de un “antropocentrismo débil”19 o, como prefieren llamarlo otros, 
“moderado”20 o “humilde”21, el cual se caracteriza por concebir al hom-
bre como un cuidador prudente y responsable del patrimonio natural. 
Incluso, yendo un poco más lejos en nuestra interpretación, se puede 

18  Conf. Norton, Environmental ethics and weak anthropocentrism, “Re-
view of Article From Environmental Ethics”, vol. 6, nº 2, p. 134 y 135.

19  Conf. Norton, Environmental ethics and weak anthropocentrism, “Re-
view of Article From Environmental Ethics”, vol. 6, nº 2, p. 135 a 138. 

20  Conf. Rodríguez, El derecho humano a un ambiente sano, p. 84 y 85; Mo-
rales Lamberto, “Dimensión social y colectiva de los derechos humanos: relacional-
idad e influencias del paradigma ambiental”, en Cafferatta - Terzi, Derecho ambi-
ental: dimensión social, p. 421.

21  Conf. Bugallo, La filosofía ambiental en Arne Naess.  Influencias de 
Spinoza y James, p. 14 y 15. 
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ver en la doctrina de la CSJN la adopción de algunos principios del 
sensocentrismo22, el biocentrismo23 y el ecocentrismo24, en la medida 
que se tiende a proteger la flora, la fauna y la vida natural en general25 

22  De acuerdo con esta posición ética, todos los seres con capacidad de sentir 
son el centro de consideración moral.  De esta manera, no solo los hombres, sino 
también los animales no humanos, tienen un valor moral intrínseco y merecen res-
peto.  En esta línea de pensamiento se enmarcan aquellos que defienden la idea 
de “derechos de los animales”.  Sobre el tema, se puede ver, entre los muchísimos 
trabajos que existen, las propuestas de Singer, Animal liberation: a new ethics for 
our treatment of animals; Regan, Defending animal rights; Gruen, Ethics and 
animals: an introduction.

23  Las posturas biocéntricas, a diferencia del sensocentrismo, sostienen que 
todos los seres vivientes son valiosos y dignos de respeto o preocupación moral, 
no solo los “seres sintientes”.  Un texto clave que recoge los principios del biocen-
trismo es la Carta Mundial de la Naturaleza de 1982, en donde se dice: “Toda for-
ma de vida es única y merece ser respetada, cualquiera que sea su utilidad para 
el hombre, y con el fin de reconocer a los demás seres vivos su valor intrínseco, 
el hombre ha de guiarse por un código de acción moral”.  Entre los principales 
exponentes de esta posición ética, se pueden mencionar, entre otros, Taylor, In 
defense of biocentrism, “Environmental Ethics”, vol. 5, nº 3, p. 237 a 243; Tay-
lor, Respect for nature; Attfield, Environmental ethics: an overview for the 
twenty-first century.  Sobre el biocentrismo en general y sus diversas variantes, 
ver el trabajo de Palmer, “Living individuals: biocentrism in environmental ethics”, 
en Gardiner - Thompson, The Oxford handbook of Environmental ethics, p. 101 
a 112. 

24  Tal como explica Rowe, en un artículo que se ha vuelto un clásico, el eco-
centrismo sostiene que, en comparación con la indudable importancia del hombre, 
todo el ecosistema planetario es aún más significativo y relevante.  Así, pues, 
el ambiente que el antropocentrismo percibe como materiales al servicio de 
los hombres, es en un sentido más profundo la fuente y el apoyo de la humani-
dad.  En virtud de ello, el autor explica que el ecocentrismo va más allá del bio-
centrismo, ya que en la visión ecocéntrica las personas son inseparables de la 
naturaleza inorgánica/orgánica que las encapsula.  Conf. Rowe, Ecocentrism: 
The chord that harmonizes humans and earth, “The Trumpeter”, vol. 11, nº 2, 
p. 106 y 107.

25  Dejando a un lado la jurisprudencia de la CSJN, en los autos “Orangutana 
Sandra s/recurso de casación”, la Sala II de la Cámara Federal de Casación, en el 
pronunciamiento del 18 de diciembre de 2014, reconoció que el animal es titular de 
derechos.  Este fallo, como era de esperarse, tuvo muchas objeciones.  Sobre un 
punto de vista crítico, ver Picasso, Reflexiones a propósito del supuesto carácter 
de sujetos de derecho de los animales.  Cuando la mona se viste de seda, LL, 
2015-B-950 a 961.  A favor de la tesis defendida en el fallo, ver el reciente traba-
jo de Gil Domínguez, Hacia una teoría normativa de los animales no humanos 
como titulares de derechos.  La Opinión Consultiva 23/2017 de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos, “La Ley”, 2018. 
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y también se concibe a la naturaleza con valor intrínseco y digna de 
respeto26.

La demostración de esta tesis exige que vayamos de a poco.  
Como primera medida, en esta sección realizaremos un breve desa-
rrollo del proyecto de la ciencia moderna y el triunfo universal de la 
técnica, ya que esto fue la condición para que se consumara la idea 
del hombre como amo arrogante de la naturaleza, que es lo que pa-
reciera cuestionar la CSJN en sus fallos.  Nietzsche y también Hei-
degger serán nuestros guías para exponer cómo llegó en Occidente a 
dominar la concepción del hombre como dueño y señor de la tierra.  
En efecto, en La gaya ciencia, Nietzsche expresó una de las frases 
más conocidas de su pensamiento: Dios ha muerto (Gott ist tot)27. 
La muerte de Dios implica el cuestionamiento de todo horizonte me-
tafísico, la pérdida de todo fundamento trascendente.  Ya no hay ni 
“arriba” ni “abajo”, no hay principio (arkhé) o fin (télos) alguno so-
bre el cual todo se sustente.  Los sistemas filosóficos y morales se 
derrumban al igual que la luz de la razón, la cual ya no puede servir 
de guía ni tampoco de elemento de justificación.  La frase plasma el 
nihilismo que empieza a expandirse entre los hombres.

Este acontecimiento dibuja un escenario en el cual se dan las con-
diciones para que aparezca el transhombre (Übermensch), quien cons-
tituye la instancia superadora del nihilismo pasivo y aquel que permi-
te recobrar el sentido de la vida mediante la transmutación de todos 
los valores; en este sentido, como explica Heidegger, el nihilismo “no 
opera en dirección de la mera nulidad”, sino que “su esencia propia se 
encuentra en el modo afirmativo de una liberación”28.

No hace falta entrar en mayores detalles sobre este tema, pero 
sí es importante señalar que la muerte de Dios está muy relacionada 
con la devastación de la naturaleza.  La lectura que hace Heidegger 

26  La presencia de tanto una postura antropocéntrica como una biocentrista 
y también ecocentrista en el texto constitucional fue señalada en las sesiones de la 
reforma de 1994 por la convencional Vallejos.  Conf. Diario de Sesiones de la Hon-
orable Convención Constituyente del 21 de julio de 1994, p. 1690.  Siguiendo esta 
misma línea, Falbo sostiene que el concepto de “habitantes” del art. 41 de la Const. 
nacional engloba no solo a los seres humanos, sino también a los seres vivientes en 
general y las generaciones futuras, entre otros (El término “habitants” del artí-
culo 41 de la Constitución Nacional excede a los seres humanos, “Revista de 
Derecho Ambiental”, nº 52, p. 137 a 143). 

27  Aforismos 108, 125 y 343.  Nietzsche, La gaya ciencia.
28  Heidegger, Nietzsche, p. 225.
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del texto nietzscheano resulta clave para trazar este vínculo, tal 
como lo ha establecido Pobierzym29.  En efecto, Heidegger explica que 
al quedar vacante el lugar de Dios la tentación es pensar que debe 
ser ocupado por el transhombre, pero el Übermensch “no ocupará 
nunca el lugar de Dios porque el lugar al que se abre el querer del 
transhombre es otro ámbito de otra fundamentación de lo ente en 
su otro ser”30.  Sí, en cambio, ese lugar es asumido mientras tan-
to por el sujeto, que es lo que caracteriza la modernidad.  El suje-
to moderno (representado por el ego cogito cartesiano) se concibe 
como una sustancia pensante (res cogitans) y autónoma que se ha-
lla en contraposición al objeto, el cual es reducido a extensión (res 
extensa).  Solo hay objeto en el sentido de objectum allí donde el 
hombre “se convierte en sujeto, donde el sujeto se convierte en yo, 
y el yo en ego cogito”31.  En esa objetivación, Heidegger dice que la 
tierra pasa a ser el eje sobre el cual gira toda controversia humana, 
es decir en el “objeto del ataque que, en cuanto objetivación incondi-
cionada, se instaura en el querer del hombre”, y en la medida que se 
vuelve “querida a partir de la esencia del ser, la naturaleza aparece en 
todas partes como objeto de la técnica”32.

Ciertamente la filosofía moderna establece una revolución acerca 
de cómo ver el mundo.  Heidegger ve en ella el nacimiento de una 
nueva posición del hombre “en el mundo y respecto al mundo”33.  To-
dos los recursos de la naturaleza están al servicio del ser huma-
no.  Incluso el hombre mismo no puede ocultar su carácter de ser la 
materia prima más importante; él “permanece como el sujeto de toda 
usura, y además de tal forma que, de un modo incondicionado, deja 
que su voluntad se disuelva en este proceso y con ello se convierte 
en ‘objeto’ del estado de abandono del ser”34.  El mundo se presenta 
como “un objeto al que el pensamiento calculador dirige sus ataques 

29  Cf. Pobierzym, “El llamado de la tierra y de la animalidad después de la 
muerte de la naturaleza”, en Vattimo - Giardina - Pobierzym, Heidegger y la cuestión 
ecológica, p. 72 a 84.  A los fines de un estudio mucho más profundo ver Pobierzym, 
Naturaleza y ecosofía en Martin Heidegger. 

30  Heidegger, “La frase de Nietzsche Dios ha muerto”, en Caminos de bosque, 
p. 190. 

31  Heidegger, “Superación de la metafísica”, en Conferencias y artículos, p. 75. 
32  Heidegger, “La frase de Nietzsche Dios ha muerto”, en Caminos de bosque, 

p. 190. 
33  Heidegger, Serenidad, p. 23.
34  Heidegger, “Superación de la metafísica”, en Conferencias y artículos, p. 83.
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y a los que ya nada debe poder resistir”35.  La naturaleza es, pues, 
“una única estación gigantesca de gasolina”, el sustrato que emplea la 
técnica científica para descubrir y aprovechar sus energías36.

La muerte de Dios representa el momento final de la metafísi-
ca moderna, cuyo terreno fue preparado por la filosofía moderna de 
la subjetividad.  Según Heidegger, la metafísica de Nietzsche es la 
consumación de la metafísica moderna y al mismo tiempo la consu-
mación de la metafísica occidental y el fin de la modernidad37.  Ha-
blar de su finalización, vale aclarar, no significa que sea un momento 
fugaz: “la finalización dura más tiempo que lo que ha durado hasta 
ahora la historia acontecida de la metafísica”38.  Tampoco significa 
que se haya salido de ella: la metafísica, aun superada, no desapare-
ce, sino que “regresa transformada y continúa dominando como dis-
tinción entre el ser y el ente”39.

El fin de la metafísica expone el momento en que el domino de la 
razón científica dispone del mundo y es capaz de controlarlo y some-
terlo.  Esto se identifica con “el triunfo universal de la técnica”.  Tal 
es así que el propio Heidegger sostiene que “a la forma fundamental 
de este aparecer, en la que la voluntad de la voluntad se instala y cal-
cula en la ausencia de historia acontecida del mundo de la metafí-
sica consumada, se la puede llamar con una palabra técnica”40.  El 
triunfo de la técnica está marcado por un fuerte subjetivismo y su 
consumación consolidó la visión antropocentrista que reduce tanto el 
mundo exterior como al hombre mismo a un recurso calculable y uti-
lizable41.   El hombre de la era de la técnica hace salir lo oculto de la 
naturaleza, entendida como “el almacén principal de existencias de 
energías” y “una trama de fuerzas calculables”42.

El dominio sobre la tierra, su aprovechamiento mediante la téc-
nica y el triunfo de la razón sobre la superstición, expresan algunos 

35  Heidegger, Serenidad, p. 23.
36  Heidegger, Serenidad, p. 23.
37  Heidegger, Nietzsche, p. 158.
38  Heidegger, “Superación de la metafísica”, en Conferencias y artículos, p. 63.
39  Heidegger, “Superación de la metafísica”, en Conferencias y artículos, p. 64
40  Heidegger, “Superación de la metafísica”, en Conferencias y artículos, 

p. 70 y 71.
41  Conf. Vattimo, “El silencio animal y el sentido de la historia”, en Vattimo -  

Giardina - Pobierzym, Heidegger y la cuestión ecológica, p. 20. 
42  Heidegger, “La pregunta por la técnica”, en Conferencias y artículos, p. 23. 
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de los principales ideales del proyecto de la ciencia moderna.  Bajo 
las recetas legadas por la Ilustración de imitar la mecánica, seguir su 
metodología y buscar leyes para todo, junto con la exaltación de la 
razón43, la ciencia se erigió como un modelo absoluto del saber, desin-
teresado, imparcial y objetivo, cuyo prototipo fue la naturaleza44.  La 
aplicación rigurosa del método científico fue concebida como la úni-
ca vía que podía garantizar el progreso de la humanidad, un fin tan 
noble que los grandes genios de la investigación se volvieron héroes 
culturales.  De hecho, por esta razón algunos autores hablan de este 
modelo como un “modelo heroico de la ciencia”45.

§  4. L a apertura a otra forma de pensar el lugar del hombre 
en la tierra 

La imagen de una ciencia neutral impulsada por el motor de la 
racionalidad influyó todas las disciplinas a lo largo del siglo xx y tiene 
aún una notable presencia en la actualidad: su lógica, sin lugar a du-
das, se ha adueñado del mundo.  Sin embargo, las dos guerras mun-
diales, los horrores de Hiroshima y de Auschwitz, la Guerra Fría y los 
peligros del poder nuclear debilitaron el proyecto originario y desen-
mascararon su supuesta inocencia.  La ciencia heroica había olvida-
do el factor humano que interviene en toda empresa científica y que 
lejos de ser neutral estaba impregnada de valores y pretensiones polí-
ticas46.  También en la comunidad académica muchas voces se alza-
ron en su contra y cuestionaron las consecuencias nefastas ligadas a 
la dominación del hombre.  Weber, por ejemplo, había observado que 
la racionalidad instrumental más que llevar a la realización de la li-
bertad, convertía la burocracia capitalista en una “jaula de hierro” de 
la que no había escapatoria47.  Desde la Escuela de Frankfurt, Mar-
cuse sostuvo que, en virtud de su propio método y sus conceptos, la 

43  Recordemos al respecto las famosas palabras de Kant: “Sapere aude! ¡Ten 
valor de servirte de tu propio entendimiento!  Tal es el lema de la Ilustración”. 
Kant, ¿Qué es la Ilustración? y otros escritos de ética, política y filosofía de la 
historia, p. 87. 

44  Conf. Appleby - Hunt - Jacob, La verdad sobre la historia, p. 27.
45  Appleby - Hunt - Jacob, La verdad sobre la historia, p. 27
46  Conf. Appleby - Hunt - Jacob, La verdad sobre la historia, p. 28 a 40.
47  Conf. Weber, The protestant ethic and the spirit of capitalism.  La frase 

“jaula de hierro” (iron cage) en realidad surge de la traducción al inglés que hizo 
Talcott Parsons de la expresión alemana “stahlhartes Gehäuse”. 



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 73-99 

Magoja, Eduardo E., Derechos fundamentales, dignidad y filosofía ambiental... 89

ciencia ha proyectado y promovido un universo en el cual la domi-
nación de la naturaleza ha permanecido ligada a la dominación del 
hombre48.

Ahora bien, la actitud crítica y de sospecha hacia la lógica de la 
técnica, lejos de ser destructiva, carga con cierta positividad que se 
revela en la apertura a la reflexión y la toma de consciencia.  En tal 
sentido, Vattimo dice que si bien el dominio técnico “acentúa la nos-
talgia por la naturaleza”, también nos sitúa en una posición privile-
giada a la hora de “conocer la vida animal y su capacidad de sufri-
miento”49.   Incluso, Rawls, desde una concepción filosófica distinta 
a la del filósofo italiano, decía que la “capacidad de sentimientos de 
placer y de dolor, y de las formas de vida de que son capaces los ani-
males, imponen evidentemente deberes de compasión y de humani-
dad”50.  Esta sensibilidad nos exige reflexionar en torno al problema, 
a preguntarnos sobre las consecuencias nefastas que acarrea el tecni-
cismo y el trato hacia la naturaleza51.  Ya Derrida, en relación con la 
violencia contra los animales, afirmaba que esa “violencia industrial, 
científica, técnica, no puede soportarse todavía demasiado tiempo, de 
hecho o de derecho”.  Ella se encuentra cada vez más desacreditada, 
de manera que las “relaciones entre los hombres y los animales debe-
rán cambiar” y “deberán hacerlo, en el doble sentido de este térmi-
no, en el sentido de la necesidad ‘ontológica’ y del deber ‘ético’”52.

Muchas disciplinas que surgieron a partir de la segunda mitad del 
siglo xx, como por ejemplo la ecofilosofía, la ética ambiental y la ética 
sobre los “derechos de los animales”53, son una respuesta a la lógica 
del progreso y expansión científica que se basa principalmente en una 
racionalidad instrumental que aspira al dominio cada vez más agudo 
de la naturaleza.  El surgimiento de estos nuevos saberes revela otro 
tipo de compromiso del hombre en materia ambiental.  En el campo 

48  Conf. Marcuse, One-dimensional man.  Studies in the ideology of ad-
vanced industrial society, p. 166.

49  Conf. Vattimo, “El silencio animal y el sentido de la historia”, en Vattimo - 
Giardina - Pobierzym, Heidegger y la cuestión ecológica, p. 21.

50  Rawls, Teoría de la justicia, p. 463.
51  Conf. Sbar, Filosofía de la tecnología y derecho ambiental, LL, 2018-A-

1135 y siguientes. 
52  Derrida, “Violencias contra los animales”, en Derrida - Roudinesco, Y maña-

na, qué..., p. 75. 
53  Al respecto, ver Kawall, “A history of environmental ethics”, en Gardi- 

ner -  Thompson, The Oxford handbook of environmental ethics, p. 12 a 23. 
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jurídico, que es el que a nosotros más nos interesa destacar aquí, esta 
actitud se vio plasmada en la conformación de una disciplina especia-
lizada que nos ayuda a tener una mayor comprensión normativa sobre 
el tema: el derecho ambiental, cuyo nacimiento se identifica con la 
Conferencia de Estocolmo sobre el Medio Humano de 1972.

Sin lugar a dudas la Declaración de Estocolmo marcó un rumbo 
firme en materia ambiental.  A partir de allí, hubo un creciente in-
terés por preservar el ambiente, que se vio plasmado en otros instru-
mentos internacionales, tales como la Carta Mundial de la Naturaleza 
de 1982, la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar de 1982, el Convenio de Viena para la protección de la Capa de 
Ozono de 1985, la Conferencia de Naciones Unidas sobre Ambiente 
y Desarrollo de 1992 (más conocida como Cumbre para la Tierra), la 
Declaración de los Objetivos del Milenio de la ONU de 2000, la Cum-
bre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de 2000, la Declaración 
de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible de 2002 y la Confe-
rencia de Desarrollo Sostenible celebrada en 2012 en Río de Janeiro.

La legislación argentina compartió las preocupaciones marcadas 
por la comunidad internacional54.  Esto se materializó, por ejemplo, 
con la sanción de la ley 21.353 de prevención de la contaminación 
de las aguas por hidrocarburos de 1976, la ley 22.190 sobre preven-
ción de la contaminación del agua originada por buques de 1980, la ley 
21.264 de protección y conservación de la fauna silvestre de 1981 y la 
ley 24.051 de residuos peligrosos promulgada en 1992.  Sin negar el 
valor de la sanción de estas leyes, no resulta exagerado decir que 
el paso más importante fue la incorporación expresa al texto de la 
Constitución nacional, mediante la reforma de 1994, del derecho de 
todos los habitantes a gozar de “un ambiente sano, equilibrado, 
apto para el desarrollo humano y para que las actividades pro-
ductivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer 
las de las generaciones futuras” (art. 41).

En los últimos años, el compromiso legislativo siguió creciendo y 
se tradujo en diversas leyes, tales como la ley 25.916 de gestión de re-
siduos domiciliarios de 2004, la ley 26.331 de presupuestos mínimos 
de protección ambiental de los bosques nativos de 2007, la ley 26.639 de 
presupuestos mínimos para la preservación de los glaciares y del am-

54  Tal como explica López Alfonsín, la “preocupación colectiva por el medio 
ambiente constituye un rasgo definitorio de nuestra época, que se ha trasladado al 
ordenamiento jurídico” (Derecho ambiental, p. 4).
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biente periglacial de 2010, y la ley 26.815 de presupuestos mínimos 
para el manejo del fuego promulgada en el 2013.

El desarrollo que hemos desplegado hasta aquí no tiene un fin 
meramente ilustrativo.  El punto al que queremos llegar con todo esto 
es mostrar en qué contexto de enunciación y producción se sitúa el 
discurso de los jueces de la CSJN y cómo sus decisiones se enmarcan 
dentro de una práctica más amplia que exhibe un viraje filosófico en 
materia ambiental.  De hecho, Lorenzetti habla de la existencia de un 
“paradigma ambiental” instalado en la sociedad55 y varios autores des-
tacan en el campo político la presencia de una nueva forma del Esta-
do en materia de protección ambiental, denominado “Estado ecológi-
co de derecho”56 o “Estado ambiental de derecho”57.  La propia CSJN 
en el fallo “Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas de la Pa-
tagonia” reconoció ese formato, cuando sostuvo que la “Constitución 
nacional tutela al ambiente de modo claro y contundente y esta Corte 
Suprema ha desarrollado esa cláusula de un modo que permite admi- 
tir la existencia de un componente ambiental del estado de derecho”58.

Este cambio de orientación, para algunos de carácter “revolu-
cionario”59, presenta en términos filosóficos una dimensión crítica y 
otra constructiva.  En su aspecto crítico hay un cuestionamiento a 
un tipo de antropocentrismo que concibe al ser humano como dueño 
de toda la naturaleza y con el derecho de disponer de las vidas de los 
seres vivos a su antojo.  Esta visión es la que predomina en la actua-
lidad y se vio favorecida, como hemos visto en el § 3, gracias al pro-
yecto de la ciencia moderna y el triunfo universal de la técnica, pues 
le han dado al hombre los medios para la dominación y el control del 
mundo, así como también la capacidad para extraer todas sus rique-
zas sin ningún límite60.

55  Conf. Lorenzetti, Teoría de la decisión judicial.  Fundamentos de dere-
cho, p. 425 y siguientes. 

56  Conf. Quiroga Lavié, El estado ecológico de derecho en la Constitución 
Nacional, LL, 1996-B-950 a 960. 

57  Conf. Esaín, El estado ambiental de derecho, “Revista de Derecho Am-
biental”, nº 50, p. 23 a 49.

58  Sobre tema, ver Esaín, El estado ambiental de derecho en la jurispru-
dencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Revista Digital de la Aso-
ciación Argentina de Derecho Constitucional”, nº 213, p. 13 a 63. 

59  Conf. Pigretti, El derecho ambiental como revolución social político ju-
rídica, LL, 2004-F-1111 a 1115. 

60  Boff, Ecología: grito de la Tierra, grito de los pobres, p. 137.
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La crítica a este tipo de antropocentrismo late fuerte en el fon-
do de los fallos de la CSJN, pues de modo genérico se puede decir 
que en ellos se busca lograr una tutela eficaz del ambiente, evitar 
cualquier daño grave e irreparable en función del principio de pre-
vención ambiental, tomar en serio el cuidado de los ecosistemas, lle-
var a cabo emprendimientos sostenibles y sustentables, considerar la 
opinión ciudadana y tener en cuenta a la hora de utilizar los recursos 
naturales las consecuencias eventuales sobre las generaciones futu-
ras.  Yendo a los detalles, en el fallo “La Pampa, provincia de c/Men-
doza, provincia de” se expone con total claridad la idea que queremos 
señalar, pues allí se dice que en los años 80 la regulación jurídica del 
agua se ha basado en un modelo antropocéntrico puramente domi-
nial, pero en los últimos años el paradigma jurídico es ecocéntrico 
o sistémico, de manera que no solo tiene en cuenta los intereses pri-
vados o estaduales, sino los del sistema.  Así pues, se afirma que el 
ambiente “no es para la Constitución nacional un objeto destinado al 
exclusivo servicio del hombre, apropiable en función de sus necesida-
des y de la tecnología disponible, tal como aquello que responde a la 
voluntad de un sujeto que es su propietario” (consid. 4º).

Lo que da cuenta la CSJN con todo ello es que el progreso no se 
puede llevar a cabo a cualquier precio, destruyendo el entorno huma-
no y avasallando en última instancia los límites que impone el “orden 
público ambiental”61.  Tal aspecto es señalado en especial en el fallo 
“Salas”, cuando se establece la necesidad de encontrar un sabio y vir-
tuoso punto de equilibrio entre la tutela ambiental y la explotación de 
los recursos naturales.  En efecto, al hablar del principio de preven-
ción, sostuvo que su aplicación “implica armonizar la tutela del am-
biente y el desarrollo, mediante un juicio de ponderación razonable”, 
lo cual no significa una “oposición entre ambos, sino complementa-
riedad, ya que la tutela del ambiente no significa detener el progreso, 
sino por el contrario, hacerlo más perdurable en el tiempo de manera 
que puedan disfrutarlo las generaciones futuras”.

En su aspecto constructivo, el viraje en materia ambiental que 
hemos destacado fija una postura ética que se enmarca dentro del 
antropocentrismo débil, el cual, tal como hemos dicho, concibe al 
hombre como un cuidador prudente y comprometido con el patrimo-

61  El concepto, en concordancia con el concepto amplio de ambiente, no reco
ge solo el aspecto puramente natural, sino también las expresiones culturales e 
históricas del ser humano, como cuestiones estéticas, paisajísticas o turísticas, entre 
otras. Conf. Cafferatta, Orden público en el derecho ambiental, LL, 2015-F-826.
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nio natural en lugar de un amo arrogante de la tierra.  Incluso, si 
bien prima esta concepción, ella se ve acompañada y reforzada por 
principios ligados al sensocentrismo, biocentrismo y el ecocentris-
mo.  El desarrollo y el fortalecimiento en el campo del derecho de 
este tipo de posición tiene un gran mérito.  En efecto, mitiga el pro-
yecto de la ciencia moderna al poner freno a la dominación humana 
sobre la naturaleza y su explotación desmedida: deja de concebir a los 
hombres, para decirlo con las palabras de Quiroga Lavié, como “tita-
nes musculosos” que devoran todo a su paso62.  También, mediante 
el reconocimiento de nuevos sujetos de derecho o, en palabras de De 
Lorenzo, “nuevos otros”63, tales como las generaciones futuras64, la so-
ciedad y la naturaleza65, promueve una forma de vida más interesada 
por la humanidad y los seres naturales en general. 

En los fallos de la CSJN mencionados en la introducción y en 
toda la normativa sobre la cual se sustenta el derecho a un ambiente 
sano y equilibrado se revaloriza el estatus ontológico del ser humano 
en el mundo como parte integrante de ella66, se afianza el compromi-
so sobre el cuidado de la tierra, se promueve el manejo sustentable de 
los recursos y se fomenta un uso racional y cuidadoso acerca de los 
daños futuros que pueden llegar a surgir.  Una postura de este tipo, 
por cierto, presenta un fundamento filosófico sólido de la protección 
ambiental, ya que el hombre, considerado como un componente más 
de la naturaleza, debe respetar las cosas y los seres vivos en general; 
pero, además, ofrece un fundamento procesal sólido, pues la optimi-

62  Conf. Quiroga Lavié, El estado ecológico de derecho en la Constitución 
Nacional, LL,1996-B-951.

63  De Lorenzo, El principio de no dañar al “otro”, LL, 2014-E-1350 a 1352.
64  Conf. Saulino, “Las generaciones futuras y los derechos ambientales”, en 

Gargarella, La Constitución en 2020. 48 propuestas para una sociedad iguali-
taria, p. 195 a 202.

65  Conf. Lorenzetti, Teoría de la decisión judicial.  Fundamentos de de-
recho, p. 426, y Teoría el derecho ambiental, p. 6; Pigretti, Sujetos de derecho: 
el ambiente y la sociedad, JA, 2006-II-333 y 334; Cafferatta, “Teoría general de 
la responsabilidad ambiental”, en Lorenzetti, Derecho ambiental y daño, p. 15; Za-
ffaroni, La Pachamama y el humano; Roncal Vattuone, La naturaleza... un suje-
to con derechos.  Apuntes para la reflexión, “Revista Integra Educativa”, vol. 6, 
nº 3, p. 121 a 136; Acosta, Los derechos de la naturaleza como puerta de entrada 
a otro mundo posible, “Direito & Práxis”, p. 2927 a 2961. 

66  Esto implica, de acuerdo con las palabras de Boff, que “no existe una dis-
tancia entre nosotros y la Tierra”, sino que en realidad formamos “una misma re-
alidad compleja, diversa y única”.  Conf. Boff, El cuidado esencial.  Ética de lo 
humano, compasión por la Tierra, p. 58. 
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zación de la supervivencia de todos los miembros es la mejor garantía 
para el funcionamiento del orden natural67.

§  5. C onclusiones

Hemos visto cómo nuestro máximo tribunal ha mantenido una 
línea constante a la hora de optimizar los principios fundamentales 
en materia ambiental y respetar la dignidad humana.  También se 
ha podido advertir que los criterios filosóficos materializados en sus 
decisiones expresan la adopción de un modelo antropológico que con-
cibe al hombre no como dueño de las cosas y los seres vivos en gene-
ral, sino como un cuidador prudente que debe garantizar el funciona-
miento del sistema natural in totum y asegurar su integridad.  Los 
criterios expuestos por los jueces, por cierto, no son un hecho aislado, 
sino que transmiten una práctica más amplia que ha tomado fuerza 
en los últimos años, según la cual se discute aquella concepción que 
ve al hombre como un dueño arrogante de la naturaleza y que puede, 
por ello, utilizar sus recursos sin límites.  Dentro de la cosmovisión 
jurídica actual, lo que los jueces hacen con sus sentencias es acom-
pañar e intervenir de modo activo en la constitución de un Estado 
cuyo formato tiene un especial interés en la protección del ambiente, 
el cual es “un presupuesto de viabilidad de bienes existenciales indi-
viduales”68.

Una de las mayores enseñanzas que nos dejan los fallos de la 
CSJN, mirados de forma global, es que la clave del éxito del cumpli-
miento de la cláusula constitucional está en lograr combinar de un 
modo sabio y virtuoso dos polos: por un lado, la intervención e in-
teracción del hombre con la naturaleza para aprovechar sus recur-
sos; por el otro, la promoción del cuidado de la tierra, mediante una 
concepción que no la reduzca a mero objeto y la revalorice69.  En las 
sociedades actuales, altamente industrializadas y tecnificadas, el pri-
mer polo se impone como una dictadura que interviene, produce y 
domina todo sin preocuparse por las consecuencias futuras; de ahí la 
necesidad de establecer el cuidado ambiental como su correctivo in-

67  Conf. Rosatti, Tratado de derecho constitucional, p. 483 y 484. 
68  Conf. Lorenzetti, Teoría el derecho ambiental, p. 61. 
69  En términos de Boff se trata de dos actitudes que se expresan −diciéndolo 

de forma heideggeriana− bajo dos modos-de-ser-del-hombre-en-el mundo: un mo-
do-de-ser-trabajo y un modo-de-ser-cuidado (El cuidado esencial.  Ética de lo 
humano, compasión por la Tierra, p. 174 a 179).
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dispensable.  Los fallos de la CSJN, que alientan la protección efecti-
va del ambiente mediante un uso racional y precautorio, se enmarcan 
sin duda dentro de esta actitud responsable.

Frenar “la muerte de la naturaleza” y resignificar el lugar del 
hombre en el mundo y respecto al mundo es uno de los grandes 
desafíos actuales que tienen los actores políticos y judiciales, así 
como también la humanidad en su conjunto.  Si bien la tarea no 
es sencilla, en las últimas décadas se vienen tomando cartas en el 
asunto en distintos planos de la vida social e institucional.  Los 
pasos marcados en el ámbito jurídico (tanto a nivel nacional como 
internacional), las decisiones asumidas por la CSJN, sumado a la 
lucha que promueven los movimientos ecologistas y de protección de 
derechos ambientales, fijaron un rumbo firme y claro en la defensa 
de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano 
frente al proyecto científico de la modernidad y los peligros del 
tecnicismo desenfrenado.
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DIÁLOGOS Y ENSAYOS





EL VALOR DISTINTIVO 
DE LA DIGNIDAD HUMANA*

Jeremy Waldron

§  1. I ntroducción

En los últimos diez años, gran parte de mis escritos y de mi 
actividad docente se ha centrado en el tópico de la dignidad huma-
na.  En ocasiones ha requerido trabajar en filosofía abstracta, así 
como en áreas vívidas de la política pública y de la resolución de dis-
putas.  En mi seminario sobre “Dignidad Humana” y en mis escritos, 
he transitado entre estos dos extremos y es mi intención compartir 
algo de esto con ustedes esta noche.

§  2. D ignidad y derechos humanos/constitucionales

Los preámbulos de los grandes estatutos de derechos humanos 
–la Declaración Universal y el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos– asocian la dignidad muy estrechamente con los derechos.  
Estos refieren al reconocmiento por parte las sociedades de “la... dig-
nidad y de... derechos iguales e inalienables de todos los miembros de 
la familia humana”, y parecen comprometernos con la idea de que (en 
palabras del Pacto) “los derechos [efectivamente] derivan de la digni-
dad inherente a la persona humana”.  Donde hay derechos, hay dig-
nidad; donde se reconoce la dignidad, allí debemos esperar encontrar 
respeto por los derechos humanos.  Como veremos, la jurisprudencia 
de la dignidad es una forma de pensar sobre los derechos.

No se trata solamente del reconocimiento de los derechos hu-
manos en las cartas internacionales.  Las constituciones nacionales 

*  Traducción del inglés al castellano de Juan Pablo Alonso (Universidad de 
Buenos Aires) y Santiago Martínez (Universidad de la República, Uruguay).
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también refieren a la dignidad como un valor fundamental.  Como 
consecuencia de los horrores de la era nazi, la Ley Básica de Alema-
nia de 1948 hace de la dignidad un principio fundamental, insistiendo 
en que todas las demás leyes y todos los demás derechos deben en-
tenderse desde la óptica de la dignidad humana.  Y no es solo deco-
ración.  Ese primer principio tiene un impacto muy considerable en 
el resto del derecho alemán.

Y no se trata solo de Alemania.  La Constitucion de Sudáfrica 
de 1993 refiere a la dignidad humana como uno de los pocos valores 
en los que se funda la nueva república –pos apartheid–.  Los otros 
valores son la igualdad, el avance de los derechos humanos y libertad, 
el no racismo y el no sexismo, la supremacía de la constitución y el 
estado de derecho, y el gobierno democrático con sufragio universal 
de adultos.  Asimismo, la Constitución de Brasil reconoce la digni-
dad humana como principio fundamental, junto con la soberanía, la 
ciudadanía, el trabajo y el pluralismo político.  Más de 150 naciones 
invocan la dignidad en sus constituciones, aunque es cierto que en 
algunos casos no es mucho más que una referencia pasajera.  India 
está en esta categoría, con una ligera referencia en su Preámbulo a 
“la fraternidad asegurando la dignidad del individuo”.  Así es Argen-
tina: la Constitución de Argentina alude al concepto de dignidad solo 
una vez, en relación con las condiciones de trabajo.  Me refiero se-
gún el requisito de la sección 14 (bis), dicha ley garantizará a los tra-
bajadores “condiciones de trabajo dignas y equitativas” (volveré sobre 
esto un poco más adelante).

En algunos países, el lugar de la dignidad humana en el derecho 
constitucional está garantizado por una doctrina judicial y no por su 
inclusion en un texto constitucional.  En Canadá, por ejemplo, no se 
menciona la dignidad en la Carta de Derechos y Libertades, pero ha te-
nido una gran presencia, no obstante, en la interpretación de los dere-
chos a la igualdad y en cuestiones sobre el final de la vida, tales como 
el suicidio asistido.  En este último caso, la Suprema Corte de Canadá 
ha manifestado que “[la] respuesta de un individuo a una condición 
médica grave e irremediable es un asunto crítico para su dignidad y 
autonomía” y está protegido por su derecho fundamental a la libertad 
y seguridad1.  El uso no interpretativo de la dignidad humana en la 
práctica judicial ha sido una de las características más llamativas de 
su presencia en la jurisprudencia constitucional en todo el mundo.

1  Cita a Carter.
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También en Estados Unidos, donde vivo, la Corte Suprema, sin 
contar con el beneficio de una mención expresa a la dignidad en el 
texto constitucional, la ha invocado repetidamente como un concep-
to necesario para dar sentido a la Octava Enmienda (es la Enmienda 
que prohíbe los castigos crueles e inusuales).  El papel de la digni-
dad se conoce mejor a partir de los debates de los años ’702 sobre la 
pena capital.  No obstante, mucho antes del caso Furman vs. Geor-
gia, y con independencia de la discusión sobre la pena capital, ya era 
ley establecida el hecho de que la Octava Enmienda era un asunto 
enteramente vinculado con la dignidad.

El caso relevante aquí fue “Trop vs. Dulles” decidido en 19583. 
Dulles fue John Foster Dulles, secretario de Estado, y Albert Trop 
era un hombre al que, cuando solicitó su pasaporte en 1952, se le 
dijo que su ciudadanía estadounidense había sido revocada a causa 
de su deserción durante el servicio militar en el norte de África.  En 
1942, Trop escapó de una empalizada donde estaba detenido por un 
previo incumplimiento disciplinario.  Dirigiéndose hacia Casablanca, 
fue rápidamente arrestado y sentenciado a tres años de trabajos for-
zados y a una baja deshonrosa.  Estaba bastante sorprendido cuan-
do esta pena adicional de desnacionalización le fue comunicada diez 
años después.

La Corte Suprema anuló esta pena adicional.  El presidente de 
la Corte Suprema en ese entonces, Warren, dijo esto, en su opinión 
para la Corte Suprema:

El concepto básico subyacente en la Octava Enmienda es nada 
menos que la dignidad del hombre...  El uso de la desnacionalización 
como castigo está prohibido por la Octava Enmienda.  Puede que se 
traten cuestiones como la no aplicacion de maltrato físico ni tortura pri-
mitiva.  Sin embargo, hay una destrucción total del status del indivi-
duo en una sociedad organizada...  El castigo despoja al ciudadano de 
su estatus en la comunidad política nacional e internacional.  Su pro-
pia existencia está condicionada o a consideración del país en el que se 
encuentra.  Si bien cualquier país podría otorgarle algunos derechos, ... 
ningún país necesita hacerlo porque es apátrida.  Además, su disfrute 
incluso de los derechos limitados de un extranjero puede estar sujeto 
a revocación en cualquier momento por motivo de la deportación. 
En resumen, el expatriado ha perdido el derecho a tener derechos.

2  Ver Furman vs. Georgia.
3  Trop vs. Dulles 356 U.S. 86 (1958).
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(Esa última frase era sorprendentemente reminiscente de lo que 
Hannah Arendt había escrito en aquella época sobre la apatridia en 
Los orígenes del totalitarismo).

Fue un movimiento muy audaz que la Corte hizo en Trop vs. Du-
lles, o más bien dos movimientos audaces.  Primero, la dignidad fue 
asociada como tema de interpretación con “cruel e inusual”, convir-
tiéndola en un parámetro interpretativo general de la Octava Enmien-
da para la jurisprudencia.  Y segundo, la dignidad se asoció con la 
ciudadanía.  Siendo en sí misma un concepto de estatus (aunque se 
refiere a un estatus moral), la dignidad humana exigía que se respe-
tara el estatus moral del ser humano y se efectivizara el estatus legal 
de la ciudadanía.

§  3. D efinición de “dignidad humana”

Estos movimientos fueron aún más sorprendentes porque se hi-
cieron sin ninguna definición canónica de dignidad en la jurispruden-
cia estadounidense.  De hecho, el uso oficial de este concepto en las 
constituciones y cartas internacionales de derechos todavía no está 
contaminado por ningún intento de definición.  Un respetado jurista 
de derechos humanos de la Facultad de Derecho de Columbia, que 
ahora lamentablemente ya no está con nosotros, Oscar Schachter, ob-
servó una vez sobre la “dignidad humana” que “[su] significado in-
trínseco se ha librado a una comprensión intuitiva”.

Entonces, ¿sobre qué base descubrimos cómo usarlo?  ¿Cómo 
sabemos lo que implica?  ¿La “dignidad” efectivamente tiene un sig-
nificado?  ¿O es solo una pieza de decoración?  El estudio magistral 
de Christopher Mc Crudden sobre el uso moderno del término sugie-
re que la “dignidad” estaba escrita en los preámbulos de los gran-
des convenios de derechos humanos no con el objetivo de transmi-
tir ningún significado particular, sino para operar como una especie 
de referencia en circunstancias en que los redactores querían sonar 
grandilocuentes y filosóficos, aunque no pudieran ponerse de acuerdo 
sobre qué decir4.

La falta de definición canónica ha sido una molestia para muchos 
críticos del concepto.  Dirigiéndose a su uso en debates sobre bioéti-
ca, Stephen Pinker calificó la dignidad como una “noción subjetiva” y 
su colega, Ruth Macklin, la llamó “irremediablemente vaga”, manifes-

4  Mac Crudden, Human dignity in human rights interpretation.
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tando que invocar “el concepto de dignidad sin aclarar su significado 
es usar un mero lema, que no se corresponde con el status moral que 
se le ha asignado”5.  ¿Son estas críticas justas?  A veces me pregun-
to sobre la buena fe de aquellos que exigen una definición precisa del 
concepto.  ¿Quieren algo estático para poder manejarlo y manipular-
lo, de forma que puedan restringir o ampliar su campo de aplicación, 
como decimos en los Estados Unidos?  ¿Quieren domesticar el con-
cepto de dignidad, convertirlo en un factor manejable y calculable de 
nuestra jurisprudencia?  Tal vez, en algún sentido, es bueno que la 
dignidad no se acote a una definición, permitiéndo así que las con-
sideraciones sobre el respeto a nuestra humanidad se presenten en 
formas nuevas y desconcertantes.

§  4. L egado

Si escucharan a críticos como Pinker y Macklin, inferirían que 
depende de nosotros (con nuestra mentalidad filosófica actual) de-
cidir si queremos usar en el futuro el lenguaje de la dignidad o 
no.  Nos hemos circunscripto a eso; por lo que podemos abandonar-
lo si así lo queremos.  Más no creo que esto sea posible.  Todo este 
discurso sobre la dignidad humana no puede simplemente descartar-
se o ignorarse; está ahí en los convenios, constituciones y leyes, nos 
guste o no.  De alguna manera tenemos que aceptarlo.

Del mismo modo, desde el punto de vista filosófico, la presencia 
de “dignidad” en nuestro vocabulario moral no es el resultado del es-
fuerzo intencional de cualquier individuo para llevar la grandeza, la 
pomposidad y la oscuridad a la filosofía moral.  La dignidad humana 
ya está allí, entregada a nosotros por nuestras tradiciones filosóficas, 
desde Cicerón a Kant, o volviendo en la otra dirección desde Jacques 
Maritain a Pico della Mirandola.  La “dignidad humana” puede no 
tener una definición preestablecida, pero nos llega como una heren-
cia de pensamiento moral, con una historia de nuestros intentos a 
través de los siglos de decir qué es especial, trascendental y digno de 
respeto en el animal humano como tal.

Los detalles del legado filosófico de la dignidad pueden marcar 
una importante diferencia práctica.  Quiero ilustrar la importancia 
del legado kantiano al respecto, sobre la base de un caso sucedido en 
Alemania.

5  Pinker, The stupidity of dignity, “The New Republic”, mayo 28, 2008 y 
Macklin, Dignity is a useless concept”, “British Medical Journal”, 327 (2003), 1419.
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Un punto sorprendente de las atrocidades ocurridas el 11 de sep-
tiembre en Nueva York y en otros lugares del este de los Estados Uni-
dos, fue la falta de claridad sobre si las fuerzas militares tenían la 
autoridad, en situaciones in extremis, para derribar aviones llenos de 
pasajeros, que habían sido tomados por terroristas y estaban siendo 
utilizados como misiles contra edificios, con el resultado probable 
de que cientos o miles de personas murieran, superando en un fac- 
tor de 4 o 5 el número de personas a bordo del avión.  En la búsqueda 
de desaparecidos que siguió al 11 de septiembre, algunos países trata- 
ron de establecer explícitamente esta posibilidad en sus leyes para 
que esta especie de incertidumbre paralizante que afligía a la Fuerza 
Aérea de los Estados Unidos, retratada como un subtema en la pelícu-
la de 2006 de Paul Greengrass, United 93, no volviera a suceder.  Uno 
de esos países fue Alemania.  En 2005, el Bundestag promulgó una 
ley (la Ley de Seguridad de Aviación) que estipulaba, en el artículo 
14.3, que “el uso directo de la fuerza armada contra una aerona-
ve está permitido [en casos] donde... la aeronave está destinada a 
ser utilizada como un arma contra vidas humanas, y donde el uso di-
recto de la fuerza armada sea el único medio para evitar este peligro 
inminente”.

Las asociaciones que representan pilotos, azafatas y pasajeros 
regulares de líneas aéreas presentaron una demanda para impugnar 
dicha norma en cuanto a su constitucionalidad, mediante un proceso 
que permite cuestionar su legitimidad ex ante.  Su reclamo se basó, 
claro está, en el derecho a la vida de los inocentes que ya estaban 
en el avión cuando los terroristas tomaron el poder.  Pero no era 
solo el derecho a la vida.  Si hubiera sido solo el derecho a la vida, 
el Gobierno podría haber tenido éxito en su alegato de que la dispo-
sición tenía por objeto reivindicar el derecho a la vida de un núme-
ro aún mayor de inocentes en el equivalente alemán del World Trade 
Center, que serían asesinados por el uso del avión como un misil.

Las bases de dicha impugnación y la decisión del tribunal cons-
titucional alemán dependían de la insistencia en que el derecho a la 
vida debe verse a través de la disposición de la ley básica alemana 
que ya he mencionado: el artículo 1(1) establece que “la dignidad 
humana será inviolable. Respetarlo y protegerlo será deber de toda 
autoridad del Estado”.  Fue el respeto a la dignidad humana lo que 
llevó a afirmar, como dicen los demandantes, que “el Estado no puede 
proteger a la mayoría de sus ciudadanos matando intencionalmente a 
una minoría, en este caso, la tripulación y los pasajeros de un avión”.
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El tribunal acogió este argumento sobre la base de que esta nor-
ma sobre la dignidad marcaba una diferencia sobre tipo de cálculos 
que podría aplicarse en lo respecta al derecho a la vida.  Concreta-
mente manifestó: “Cualquier limitación del derecho fundamental a la 
vida debe considerarse a su vez a la luz de... la garantía de la dignidad 
humana en virtud del artículo 1.1 de la Ley Fundamental”.

Los alemanes toman muy en serio el artículo 1(1).  Lo tratan 
como una concepción kantiana.  El tribunal sostuvo que el artículo 
14.3 de la Ley de Seguridad Aérea ya contemplaba utilizar las vidas 
inocentes a bordo del avión como un medio para proteger vidas ino-
centes del edificio objeto del ataque.  “Relegar su vida en tanto se 
tornan un medio para salvar la vida de otros, supone tratarlos como 
objetos...”, manifestó: “la obligación de respetar y proteger la dignidad 
humana... impide que un ser humano sea un mero objeto del Esta-
do”6.  Pero en realidad, este no es un análisis correcto.  Los pasaje-
ros no serían utilizados como un medio o como simples objetos; sim-
plemente serían asesinados como un efecto secundario de los medios 
que se estaban utilizando.  En realidad, lo que el tribunal realmen-
te estaba controvirtiendo era el uso de la aritmética del consecuen-
cialismo.  “Pesar vidas contra vidas... es inadmisible.  El Estado no 
puede matar a personas porque son menos en número que las que 
el Estado espera salvar al ser asesinados”.  El elemento kantiano 
que se trata aquí es simplemente la comprensión de la “dignidad de la 
vida en términos de valor no fungible” –el que es invaluable–.  Como 
lo expresó Kant en el Fundamento de la metafísica de la moral, 
“todo lo que tiene un valor puede ser reemplazado por otra cosa que 
sea equivalente; sin embargo, aquello que posee dignidad está por 
encima de todo valor, y por lo tanto no admite intercambio por equi-
valente”.  Esa es la forma en que el lente de la dignidad humana re-
fractaba sobre la posición del gobierno sobre el derecho a la vida.

§  5.  ¿Un concepto religioso?

¿Debería preocuparnos que la idea de la dignidad humana sea 
un legado tanto religiosao como filosófico?  En Evangelium vitæ, 

6  “Lo que está absolutamente prohibido entonces es cualquier tratamiento de 
un ser humano por parte de la autoridad pública que cuestione fundamentalmente 
su calidad de sujeto, su estatus como persona, debido ala falta de respeto del valor 
que se le debe a cada persona, en cuanto tal”.
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una encíclica del papa Juan Pablo II, se nos dice: “la dignidad casi di-
vina de todo ser humano”7.

El hombre, aunque se formó del polvo de la tierra... es una mani-
festación de Dios en el mundo, un signo de su presencia, un rastro de 
su gloria...  Al hombre se le ha dado una dignidad sublime, basada 
en el vínculo íntimo que lo une a su Creador: en el hombre brilla un 
reflejo de Dios mismo...  La dignidad de esta vida está ligada no solo 
a su comienzo, al hecho de que proviene de Dios, sino también a su 
fin, a su destino de compañerismo con Dios en conocimiento y amor 
por él8.

¡Emocionantes palabras!  Pero, ¿qué vamos a hacer con esto en una 
sociedad donde algunos mantienen la fe religiosa y otros no?  ¿Es la 
dignidad inevitablemente religiosa?  ¿Hay una versión secular?  ¿O 
la importancia del concepto representa un intento de cristalizar un 
significado trascendente en nuestra ley y moralidad pública?

Sospecho que la hostilidad de algunos sobre la dignidad se en-
cuentra asociada a sus connotaciones religiosas.  Los filósofos se 
muestran preocupados por la infriltración (o retorno) de ideas pro-
cedentes de la religión cargadas de consideraciones morales y políti-
cas.  En 2008, en los comentarios sobre el uso del concepto de dig-
nidad por miembros del panel en bioética del presidente Bush, Steven 
Pinker exclamó incrédulo: “Cómo es que los Estados Unidos, el motor 
de la ciencia en el mundo, alcanzó un punto en el que forcejea con los 
desafíos éticos de la biomecdicina del siglo veintiuno” –con asuntos 
como la conmidificación (hacer que algo se vuelva una commodity, 
un bien de consumo general) de embriones humanos, por ejemplo– 
“utilizando historias de la Biblia, doctrinas católicas y alegorías de 
rabinos”.  Eso es lo que el uso de la dignidad supone a los ojos de al-
gunas personas, y si no podemos despojarnos de ello, entonces ellos 
esperan que podamos elaborar una versión secular de la misma.

§  6. D ignidad y autonomía 

Steven Pinker y Ruth Macklin, los dos críticos que ya he mencio-
nado, se preguntan si el término “dignidad” puede ser reemplazado 
por el término “autonomía”, el que –a su criterio– posee un significa-
do relativamente concreto en psicología y ética médica.  De hecho, la 

7  Encíclica Evangelium vitae, § 25.
8  Encíclica Evangelium vitae, § 34.
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autonomía no es siempre tan concreta, especialmente en lo que res-
pecta a sus usos morales y kantianos.  Pero sí posee una conexión 
clara con la elección de opciones y el consentimiento informado.  Y 
Pinker y Macklin se cuestionan si es plausible suponer que la digni-
dad puede emplearse con otro significado distinto a ese.  En este 
punto, hay una pregunta que me gustaría hacer sobre el “valor dis-
tintivo de la dignidad”.  ¿Es la dignidad solamente una cuestón de 
autonomía, o ella involucra elementos de distinto valor que pueden ir 
más allá de la autonomía?

Ciertamente, ha sido utilizada de formas que hacen dificultoso re-
conciliarla con una concepción libertaria de la autonomía.  El 25 de 
octubre de 1991 en el pueblo francés Morsang-sur-Orge, en los subur- 
bios de la zona sur de París, la policia municipal decidió clausurar 
un centro de entretenimiento en que se realizaba “dwarf-tossing” 
(“lanzamiento de enanos”).  Este entretenimiento consiste en un 
espectáculo en el que un conjunto de jóvenes fornidos son obser-
vados por una multitud, mientras lanzan personas con enanismo lo 
más lejos que pueden por un espacio cerrado cubierto de superficies 
acolchonadas.  El enano viste un casco y otros implementos de pro-
tección, así como pequeños arneces que permiten a quien lo lanza, 
sostenerlo para realizar el lanzamiento.

La policía clausuró el espectáculo con base en razones de orden 
público, expresando que el orden público en Francia supone no uni-
camente la prevención de la violencia, sino también la protección de 
la dignidad humana.  Los organizadores del evento apelaron ante el 
Tribunal Administrativo de Versailles, quien revocó la orden imparti-
da por la policía condenando a la municipalidad a pagar daños.  Pero 
la municipalidad apeló la decisión ante la Corte Administrativa de 
Francia con mayor jerarquía, el Conseild’État, y este mantuvo la de-
cisión adoptada en primer lugar por la policía argumentando que “el 
respeto por la dignidad de la persona humana” es de hecho uno de 
los elementos que componen el órden público, y el “dwarf-tossing” 
por su propia naturaleza –“utilizando como un misil a una persona 
con discapacidad que es presentada como tal”– atenta contra la dig-
nidad humana y, por lo tanto, la municipalidad se encuentra habilita-
da para utilizar el poder de la policía a fin de prohibir tal actividad.

Esta decisión prueba un punto sobre la dignidad humana y su 
rol en el derecho, que algunas personas encuentran perturbador pero 
muchas otras aceptan.  La dignidad humana no es lo mismo que la 
autonomía; no se trata necesariamente de un concepto de emancipa-
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ción.  No parecía haber ninguna violación a la autonomía en el es-
pectáculo de dwarf-tossing: cada uno de los que participaba lo hacía 
voluntariamente y el propio enano, Manuel Wackenheim, cobraba una 
buena suma por su participación.  La intenvención realizada al am-
paro de la dignidad obturó la voluntad libremente prestada por perso-
nas adultas, impidiéndoles realizar lo que deseaban.

El verdadero reto yace en explicar la razón de ello.  Se han 
vertido opiniones divergentes sobre la prohibición del dwarf-tos-
sing.  Pero, incluso aquellos que se oponen a tal prohibición sienten 
cierta incomodidad respecto a esta actividad, especialmente en rela-
ción con su naturaleza transgresora y en la degradación que parece 
implicar.  Existe lo que se denomina respeto, no solo por las eleccio-
nes de las personas, sino por lo que estas son. 

§  7. C onsideraciones sobre la degradación 

Claro que esta charla sobre la degradación –este aspecto distinti-
vo no-emancipatorio de la dignidad humana– puede parecer moralis-
ta, especialmente si se tiene en cuenta que aplica a casos de actividad 
sexual.  En un caso conocido como “the German peep-show case”, el 
Tribunal Administrativo Federal de Alemania sostuvo que el hecho 
de que una mujer se exponga en un programa de televisión de esta 
naturaleza para el beneficio (si tal fuera el caso) de hombres anóni-
mos que la miran sin ser vistos, constituye una violación de la dig- 
nidad humana.  El tribunal manifestó que “esta violación de la 
dignidad humana no está excluida o justificada por el hecho de que 
la mujer que participa de un peep-show, lo haga voluntariamente”. 
De hecho, afirmó, la degradación se vería probablemente agravada 
por tal circunstancia.

El tribunal dejó en claro que si la dignidad es un derecho, en-
tonces se trata de un derecho objetivo, no subjetivo.  “La dignidad 
humana debe ser protegida incluso contra los deseos de la mujer en 
cuestión, cuyas propias ideas subjetivas se desvían del valor objetivo 
de la dignidad humana”.  “La dignidad humana”, se dijo, “es un valor 
objetivo e indisponible, al que los individuos no pueden validamente 
renunciar”9.

Algunos dirán que esto no se encuentra en sintonía con la ten-
dencia actual de la jurisprudencia de considerar a los derechos hu-

9  BVerwGE 84, 314 y BVerwGE 64, 274.
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manos como derechos subjetivos.  Pero, de hecho, los modernos de-
rechos humanos –asociados en cuanto inalienables– son en sí mismos 
más objetivos que subjetivos en carácter.  Ellos han sido objetivos en 
nuestro pensamiento desde los tiempos de Locke, quien apeló a su ca-
rácter inalienable para explicar por qué estos no podrían ser emplea-
dos como una defensa contractualista de la esclavitud y la tiranía.  
Nuestra libertad, sostuvo él, no es nuestra para entregar.

Claramente, algunos discreparán en casos particulares, como el 
caso “Peep-Show”, el caso “Dwarf-Tossing” y la decisión del año 2002 
adoptada en Sudáfrica (“State vs. Jordan”) que caracterizó el trabajo 
sexual como una violación a la dignidad por parte del propio trabaja-
dor sexual.

Pero en nuestra experiencia, en otras áreas del derecho –por 
ejemplo, en el derecho relacionado con el maltrato de los detenidos– 
ha mostrado que nosotros definitivamente necesitamos el concepto 
de degradación con el cual condenar ciertos modos de detención e 
interrogatorio, y que la clave de dicho concepto no radica en la invo-
luntariedad del trato, sino en el desprecio que la bestial degradación 
muestra por la dignidad de la naturaleza humana.  Necesitamos afe-
rrarnos a eso como valor distintivo, incluso si cuestionamos su aplica-
ción en algunos de los casos sexuales.

§  8. C ondiciones dignas de trabajo

Un área donde necesitamos contar con el valor distintivo de la 
dignidad es aquella relativa al análisis de las condiciones de vida de 
las personas.  Es un error, creo yo, asociar la dignidad exclusivamen-
te con la libertad negativa, por ejemplo, exclusivamente con liberta-
des como aquellas contenidas en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos.  Esto es lo que una ecuación de la dignidad con 
la autonomía tiende a realizar.  No me malinterpreten: los derechos 
civiles y politicos son importantes y el valor de la dignidad humana 
puede explicar por qué.  Pero también puede hacerlo respecto de los 
derechos económicos y sociales, y esta es un área inexplorada por la 
jurisprudencia sobre la dignidad. 

El art. 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos in-
siste en que todo aquel que trabaje tiene el derecho a percibir una re-
muneración justa y adecuada que asegure a él y a su familia una exis-
tencia acorde con la dignidad humana.  Permítanme repetir: “que 
asegure... una existencia acorde con la dignidad humana”.  Vale la 
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pena reparar en la elección de los términos empleados aquí.  El art. 
23 no establece tan solo un requisito de cobijo y alimentación; trans-
mite la idea de que los humanos, incluso de la clase más baja, tienen 
una nobleza inherente que debería reflejarse en el estilo de vida que 
pueden garantizarse a sí mismos.  Su modo de vida debería ser tal 
que provoque el respeto debido a los seres humanos en cuanto tales 
y, una vez más, que contraste con una existencia animal degradada.

Lo mismo podría decirse sobre las condiciones del trabajo.  Hay 
un trabajo duro, sucio y difícil de realizar en los niveles más bajos de 
la economía, por lo que se debe prestar especial atención a la digni-
dad de ese trabajo, asegurando que no solo las personas que lo hacen 
sean debidamente salvaguardadas y remuneradas, sino que también 
que estas puedan disfrutar de lo que la Constitución de Argentina lla-
ma “condiciones de trabajo dignas y equitativas”.  Nuevamente, esto 
no es algo que la autonomía por sí misma va a resolver.

Hablar de la dignidad del trabajo ha sido un tema principal de la 
tradición de la dignidad por mucho tiempo, un siglo o más.  No se 
trata solo del valor del trabajo y la contribución que las ocupaciones 
no-profesionales hacen a la civilización humana, aunque eso es im-
portante.  La disposición argentina citada nos recuerda que la dig-
nidad del trabajo refiere a las condiciones de trabajo y la disposición 
de la DUDH nos recuerda que demandas por una remuneración justa 
no tienen que ver únicamente con si estas merecen ser recibidas o no, 
sino también sobre el alto estatus humano de cada persona y familia.

En mi propio trabajo sobre la dignidad, me he esforzado por en-
fatizar esta idea de la nobleza universal: que la dignidad confiere a 
cada persona, incluso la de clase más baja, el estatus de un ser hu-
mano de alto rango, con derecho a ser respetado, lo que en el pasado 
estaba reservado únicamente a personas pertenecientes a clases de 
alto rango.

§  9. D ignidad y respeto

Esto nos lleva a la cuestión del respeto y su relación con la digni-
dad.  Reemplazar la dignidad con la autonomía es una posibilidad y, 
como he indicado, tengo mis dudas al respecto.  Otra forma de apro-
ximarse a la idea de dignidad humana es preguntarnos si agrega algo 
distintivo a nuestra noción de respeto por las personas.

De hecho, creo que la respuesta a esta pregunta puede ser: “No”.  
Quizá no haya mucho espacio conceptual entre la dignidad humana y 



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 103-122 

Waldron, Jeremy, El valor distintivo de la dignidad humana 115

el respeto por las personas.  Pero si es así, esto se debe a que el res-
peto por las personas es una forma de transmitir el valor distintivo de 
la dignidad, y hablar de dignidad es atender a un aspecto particular 
en la idea de respeto.  La dignidad identifica el objeto de respeto en 
la persona, transmitiéndonos que nuestra ética de respeto no supo-
ne un compromiso arbitrario, sino que hay algo acerca de la persona 
humana como tal, el estatus que tiene, que explica la exigencia de 
respeto.

El respeto es una idea complicada y creo que la dignidad hu-
mana participa de muchas de esas complicaciones.  Immanuel Kant 
elabora la idea de respeto como el asombro que sentimos frente a 
nuestras propias capacidades morales (ya sea que las ejercitemos 
adecuadamente o no –en un momento volveré sobre eso–).  Pero 
estas son capacidades que también provocan atención, deferencia y 
acomodo en la personalidad de los demás.  Respetamos a los hu-
manos en cuanto capaces de elegir; por eso es que importa la au-
tonomía moral.  Los respetamos como seres capaces de opinión 
y juicio, lo que se refleja en las estructuras políticas democráticas. 
Y los respetamos en cuestiones elementales como la deferencia y la 
etiqueta.  El valor de la autonomía está afectado aquí, pero es solo 
una parte del enfoque distintivo sobre el valor que el respeto y la dig-
nidad conllevan.

§  10. R espeto por todos los demás: igualdad y no discriminación

Otro valor importante implicado en el análisis de la dignidad es 
el valor de la igualdad.  La dignidad humana se vincula a los seres 
humanos en cuanto tales, y es por lo tanto igualitaria.  Es motivo de 
respeto identificado en una antropología moral en el ser de todos los 
humanos sin discriminación.  Pero no es solo igualdad en un sen-
tido aritmético.  La dignidad humana es una altamente igualitaria: 
nos nivela, tratando a cada uno de nosotros, para ciertos propósitos, 
como el más elevado dignatario y el de más alto rango.  Como su-
giere el último término, la palabra dignidad no siempre se utilizó de 
manera igualitaria.  Solía asociarse con un estatus alto y diferencial 
en una jerarquía de rango, mérito y nacimiento, de manera que se 
hablase de dignidad en alusión a un presidente, o la dignidad de un 
juez, o –que Dios nos ayude– la dignidad de un profesor.  Se sigue 
empleando el término con este significado aunque con distinto pro-
pósito.  La dignidad humana –la igual dignidad de los seres huma-
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nos– cambia el escenario de esa concepción jerarquizada, al tratarnos 
a todos como si fuéramos nobles y al denunciar cualquier sugerencia 
de que algunos humanos son de mayor importancia o poseen mayor 
valor moral que otros.

Naturalmente, entonces, la dignidad humana cumple un rol im-
portante en relación con la legislación sobre discriminación, funda-
mentalmente en Sudáfrica, dónde, como ha dicho el juez Moseneke, el 
logro de la igualdad preocupa a nuestro pensamiento constitucional... 
[y donde] el objetivo a largo plazo... es una sociedad no racista y no 
sexista en la que cada persona sea reconocida y tratada como un ser 
humano de igual valor y dignidad.

Sin embargo, consideremos este ejemplo. Frederick Jacobus van 
Heerden era un legislador blanco del Parlamento sudafricano, cuya 
carrera política se desarrolló desde la era del apartheid hasta la nue-
va Sudáfrica.  Cuestionó ante el Tribunal Constitucional los arreglos 
de pensiones para el nuevo Parlamento.  La transición del apartheid 
había garantizado los derechos a percibir pensiones de los funciona-
rios políticos existentes; pero, también se dispuso aumentar las con-
tribuciones durante cinco años a los nuevos miembros del Parlamen-
to, que no habían sido elegidos para servir en el Parlamento durante 
el apartheid y, por lo tanto, no habían podido acumular los derechos 
de pensión de la misma manera.  Van Heerden afirmó que los benefi-
cios adicionales para los legisladores negros resultaban discriminato-
rios respecto de los MPs, basándose en motivos raciales, favoreciendo 
así a los africanos por sobre los legisladores blancos existentes.

Ahora, el derecho constitucional antidiscriminacion en la Sudá-
frica pos-apartheid es complicado.  En primer lugar, lo que está pro-
hibido según el art. 9 de la Constitución de Sudáfrica no es la discri-
minación per se sino la discriminación injusta.  En segundo lugar, 
hay una disposición explícita en el art. 9(2) para medidas paliativas, 
lo que podríamos llamar acción afirmativa.  “Para promover el logro 
de la igualdad, se pueden tomar medidas legislativas y de otro tipo 
destinadas a proteger o ayudar a las personas o categorías de perso-
nas desfavorecidas por la discriminación injusta”.  Y en tercer lugar, 
el art. 9, como muchos de los derechos en la Constitución, está limita-
do por lo dispuesto en el art. 36(1) de la Constitución: “Los derechos 
contenidos en la Declaración de Derechos pueden limitarse por ley si 
la limitación es razonable y justificable en el marco de una sociedad 
abierta y democrática basada en la dignidad humana, la igualdad y la 
libertad”.
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El ministro de Finanzas argumentó que bajo uno u otro de estos 
encabezados, la diferenciación de contribuciones-pensiones podría 
mantenerse como legítima.  Quienes se beneficiaron del nuevo plan 
fueron los que se vieron perjudicados por el apartheid; por lo que tal 
vez ello podría justificarse al amparo de lo establecido por el art. 9 
(2).  O más allá del art. 9(2), tal vez podría demostrarse que la dis-
posición no era injusta para aquellos como el Sr. Van Heerden, que 
no se beneficiaron de sus disposiciones, o que era “razonable y jus-
tificable en [una]... sociedad basada sobre la dignidad humana”.  La 
discriminación es injusta, dijo el juez Ngcobo, solo cuando se basa en 
el supuesto de que [un] grupo desfavorecido no es digno [e] ... inferior 
a otros grupos. ... La igualdad consagrada en nuestra Constitución no 
tolera distinciones que traten a otras personas como “ciudadanos de 
segunda clase, que los degradan, que los tratan como menos capaces 
sin una buena razón”.

Pero, afirmó, las medidas en el caso de la pensión no tuvieron un 
impacto negativo en la dignidad de los demandantes y no debieron 
haber afectado su sentido de autoestima.  El plan no tuvo un impac-
to en su dignidad porque no tuvo un impacto negativo en el sentido 
de autoestima de los demandantes.  Ngcobo dijo que era “una espe-
cie de discriminación que cualquier ciudadano puede enfrentar cuan-
do existe la necesidad de tener en cuenta las diferentes circunstan-
cias financieras en que se encuentran las personas”.  O en palabras 
del juez Albie Sachs: Los viejos parlamentarios no perdieron nada.  
Ni su bolsillo ni su dignidad fueron atacados.  No estaban siendo 
castigados por haber sido parte de la antigua configuración del apar-
theid.  Simplemente se los excluía de algunos beneficios especiales 
que se otorgaban por razones objetivamente justificables a los nuevos 
parlamentarios.

Un impacto negativo en la dignidad es, por lo tanto, parte de lo 
que se requiere, para mostrar una discriminación injusta en la juris-
prudencia constitucional sudafricana.

Por supuesto, uno debe ser cuidadoso con esto.  Debemos recor-
dar lo que manifestó la mayoría en la Corte Suprema de los Estados 
Unidos en “Pless vs. Ferguson”, al abordar una queja de afroameri-
canos sobre un estatuto que separaba o dividía los vagones de ferro-
carril: “Consideramos que la falacia subyacente del argumento del 
demandante consiste en la suposición de que la separación forzada de 
las dos razas marca a la raza de color con una insignia de inferio- 
ridad.  Si esto es así, no es por algo que se encuentra en el acto mis-
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mo de separar, sino únicamente porque la raza de color elige poner 
esa construcción sobre él”.

Y debemos ser conscientes de la respuesta del juez Harlan en 
desacuerdo: “Nos jactamos de la libertad disfrutada por nuestra gente 
sobre todos los demás pueblos.  Pero es difícil conciliar esa ostenta-
ción con un estado de derecho que, prácticamente, pone la marca de 
servidumbre y degradación en una gran parte de nuestros conciuda-
danos, nuestros iguales ante la ley”10.

La dignidad no siempre se preserva en la práctica del respeto 
separado pero igual.  Probablemente sea inevitable que la discrimi-
nación injusta se esfuerce por obtener el beneficio de este criterio 
de “compatibilidad con igual dignidad”.  Sin embargo, esa es una 
razón, no para abandonar el test, sino para administrarlo con más 
cuidado.

§  11. I nalienabilidad

Nuestra insistencia en el valor distintivo de la igual dignidad tie-
ne su prueba más dura cuando se enfrenta a aquellos que tienden a 
demonizar o bestializar a los delincuentes.  He escuchado a personas 
quejarse: “¿De verdad estás diciendo que un terrorista o un nazi tiene 
la misma dignidad humana que el resto de nosotros?”.  La respues-
ta es: “sí”, aunque la dignidad no es todo lo que hay para la evalua-
ción moral o legal del caso, y no determinará la decisión que deba 
tomarse.

Consideremos otro caso difícil y preocupante, esta vez de Is-
rael.  En diciembre de 2005, el Tribunal Supremo de Israel, en su 
calidad de Alto Tribunal de Justicia, analizó la política del gobierno 
israelí de asesinatos selectivos.  Por “asesinato selectivo” me refiero 
a los ataques preventivos destinados a matar a miembros de organiza-
ciones terroristas, incluso cuando estos no participan activamente en 
actividades terroristas.

10  El juez Harlan no puede imaginar una mejor declaración sobre la igual dig-
nidad que esta: “En la visión de la Constitución, a los ojos de la ley, no hay en este 
país una clase superior, dominante de ciudadanos.  No hay casta aquí.  Nuestra 
Constitución es daltónica y no conoce ni tolera las clases entre los ciudadanos...  El 
más humilde es el par de los más poderosos.  La ley considera al hombre como 
hombre, y no toma en cuenta su entorno o su color cuando se trata de sus derechos 
civiles garantizados por la ley suprema del Estado”.
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En una larga y muy reflexiva opinión, el presidente emérito del 
Tribunal Supremo israelí, Aaron Barak, rechazó la idea planteada por 
los demandantes respecto a que el asesinato selectivo siempre fue in-
correcto.  Este dijo que no se podía descartar el derecho de los mi-
litares de Israel a usar la fuerza contra las personas que habían par-
ticipado y que tenían la intención de continuar cometiendo actos de 
terrorismo.  No hay mas opción, dijo el juez Barak, que abordar estas 
situaciones caso por caso.  Pensaba que, en determinadas circuns-
tancias, el asesinato selectivo podría ser permisible si no fueran posi-
bles otras formas de interdicción y aprehensión, si el número de bajas 
civiles era limitado, y si realmente estábamos tratando con alguien 
que salía del territorio civil para llevar a cabo operaciones terroristas 
y luego volvía a refugiarse en este.  Su posición fue matizada en rela-
ción con lo planteado por los demandantes.

Sinceramente, no me preocupan los detalles de la decisión de la 
Corte, sino dos premisas que el presidente Barak dijo que eran im-
portantes.  La primera premisa era que la actividad terrorista repre-
senta una amenaza desesperada para el pueblo israelí y la sociedad 
israelí.  (Esto fue en 2005, antes de la reciente calma en los bom-
bardeos.  Israel en ese período pagó un precio terrible en las vidas 
inocentes de su propio pueblo como resultado de los miles de ataques 
terroristas dirigidos contra él).  Esa fue la primera premisa.

La segunda premisa, que voy a citar textualmente (bueno, en 
la traducción del hebreo moderno) establece: “Huelga decir que los 
combatientes ilegales no están más allá de la ley [...]  Dios también 
los creó a su imagen.  Su dignidad humana también debe ser hon-
rada; ellos también disfrutan y tienen derecho a protección [...] por el 
derecho internacional consuetudinario.

“No hace falta decirlo”, pero tal vez sea necesario decirlo de to-
dos modos y decirlo en estos sorprendentes términos: “Dios los creó 
también a su imagen”, para hacernos recordar que, aunque estamos 
tratando con una persona malvada que matará y mutilará decenas de 
personas inocentes si tiene la oportunidad, aun así, estamos hablan-
do de un portador de la dignidad dada por Dios.  No es un crédito 
para la raza humana, por supuesto, pero igualmente es un miembro 
de ella, con el valor y el estatus que esto implica.  Incluso si esta-
mos hablando de alguien que justamente es responsable por sus ac-
ciones e intenciones de violencia mortífera, no estamos hablando de 
una bestia humana, que, como dijo John Locke, “puede ser destruida 
como un León o como Tigre, una de esas bestias salvajes con las que 
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los hombres no pueden estar en sociedad ni tener seguridad, un buen 
animal que se volvió malo, un extraño para nuestra especie, algo que 
puede ser manipulado, maltratado o explotado como una mera herra-
mienta para nuestros propios fines” (el propósito de salvar las vidas 
de los miembros de nuestra comunidad).  El terrorista puede ser 
un hombre malvado y peligroso, pero también es creado a imagen de 
Dios, y el estatus asociado con esa calificación impone restricciones 
sobre cuán levemente podemos tratar la cuestión de lo que debe ha-
cerse respecto de él.

El principio de la dignidad humana limita lo que podemos hacer a 
los presuntos terroristas.  Limita los castigos que podemos imponer; 
pone límites sobre cómo los interrogamos; limita los tiempos y plazos 
con que podemos decidir sobre ellos; y por lo tanto, limita la forma en 
que podemos tomar decisiones casuales en casos de asesinatos selecti-
vos.  El juez Barak planteó esto bajo la proposición de que Dios creó a 
los terroristas también a su imagen, con el fin de detenernos, no para 
resolver el asunto, sino para insistir en que la mayor consideración 
debe tomarse a la luz de este juicio, porque estamos hablando de se-
res dotados de dignidad humana.  Igualmente sostuvo que el asesi-
nato selectivo podría estar justificado en ciertos casos.  Pero siem-
pre que se tenga presente el valor distintivo de esta consideración: 
el terrorista más cruel es uno de nosotros; él tiene la dignidad de la 
humanidad; y es por eso que debemos tener cuidado con la forma en 
que pensamos sobre él.

§  12. U nificando temas

Es hora de terminar esta conferencia.  He tratado de ilustrar 
varias proposiciones filosóficas sobre el valor distintivo de la digni-
dad humana por referencia al contenido vivo y las implicaciones en 
casos reales de todo el mundo.  Los casos muestran dignidad en 
acción, desafiando la complacencia asociada con valores más fami-
liares.  Ilustran las innumerables formas en que las personas han 
recurrido a la herencia asociada con este término para expresar su 
respeto por la humanidad.

Considero que surge en forma evidente de estos casos que la 
“dignidad” no es solo un término ornamental.  Agrega un valor dis-
tintivo y a veces controvertido a los argumentos legales en los que se 
basa.  Algunos podrán considerar sus implicaciones como extrava-
gantes, en el caso de la seguridad aérea alemana, por ejemplo, o como 
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moralmente objetable, como en el caso del peep show.  Ciertamen- 
te, deberíamos preguntarnos cómo, en ausencia de una definición, 
sería posible tratar de mostrar a un tribunal que un uso particular 
de la “dignidad humana” ha ido demasiado lejos.  Si tengo una críti-
ca para hacer a la jurisprudencia moderna sobre la dignidad es que no 
le ha dedicado suficiente énfasis a este aspecto.  En ausencia de una 
definición restrictiva, debemos familiarizarnos más con los argumentos 
que limitan la aplicación de la dignidad, así como con los argumen-
tos que la amplían.

He aquí un último caso para discutir.  Se trata de un criminal 
de guerra alemán condenado.  En 1986, un hombre que, como inte-
grante de las SS, había participado en una gran cantidad de asesina-
tos de personas en Auschwitz, incluidos niños y mujeres embaraza-
das, solicitó su liberación aun cuando su sentencia de condena había 
dispuesto una pena de prisión a perpetuidad, habiendo cumplido a 
ese momento más de 22 años de prisión.  Afirmó que continuar pri-
vado de libertad por más tiempo constituiría una violación de la dig-
nidad humana, en la medida en que implicaría sostener que el mis-
mo se encontraba más allá de toda redención.  Su alegato se basaba 
en la siguiente doctrina promovida por los tribunales alemanes: 
“Es incompatible con la disposición de la Ley Fundamental sobre la 
dignidad humana que el Estado prive a una persona de su liber-
tad sin brindarle al menos la oportunidad de recuperar algún día 
esa libertad”.

Existe una doctrina similar en la jurisprudencia de la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos.  No niega que las personas 
involucradas merezcan un castigo.  Esta doctrina sostiene que las 
autoridades penitenciarias tienen el deber de luchar por la rehabili-
tación de los detenidos, incluso los condenados a cadena perpetua, 
y que la posibilidad de ser puestos en libertad después de la rehabi-
litación, es un requerimiento constitucional en cualquier comunidad 
que establezca la dignidad humana como elemento central.  Las sen-
tencias de cadena perpetua –vida sin libertad condicional– ya no son 
aceptables desde este punto de vista, dado el vínculo entre la digni-
dad humana y el respeto por la capacidad moral y la perspectiva de 
redención que eso genera.  El principio es una inferencia bastante 
razonable de la idea de la dignidad humana.  ¿Pero qué pasa con su 
aplicación en el caso de este criminal de guerra?

Donald Kommers nos cuenta que “los oficiales de la [p]risión apro-
baron la petición del prisionero para su liberación en 1982, cuando 
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tenía ochenta y ocho años, pero el Tribunal Regional Superior de 
Francfort no permitió la liberación debido a la gravedad del crimen 
cometido por este.  El Tribunal Constitucional confirmó esta senten-
cia, argumentando que el Tribunal Superior había sopesado debida-
mente los factores pertinentes a una decisión de liberación y el res-
peto constitucional debido a la dignidad humana”.  Al llegar a esta 
conclusión, el Tribunal estuvo de acuerdo, en principio, con que “el 
derecho a la dignidad humana no se le puede negar a ningún de-
lincuente, a pesar de la gravedad y la barbarie del crimen cometi-
do”.  Debe haber alguna posibilidad de liberación anticipada, no solo 
ante un eventual caso de riesgo de muerte del preso debido a la vejez, 
sino también en caso de rehabilitación.  Aun así, teniendo en cuenta 
la gravedad de los delitos del criminal de guerra y el hecho de que no 
mostró remordimiento por ellos, a pesar de haber vivido en libertad 
desde 1945 hasta 1962, el Segundo Senado del Tribunal Constitucio-
nal alemán estaba dispuesto a aceptar la continuación del encarcela-
miento por al menos unos pocos años más.  Tal vez después de eso, 
se podría aplicar un mayor peso a su edad, su dignidad y su actual 
ausencia de peligrosidad.

No es una afrenta a la dignidad humana que los principios que 
genera a veces se vean limitados de esta manera.  La jurisprudencia 
de la dignidad humana es en gran medida un “trabajo continuo” y, a 
medida que procedemos con ella, necesitaremos ver su valor distin-
tivo operando más claramente en una interacción genuina con otros 
valores.  En cualquier caso, espero haber podido proporcionar algu-
nas buenas ilustraciones de la forma en que avanza este trabajo conti-
nuo y de algunos problemas que plantea.
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académicos y capítulos de libro y otras publicaciones sobre temáti-
cas entre las que se cuentan la democracia, los derechos liberales, el 
constitucionalismo, la teoría de la propiedad, la tortura, la tolerancia, 
y la filosofía del derecho internacional.  Basta para comprobar-
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lo pasar revista a los títulos de los libros publicados por el profesor 
Waldron: 

Iguales los unos a los otros: la base de la igualdad humana 
(2017).

Teoría política genuinamente política: ensayos sobre insti-
tuciones (2016).

Leyes parciales comunes a toda la humanidad: el derecho 
extranjero en los tribunales estadounidenses (2012).

Dignidad, rango y derechos (2012).
El estado de derecho y la medida de la propiedad (2012).
Tortura, terror y soluciones de compromiso: filosofía para la 

Casa Blanca (2010).
La tolerancia y sus límites (editado con Melisa Williams, 2008).
Dios, Locke y la igualdad: los fundamentos cristianos del 

pensamiento político de Locke (2002).
Derecho y desacuerdo (1999).
La dignidad de la legislación (1999).
Derechos liberales: artículos reunidos 1981-1991 (1993).
La ley (1990).
El derecho a la propiedad privada (1988).
Sinsentidos sobre zancos: Bentham, Burke y Marx sobre los 

Derechos del Hombre (1987).
El profesor Waldron ha hecho un número importante de aportes 

significativos a los debates de la filosofía política y jurídica contem-
poránea, pero creo que podemos concentrarnos hoy –dado que inten-
tar abarcar en el tiempo del que disponemos todos los aspectos de 
su producción sería imposible– en el conjunto de ideas que probable-
mente han tenido mayor influencia hasta el momento.  Me refiero a 
la novedosa y radical concepción del la legitimidad y la autoridad po-
lítica que el profesor Waldron desarrolla en Derecho y desacuerdo 
(DD), La dignidad de la legislación (DL) y otros textos posterio-
res.  Un corolario directo de esa concepción es su conocida y muy 
discutida crítica de las cartas de derechos y de la revisión judicial de 
constitucionalidad de las leyes.

La primera aproximación que tuve a estas ideas fue un texto es-
pecialmente relevante para los miembros de nuestra comunidad aca-
démica, en el que Waldron desarrolla una crítica de la teoría de la 
democracia deliberativa de Carlos Nino, quien fuera, como sabemos, 
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profesor de Filosofía del Derecho en esta casa de estudios.  Se tra-
ta del artículo Deliberación, desacuerdo y votación1, publicado el 
mismo año que Derecho y desacuerdo y La dignidad de la legisla-
ción y que desarrolla en relación con la obra de Nino, algunas de las 
críticas a las concepciones deliberativas de la democracia que apare-
cen en la primera obra citada. 

Si queremos reconstruir la estructura fundamental de las ideas 
desarrolladas por el profesor Waldron en los libros mencionados, hay 
que partir de la concepción liberal del la legitimidad política que jue-
ga a mi juicio un papel clave en su propuesta.  Waldron afirma que 
nuestra concepción de la argumentación en filosofía política en tanto 
se orienta a intervenir en los asuntos públicos debe guiarse [...] por 
la idea de que las instituciones sociales, políticas y jurídicas deben 
ser, en principio, explicables y justificables frente a todos aquellos 
que tienen que vivir con ellas.  Hemos rechazado todo lo esotéri-
co en teoría política [...]  Los modelos teóricos de consentimiento y 
contrato social, y los límites correspondientes de publicidad y trans-
parencia, nos obligan a generar argumentos que intenten ser inteli-
gibles para todo aquel cuyos intereses están en juego y que –en espí-
ritu, sino en la letra– estén en consonancia con los argumentos que 
ellos encontrarían persuasivos en sus conversaciones con otras per-
sonas [...]  La filosofía política contemporánea revela un compromi-
so con la idea de que los argumentos teóricos apuntan no solamente 
a justificar las leyes o las propuestas políticas, sino también a justifi-
carlas frente a los hombres y mujeres comunes a los que van a afectar 
(DD, p. 229).

La tesis liberal de la legitimidad política es también una tesis so-
bre la autoridad, es decir, sobre el uso legítimo de la autoridad políti-
ca.  La autoridad política legítima no existe a menos que pueda ser 
en principio justificada frente a todas las personas sobre las que pre-
tende tener fuerza vinculante, en términos que resulten inteligibles 
y aceptables para ellas.  La justificación política no tiene un estatus 
meramente epistémico ni teórico, no es meramente argumentación 
bien construida y válida, coronada por conclusiones supuestamente 
verdaderas.  Es justificación frente los afectados, inteligible para 
ellos y, al menos en principio, persuasiva para ellos (o que sea razona-
ble considerar como persuasiva para ellos). 

1  Cfr. Waldron, “Deliberation, disagreement, and voting”, en Koh - Slye (eds.), 
Deliberative democracy and human rights.



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 123-133 

Garreta Leclercq, Mariano, Laudatio académica a Jeremy Waldron126

Una lectura superficial de las consideraciones precedentes po-
dría concluir que esta concepción de la legitimidad y la autoridad po-
lítica no nos llevan muy lejos de la tradición dominante en la filosofía 
política occidental.  Podría sostenerse que cualquier concepción de 
la justicia o de los derechos fundamentales podría satisfacer dicha 
concepción.  Debo hacer aquí una digresión o una suerte de intro-
ducción apoyada en las influyentes ideas de John Rawls, para intro-
ducir y poner en cierto contexto la novedosa y radical posición del 
profesor Waldron. 

Para Rawls la tradición dominante en la filosofía política occiden-
tal reuniría en sus filas a Platón, Aristóteles, la tradición cristiana 
representada por Agustín y Tomás de Aquino, el utilitarismo clásico y 
las concepciones liberales “éticas” defendidas más recientemente por 
autores como Joseph Raz y Ronald Dworkin2.  Según Rawls, uno de 
los rasgos comunes de todas estas doctrinas consiste en la idea 
de que “las instituciones admiten justificación solo en la medida en 
que promueven la concepción del bien verdadera.  En realidad –con-
tinúa Rawls– desde el pensamiento griego, la tradición dominante pa-
rece haber sido la que afirma que no hay más que una concepción 
razonable y racional del bien”.  Desde la perspectiva de la tradición 
dominante “el objetivo de la filosofía política consiste entonces en de-
terminar la naturaleza y el contenido del bien”3.

Pero, ¿por qué deberíamos concluir que las teorías filosóficas 
pertenecientes a la tradición dominante, muchas de las cuales son 
modernas o contemporáneas y algunas de ellas, claramente liberales, 
resultan incapaces de cumplir con los requisitos que impone la con-
cepción liberal de la legitimidad?  ¿Acaso no apelan a argumentos 
inteligibles y potencialmente aceptables para todos los afectados?

Rawls pensaba que la tradición dominante era incapaz de satisfa-
cer la concepción liberal de la legitimidad (concepción que define en 
términos similares a Waldron).  Como afirmaba Rawls, en oposición 
a la tradición dominante, una teoría adecuada de la justicia, lo que 
él denominaba, una “concepción política de la justicia”: [...] parte del 
supuesto de que hay varias doctrinas comprehensivas razonables [re-
ligiosas, filosóficas y morales] en conflicto, cada una con su concep-
ción del bien y todas ellas compatibles con la plena racionalidad de 
las personas humanas [de modo que] la cuestión que la tradición do-

2  Cfr. Rawls, Political liberalism, p. 134 y 135.
3  Cfr. Rawls, Political liberalism, p. 135.
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minante ha tratado de responder carece de respuesta: ninguna doc-
trina comprehensiva resulta adecuada como concepción política de la 
justicia para un régimen constitucional4.

La explicación de las razones por las que se debe asumir esta 
de posición deriva de tomar en serio, como un fenómeno básico de 
la cultura de las democracias contemporáneas, el hecho del pluralis-
mo razonable.  Rawls explica este fenómeno por medio de la apela-
ción a las cargas de juicio.  Las cargas del juicio, es decir, las fuentes 
del desacuerdo razonable, hacen referencia a “las muchas dificulta-
des (hazards) implicadas en el ejercicio adecuado (y consciente) de 
nuestras facultades de razón y juicio en el curso ordinario de la vida 
política”5.  Se trata de factores como la dificultad para evaluar evi-
dencias –empíricas y científicas–, en virtud de su carácter conflicti-
vo y complejo; la dificultad para acordar el peso que se le debe otor-
gar a consideraciones normativas que las distintas partes reconocen 
como relevantes; la vaguedad de los conceptos morales y políticos; 
la influencia que tiene la muy diversa experiencia vital global de los 
agentes sobre el modo en que estos dan forma a los valores morales 
y políticos; la existencia de genuinos dilemas morales, etcétera.

Tomar conciencia de las implicaciones de estas dificultades que 
afectan a nuestros juicios tanto valorativos como teóricos, conduce a 
reconocer uno de los hechos básicos de nuestra experiencia política: 
la idea de que “muchos de nuestros juicios más importantes son reali-
zados en condiciones en las que no es de esperar que personas cons-
cientes, en pleno uso de sus facultades de razón, ni siquiera tras una 
discusión libre, arriben unánimemente a la misma conclusión”6. 

Para Rawls el resultado del hecho del desacuerdo razonable es 
que ninguna doctrina comprehensiva religiosa, filosófica o moral pue-
de servir a la justificación pública de una concepción de la justicia 
que resulte aceptable para todos los afectados.  Ninguna de estas 
doctrinas es adecuada para satisfacer el requisito de justificación ba-
sada en razones inteligibles y aceptables para todos los afectados que 
demanda la concepción liberal de la legitimidad política.

Rawls pensaba, sin embargo, que esta situación de desacuerdo 
razonable insuperable no afectaba a las concepciones políticas de la 

4  Cfr. Rawls, Political liberalism, p. 135.
5  Cfr. Rawls, Political liberalism, p. 56.
6  Cfr. Rawls, Political liberalism, p. 58.
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justicia, es decir, a concepciones más acotadas que podían ser deriva-
das las tradiciones específicamente políticas de las democracias cons-
titucionales contemporáneas.  La hipótesis de Rawls, es que en una 
sociedad democrática que se ha desarrollado en forma satisfactoria a 
lo largo del tiempo existe una cultura de lo político significativamente 
diferenciada de la “cultura de trasfondo” (backgound culture) de la 
sociedad civil.  Esta cultura política contendría, al menos en forma im-
plícita, las “ideas intuitivas fundamentales” que constituyen el material 
 a partir del cual se construye la concepción política de la justicia7.

Aunque Waldron se acerca mucho a Rawls en su caracterización 
del fenómeno del desacuerdo razonable (al que también asigna un 
papel central en su propuesta), discrepa en este último punto.  Wal-
dron considera, contra Rawls, poco realista suponer que las cargas 
del juicio y el hecho del desacuerdo razonable no afectan por igual 
tanto a las doctrinas comprehensivas religiosas, filosóficas y mora-
les y como a las concepciones relativas a la justicia, la equidad y los 
derechos más fundamentales.  La controversia razonable es ineli-
minable también en este terreno.  Según Waldron las concepciones 
políticas de la justicia no tienen ninguna ventaja respecto de las doc-
trinas comprehensivas religiosas, filosóficas o morales frente al he-
cho del pluralismo.  La idea de Waldron es que ninguna respuesta 
substantiva, sea comprehensiva o política, es capaz de satisfacer las 
demandas de justificación recíproca del principio liberal de la legiti-
midad. La respuesta de Waldron a esta encrucijada no es, sin embar-
go, el anarquismo, es decir la tesis de que no existe autoridad política 
legítima, sino una respuesta procedimental, que podríamos denomi-
nar, siguiendo a David Estlund, procedimentalismo equitativo (Fair 
proceduralism)8.  La idea de Waldron es que las decisiones políticas 
pueden ser reconocidas como dotadas de autoridad cuando han sido 
el resultado de un procedimiento deliberativo mayoritario que resul-
ta equitativo para todos los ciudadanos y sus puntos de vista.  Los 
procedimientos democráticos regidos por la regla de la mayoría no 
pueden estar subordinados a ninguna concepción substantiva parti-
cular de la justicia, de los derechos o incluso de la democracia, por-
que cualquiera de estos puntos de vista estará abierto a objeciones 
razonables que tendrían poder de veto sobre ellos.

7  Cfr. Rawls, Political liberalism, p. 38, nº 41.
8  Estlund, Jeremy Waldron on law and disagreement, “Philosophical Stu-

dies 99”, p. 111 a 128, may. 2000, 
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El argumento de Waldron en favor de esta conclusión radical po- 
dría resumirse en los siguientes términos.  Sigo en este punto la re-
construcción de la argumentación de Waldron ofrecida por Thomas 
Christiano9.

Dadas las “circunstancias de la política” los ciudadanos recono-
cen que existen siempre desacuerdos insalvables acerca de la justi-
cia y, a la vez, todos perciben la necesidad de establecer un curso de 
acción común.  En dichas circunstancias, como afirma Waldron, es 
importante que las comunidades tomen sus decisiones en determi-
nados foros, utilizando procedimientos que se muestren respetuosos 
con sus desacuerdos y que permitan que las voces en contienda sean 
escuchadas en un debate a partir del cual debería surgir la solución a 
un problema común.

De modo que:

a)  En las “circunstancias de la política” existe la necesidad de 
promulgar una legislación común que coordine la actividad de los ciu-
dadanos, pero hay un desacuerdo insuperable acerca cuál es la mejor 
solución al problema, es decir, la mejor legislación.

b)  Cuando hay una necesidad de tomar decisiones colectivas y 
desacuerdo acerca de cuál debe ser la decisión, debe apelarse a un 
método de decisión en el que el resultado no dependa de los supues-
tos méritos sustantivos de las propuestas en juego.

c)  La regla de la mayoría expresa respecto por los agentes invo-
lucrados en dos sentidos: toma en cuenta, como importantes y genui-
nos, los desacuerdos de cada individuo, y toma en cuenta a todos por 
igual (DD, p. 111).

d)  Un método de decisión que respeta por igual a todas las per-
sonas producirá una legislación que es digna de respeto (DD, p. 109).

e)  Por lo tanto, la legislación producida por la regla de la mayo-
ría en las circunstancias de la política es merecedora de respeto y re-
conocimiento.

Waldron extiende este argumento a la determinación del conte-
nido de derechos liberales fundamentales como la libertad de expre-
sión, el derecho a la privacidad, la libertad de asociación y la propie-
dad privada.  Establece un paralelo y subraya las semejanzas entre 

9  Cfr. Christiano, Waldron and law and disagreement, “Law and Philosophy 
19”, p. 513 a 543, 2000. 
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los derechos liberales y el derecho de participación en los procedi-
mientos de toma de decisión democrática.

1)  La defensa moral del reconocimiento de los derechos liberales 
presupone el respeto por los juicios de los poseedores de dichos dere-
chos, concernientes a su contenido y alcance y a los asuntos morales 
que surgen cuando los individuos los ejercen.

2)  Existe un desacuerdo acerca de la determinación que los de-
rechos legales liberales deben asumir y existe la necesidad de coordi-
nar la acción sobre la base de un único conjunto de derechos legales 
liberales.

3)  Se vuelve necesario entonces un método de decisión colectiva 
que fije el contenido o determine la consistencia de los derechos lega-
les liberales que no dependa de los supuestos méritos de la decisión 
que finalmente sea tomada.

4)  Si los juicios de las personas acerca de esta cuestión (fijar el 
contenido y alcance de sus derechos) son merecedores de respeto, 
entonces sería una ofensa a ellas que no tuvieran una participación 
igual en el proceso de toma de decisión que estipulará el contenido y 
alcance de sus derechos (DD. p. 114, 238 y 239).

5)  Solo la regla de la mayoría otorga a todas las personas igual 
participación en el proceso colectivo de toma de decisión en las cir-
cunstancias de la política.

6)  Por lo tanto, se insulta y ofende a los individuos si no se les 
permite participar a través de un procedimiento regido por la regla 
de la mayoría en la determinación de la consistencia de sus derechos 
legales liberales.

Estas consideraciones conceptuales fundamentales, que repre-
sentan un paso más en el giro político de la filosofía política iniciado 
en trabajos como el de Rawls, tienen diversas consecuencias institu-
cionales derivadas.  Una de las más conocidas es el rechazo por par-
te de Waldron de la legitimidad de otorgar a una carta de derechos 
rango constitucional y asignar al Poder Judicial la potestad de dero-
gar leyes surgidas de las legislaturas.

Waldron ofrece varios argumentos para justificar esta tesis. 
Una de las ideas centrales es que la interpretación por parte de una 
corte de una carta de derechos requiere que los miembros de dicho 
cuerpo apliquen sus propios y controversiales estándares de justicia 
para tomar las decisiones.  De este modo, estaría desconociéndo-
se el igual respeto que debe darse a los puntos de vista de todos los 
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afectados.  La base de justificación para considerar que una minoría 
de expertos debería decidir por todos depende de considerar que las 
legislaturas no son suficientemente confiables a la hora de determi-
nar cuáles son los derechos de las personas.  Sin embargo, las habi-
lidades morales demandadas incluso a los ciudadanos ordinarios en 
la vida democrática son similares a las habilidades morales que nece-
sitan para ejercer sus derechos liberales (DD, p. 223).  La atribución 
de derechos liberales a las personas implica que se confía en sus ha-
bilidades morales para interpretar lo que implican o demandan.  Si 
confiamos en las habilidades morales de las personas, debemos con-
fiar también en dichas habilidades cuando los agentes participan del 
proceso democrático que conduce, por ejemplo, a establecer una in-
terpretación de lo que los derechos liberales requieren frente a un 
conflicto político determinado.  Por lo tanto, las razones que podría-
mos tener para justificar una carta de derechos y la revisión judicial 
de constitucionalidad de las leyes por parte de un cuerpo de expertos 
(la incapacidad de los individuos ordinarios y sus representantes para 
interpretar las implicaciones de sus derechos en casos difíciles) son 
incompatibles con las bases de los derechos liberales (que son inse-
parables del reconocimiento a todos los individuos de las habilidades 
morales requeridas para comprenderlos y actuar de acuerdo con ellos). 

Waldron apela a diversos argumentos adicionales en su crítica 
de la institución de la revisión judicial.  No puedo ser exhaustivo en 
esta cuestión, pero quisiera mencionar algunos de esos argumentos 
adicionales.  En primer lugar, Waldron llama la atención sobre el he-
cho de que los desacuerdos que encontramos en la opinión pública y 
en las legislaturas se reproducen en las cortes.  Los jueces de la Cor-
te Suprema suelen discrepar entre sí de modos no substancialmente 
diferentes a los del resto de los ciudadanos.  El desacuerdo razona-
ble en torno a cuestiones constitucionales fundamentales y la imposi-
bilidad de resolverlo apelando a consideraciones sustantivas y al diá-
logo o a la deliberación reaparece en la Corte Suprema y el modo de 
superarlo es nuevamente la regla de la mayoría.  Los jueces también 
resuelven sus desacuerdos votando.  El hecho de que el recurso a la 
regla de la mayoría resulte aceptable dentro de los tribunales prueba 
que la legitimidad de ese procedimiento para decidir en contextos de 
incertidumbre es ampliamente reconocida.  Ahora bien, si en la Cor-
te, que no posee el grado de legitimidad democrática de las legisla-
turas, las decisiones dependen también de la regla de la mayoría, por 
qué no dejar entonces la interpretación de los derechos fundamenta-
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les a las instituciones que ostentan el mayor grado de legitimidad y 
representatividad democráticas, es decir, a las legislaturas.

En relación con este último punto –y esto constituye otro argu-
mento en la misma dirección– Waldron cuestiona el supuesto de que 
la revisión judicial funcione siempre mejor, al evaluar sus resultados, 
que las legislaturas.  Para respaldar esta idea puede hacerse referen-
cia una serie de casos que forman parte de la historia de la Corte Su-
prema estadounidense, como “Dred Scott”, “Schenck” o “Korematsu”. 
Casos en que el resultado efectivo de la acción de la Corte parece a 
todas luces inaceptable.  A ello se suma el hecho de que países en 
los que no hubo una tradición de revisión judicial, como Inglaterra 
o Nueva Zelanda, han sido sumamente exitosos (tanto como los Es-
tados Unidos) a la hora de garantizar los derechos individuales a sus 
ciudadanos.  En una cultura política que ha tenido un desarrollo 
apropiado, la inexistencia de instituciones contra-mayoritarias, no 
tiene por qué conducir a “la tiranía de la mayoría”.  Parece también 
razonable (y creo que testeable, hasta cierto punto, desde una pers-
pectiva empírica) que cuando la cultura política de una sociedad se 
aparta del respeto de los derechos liberales fundamentales, una corte 
y una carta de derechos son un límite muy débil para revertir esa 
tendencia.

Waldron también cuestiona la idea de que el razonamiento judi-
cial asociado a la interpretación de una carta de derechos sea apto 
para mejorar o enriquecer el proceso de deliberación democráti-
ca.  La existencia de una carta de derechos puede tener, siguiendo 
con el ejemplo de los de Estados Unidos, un impacto problemático 
sobre las deliberaciones.  Por ejemplo, en el contexto de la Cor-
te Suprema de los Estados Unidos el caso del aborto no puede ser 
discutido sin incursionar en complejas discusiones sobre la “cláusu-
la del debido proceso”.  La estipulación de una carta de derechos 
quita libertad al debate.  Este puede centrarse, en ocasiones, en el 
problema de establecer el verdadero significado de los términos in-
corporados en la Constitución, lo que aleja a los participantes, por 
supuesto, de los aspectos cruciales de la discusión.  Las cartas de 
derechos suelen tomar, y no para bien, “vida propia”, como afirma 
Waldron.  En naciones liberales dónde no existe un procedimiento 
de revisión judicial, por el contrario, los ciudadanos y los parlamentos 
pueden discutir los problemas apelando a las razones políticas direc-
tamente involucradas, “libres del verbalismo obsesivo de una deter-
minada carta de derechos escrita” (DL, p. 263).
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Aunque el profesor Waldron ha matizado y precisado su posición 
crítica respecto de la deseabilidad de la estipulación a nivel consti-
tucional de una carta de derechos y del valor de la revisión judicial, 
quise presentar los rasgos principales de la posición desarrollada ori-
ginalmente en Derecho y desacuerdo.  Creo que es muy importante 
no perder de vista que esta posición, que ha tenido una gran influen-
cia en el debate contemporáneo, se apoya en la original y radical in-
terpretación de los requisitos de la legitimidad y la autoridad política 
defendida por el profesor Waldron, que intenté reconstruir previa-
mente y que caractericé como un paso más en el giro político de la 
filosofía política.  Está de más decir que se trata de una de las pro-
blemáticas centrales y más básicas que enfrenta la disciplina.  Con-
secuentemente, dada su originalidad, plausibilidad y la meticulosa 
argumentación con la que es defendida, la propuesta del profesor 
Waldron debe ser reconocida como un aporte de un valor inestimable 
dentro del horizonte de la filosofía política contemporánea.
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Esta reseña tiene como objetivo exponer las ideas principa-
les desarrolladas en la obra colectiva Ética judicial, publicada por 
Editorial Astrea en mayo de 2018, cuyo director es Armando Segundo 
Andruet.

El profesor Andruet nació en Córdoba, es doctor en Derecho 
por la Universidad Católica de Córdoba, doctor Honoris Causa por 
la Universidad de San Pedro de la República de Perú, profesor en la 
cátedra de Filosofía del Derecho en la Universidad Nacional de Cór-
doba y Universidad Católica de Córdoba, y docente de grado y de 
posgrado de otras universidades.  La circunstancia de que la direc-
ción esté a cargo de Armando S. Andruet no es casual, pues se trata 
de uno de los autores que se ha dedicado a estudiar y reflexionar 
acerca de la ética judicial; la independencia judicial; los jueces y la 
política; la labor de los jueces y los medios de comunicación, con-
tando con numerosas publicaciones sobre la temática: artículos de 
revistas tales como Código de Ética Modelo para las Magistratu-
ras Provinciales, de 20001; Magistratura y Códigos de Ética, de 
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20002; Independencia judicial.  Relación con la ética judicial 
y la capacitación de los jueces”, de 20063; capítulos de libros tales 
como “La ética de la magistratura y el desafío de los códigos de éti-
ca”, de 20044; “¿Por qué los códigos de ética judicial?” de 20065; “La 
ética judicial de Córdoba y su código”, de 20076; libros propios como 
Códigos de ética judicial.  Discusión, realización y perspecti-
va, de 20087; Teórica y práctica de la ética judicial, de 20178, en-
tre otras producciones científicas.

El trabajo que se reseña reúne el pensamiento de distintos auto-
res que aportan sus nociones acerca de la ética en el ámbito del Po-
der Judicial desde una mirada teórica y práctica.  La obra se compo-
ne de tres partes, divididas en capítulos: la Parte Primera dedicada a 
la “Especulación sobre ética y ética judicial”, la cual incluye tres capí-
tulos sobre “La ética judicial y la confianza pública”, de autoría de Ar-
mando S. Andruet; “Ética de jueces y fiscales”, de autoría de Manuel 
Atienza; “Ética profesional: especificidad, importancia y actualidad”, 
de autoría de Rodolfo L. Vigo; la Parte Segunda, titulada “Ética judi-
cial en la estructura institucional del Poder Judicial”, integrada por 
seis capítulos sobre “Ética Judicial de España”, de autoría de Francis-
co J. De la Torre Díaz y Ana B. Chaparro Ruiz; “Aspectos relevantes 
de la ética judicial de la República Dominicana”, de autoría de Martha 
Cristina Díaz Villafaña; “Aperfeicoamento do magistrado.  Compro-
misso ético”, de autoría de Marlene T. Fuverki Suguimatsu; “La liber-
tad ideológica de jueces y magistrados”, de autoría de Jorge F. Malem 
Seña; “Recomendaciones de la Comisión Nacional de Ética Judicial 

2  Andruet, Armando, S., Magistratura y Códigos de Ética, ED, 190-883 . 
3  Andruet, Armando, S., Independencia judicial.  Relación con la ética 

judicial y la capacitación de los jueces, “Revista Zeus Córdoba”, nº 214, Córdoba, 
2006, p. 498.

4  Andruet, Armando, S., “La ética de la magistratura y el desafío de los códigos 
de ética”, en Ética e independencia judicial, Buenos Aires., La Ley-Argenjus-Fores, 
2004.

5  Andruet, Armando, S., “¿Por qué los códigos de ética judicial?”, en Ética e in-
dependencia judicial, Buenos Aires, La Ley-Argenjus-Fores, 2006.

6  Andruet, Armando, S., “La ética judicial de Córdoba y su código”, en Expe-
riencias exitosas de los poderes judiciales provinciales y Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, Buenos Aires, La Ley, 2007.

7  Andruet, Armando, S., Códigos de Ética Judicial.  Discusión, realización 
y perspectiva, Buenos Aires, La Ley, 2008.

8  Andruet, Armando, S., Teórica y práctica de la ética judicial, Buenos Aires, 
Advocatus, 2017.
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mexicana”, de autoría de Javier Saldaña Serrano; “La ética judicial y la 
ratificación de los magistrados en sus cargos”, de autoría de Francisco 
Távara Córdova.  Finalmente, la Parte Tercera, denominada “Casos 
judiciales y reflexión ético-judicial”, compuesta de cuatro capítulos 
sobre “Simultaneidad de la función judicial y un ministerio religioso”, 
de autoría de Eber O. Betanzos Torres; “La honestidad intelectual de 
los jueces”, de autoría de María Virginia Cáceres de Irigoyen; “La recu-
sación por motivos políticos y la ética judicial”, de autoría de Walter 
F. Carnota; “La ética judicial y la conducta privada del juez”, de auto-
ría de Sigfrido Steidel Figueroa.

A los fines de la realización de la presente reseña se han selec-
cionado aquellos capítulos que reflejan las ideas transversales plas-
madas en la obra colectiva: esto es, la ética judicial y sus relaciones 
con la confianza pública, con la libertad ideológica de los jueces, con 
la honestidad intelectual de magistrados y con su conducta privada; 
todo invita al lector a profundizar y completar la lectura de la totali-
dad de esta producción científica.

§  1.  Las reflexiones acerca de la ética judicial 
y la confianza pública

La temática de este apartado corresponde al Capítulo Primero, 
de autoría de Armando Andruet, con el cual se inaugura la obra.  Allí, 
el autor plantea como punto de partida que frecuentemente la éti-
ca judicial se reduce a la discusión teórica, a su fundamentación, al 
comparativismo posible, pero que no siempre es visualizada desde la 
praxis judicial.  Que por tanto, se suele ignorar cómo es finalmen-
te operada por los actores respectivos.  La consideración práctica de 
la ética judicial apunta a reflexionar acerca de la confianza pública o 
privada que los otros tienen en las instituciones, empresas o perso-
nas, la cual se asienta sobre el grado de responsabilidad ética que en 
ellas se presenta y se ejecuta.  No existe confianza sin percepción 
de responsabilidad ética y en ausencia de la confianza lo que existe 
es mera conveniencia; por lo tanto, es posible también que esté atra-
vesada dicha dimensión por actividades viciadas o impropias.  En la 
generación de esta confianza pública el Derecho posee un papel rele-
vante, pues no se debe olvidar que el Derecho en su sentido normati-
vo al menos, es de alguna forma el único reaseguro que los ciudada-
nos tienen para protegerse frente a situaciones donde la confianza ha 
sido burlada o defraudada, y que se cumple, aumentando el cerco de 
la protección normativa.
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La Ética hace mejores las relaciones humanas en general sobre 
la base de una vida compartida en valores básicos, sin embargo, el 
autor reconoce que la realidad al menos en lo institucional-judi-
cial no parece ser que funcione en dicha clave, sino en la antípoda, 
esto es, la negación ética o el olvido sistemático de ella, quedando 
solo como fortaleza algunas fugaces reflexiones desde la perspec-
tiva de la ética pública y que, en muchas ocasiones no pasan de lo 
retórico.

Frente a la falta de una mirada práctica sobre la ética judicial, 
Andruet se dedica a pensar cuáles son los desafíos que deben asumir 
los poderes judiciales teniendo en cuenta las prácticas y demandas 
actuales.  Así, expresa que en Argentina el Poder Judicial –provin-
cial o federal– ha transitado en alguna medida una mutación, pues 
ha pasado de lo que el autor denomina el “autismo judicial” hacia el 
“republicanismo judicial”, reclamado este último desde los agregados 
sociales.  Cada uno de estos momentos, a su vez, pudo o puede to-
davía degenerar en procesos que resultan en algunos de sus aspectos 
deformados y por ello, toman modos impuros; de esa forma, al prime-
ro le corresponderá la categoría de divinismo judicial y al restante de 
democratización judicial.

El momento de autismo judicial naturalmente es el que ha co-
lonizado por mucho tiempo a los poderes judiciales; allí los jueces 
han constituido una figura ausente de la vida pública del Estado, con 
una manera de vivir privadamente poco conocida, predominando el 
axioma según el cual el juez habla solo por sus sentencias.  Andruet 
plantea que los tiempos del autismo judicial han sido removidos por la 
dinámica de la vida moderna y las pulsiones que la sociedad y la vida 
democrática van exigiendo a la totalidad de quienes son actores insti-
tucionales de la República, dentro de ellos, los jueces.  En particular, 
se observan profundas transformaciones en la manera de acceder a la 
judicatura, en la diversidad de espacios estamentales en su interior 
y la variada gama de problemas a ser resueltos.  De allí que ha sido 
necesario la concreción de un nuevo modelo, el “republicanismo judi-
cial”, para el cual se exige la puesta en marcha de modificaciones en 
la anatomía de la mayoría de los poderes judiciales, lo cual implica la 
gestión de un aumento de tecnología, servicios, capacitación, comu-
nicabilidad y una oferta judicial mayor, todo ello ante el exponencial 
crecimiento de la judicialización de lo social.

A tales efectos, Andruet destaca cinco metas a cumplir para ge-
nerar la pretendida confianza pública: a) abandonar el formalismo 



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 137-145 

Vazzano, Florencia, Reseña del libro: Andruet (h.), Armando Segundo (dir.), Ética judicial 141

exagerado, evitando el apego desmedido y extremo a todas las formas 
jurídico-procesales que hacen de ello un culto al juridicismo; b) es-
forzarse para hacer rupturas en las construcciones autoreferenciales 
dentro del Poder Judicial; c) promover la mayor movilidad social de 
los cuadros judiciales internos del Poder Judicial, dado que la ma-
yor profesionalidad existente hará posible que sus integrantes pue-
dan pensar en un proyecto profesional superior.  Pues, ello supone 
poderes judiciales donde existan concursos que estimula una natural 
meritocracia; d) admitir que la matriz ideológica de los integrantes 
de un Poder Judicial mientras más heterogénea sea, resultará más si-
milar a la matriz social general, y e) la reconstrucción de los imagina-
rios, exigencia de que los jueces asuman liderazgos en lo social, que 
fundamentalmente se nutren de prácticas éticas.

§  2.  Reflexiones acerca de la libertad ideológica 
de jueces y magistrados

El tema del presente apartado, de autoría de Jorge F. Malem 
Seña, despierta el interrogante en torno la incidencia que puede te-
ner la ideología de los jueces en sus decisiones.  El autor se plan-
tea cuál ha de ser la ideología de un juez que no constituya un 
impedimento para que cumpla con sus funciones de un modo téc-
nicamente aceptable.  Frente a ello, esgrime que esta pregunta no 
es fácil de contestar ni ha recibido una respuesta homogénea en todos 
los sistemas políticos, ni en todas las épocas.  Que la cuestión se 
complica aún más si se toma en consideración el papel que ha de 
jugar el juez en una democracia pluralista con ciudadanos que par-
ticipan de credos, religiones, costumbres o concepciones de la vida y 
de la sociedad disímiles.  De allí resulta interesante el planteo del 
autor acerca de que los jueces constituyen un reflejo no muy distor-
sionado de la parcela social a la que pertenecen y de que como indivi-
duos, son hacedores de su propia personalidad. 

En cuanto al concepto de “libertad ideológica” constituciona-
lmente establecida, tal como está conformada en España, se en-
tiende compuesta por la conjunción de dos aspectos vinculados, 
aunque distinguibles analíticamente.  El primero, con una mirada 
hacia el fuero interno de las personas, donde el individuo tiene una 
libertad absoluta para construir o adoptar sus propias creencias, va-
lores, deseos o preferencias; el segundo, que apunta hacia la posib-
ilidad de exteriorizar aquello a través de actitudes, acciones y omi- 



Ideas & Derecho, nº 16, 2018, p. 137-145 

Vazzano, Florencia, Reseña del libro: Andruet (h.), Armando Segundo (dir.), Ética judicial142

siones9.  Frente a esta conceptualización, la cuestión a determinar 
por el autor es si la libertad ideológica de la que gozan los ciudadanos 
es disfrutada con idéntico contenido por los jueces y magistrados, y 
si ello tiene algún impacto en la actividad de juzgar y de ejecutar lo 
juzgado.

En los Estados democráticos, el Derecho trata de evitar que las 
decisiones judiciales estén determinadas o influenciadas por la subje-
tividad de jueces y magistrados.  Sin embargo, a nadie es ajeno que 
los jueces y magistrados vierten parte de su ideología en al menos al-
gunos de los aspectos relacionados con la actividad de juzgar, ya sea en 
la interpretación de los textos legales que dan lugar al veredicto; en la 
formulación de las hipótesis; y en la valoración de la prueba que consti-
tuye luego los hechos probados; o en la aplicación del Derecho.

Los jueces resuelven las controversias sometidas a su cono-
cimiento aplicando normas.  Las normas son el significado de los 
textos dotados de autoridad.  Estos textos poseen un núcleo signifi-
cativo claro y zonas de penumbra, en este último caso, lo que denota 
la zona de penumbra es decidido muchas veces por consideraciones 
puramente ideológicas.  Esto se ve potenciado aún más cuando se 
piensa en formulaciones normativas que hacen referencia, en última 
instancia, a cuestiones valorativas. 

Por tanto, conforme las ideas de Malem Seña, la influencia 
ideológica no solo ocurre en la interpretación del Derecho, sino tam-
bién en la formulación de las hipótesis fácticas que sirven de base 
a las resoluciones judiciales, pues, las hipótesis que formula el juez 
se avienen a cierta concepción del mundo por él profesada, y por 
ese motivo, tiende a privilegiarla frente a otras posibles con las que 
no comulga ideológicamente.  Así, las pruebas que contradicen su 
ideología tenderán, en principio, a ser menospreciadas o ignoradas. 

§  3.  Reflexiones sobre la honestidad judicial 
de los magistrados

La temática de este apartado, de autoría de María Virginia Cáceres 
de Irigoyen, plantea la relevancia de la honestidad intelectual que de-

9  Estas actitudes, acciones y omisiones deben ser públicas.  No se aplicarían 
a las estrictamente privadas realizadas en privado.  Los criterios para establecer la 
distinción entre lo público, lo privado y lo íntimo es un tema muy discutido.  No me 
detendré en este punto.
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ben guardar los magistrados a la hora de emitir sus resoluciones ju-
diciales.  La autora se interroga si es objetable desde un punto de 
vista ético la conducta de los jueces que al fundamentar sus senten-
cias omiten la cita o referencia bibliográfica correspondiente; si existe 
una ética de la motivación; y si afecta a la investidura del magistrado 
cuando incurre en tales inconductas fuera del ámbito propiamente ju-
risdiccional.  A los fines de responder a estas preguntas, la autora 
expresa qué se debe entender por “honestidad intelectual”, tomando 
lo prescripto por el art. 17 del Código Iberoamericano de Ética Ju-
dicial: “la imparcialidad de juicio obliga al juez a generar hábitos ri-
gurosos de honestidad intelectual y de autocrítica”.  Ello exige que 
el magistrado sea sincero en cuanto a las verdaderas razones que lo 
condujeron a la solución propuesta, y asimismo –desde los aspectos 
formales– que los argumentos que exponga como resultado de la de-
cisión sean propios, y que en el caso de que sean ideas de terceros 
sean citadas correctamente.

Por su parte, la pregunta sobre la existencia de una ética de la 
motivación se relaciona con la exigencia de fundar las resoluciones 
judiciales, de conformidad con lo establecido en el art. 18 del Código 
Iberoamericano de Ética Judicial, el cual obliga al juez a explicitar los 
motivos o razones que lo condujeron a la solución del caso.

La motivación como actividad y como resultado constituye un ex-
celente objeto de observación del modo en que los jueces desarrollan 
sus deberes procesionales y en particular, en palabras de Alessandro 
Guiliani su disposición ética, en cuanto virtud republicana básica, 
cuya realización se le requiere.  Por tanto, desde este punto de vista, 
la exigencia de motivación de las sentencias posee un contenido éti-
co, más allá del aspecto procesal que generalmente se le asigna.

En resumidas cuentas, la autora plantea la existencia de un de-
ber judicial de fundar las decisiones, del cual se deriva la honestidad 
intelectual que deben mantener los jueces, la cual a su vez, compren-
de la necesidad de que el juzgador dé a conocer las verdaderas ra-
zones que tuvo para arribar a la solución, así como la necesidad de 
que cite toda aquella doctrina y jurisprudencia que funda su senten-
cia, de una manera que pueda ser correctamente identificada.  De lo 
contrario, las conductas que sean opuestas a las descriptas son mere-
cedoras de un reproche y son incompatibles con una “ética de la mo-
tivación”.

Finalmente, en relación con la pregunta sobre la existencia del 
deber de honestidad intelectual en los espacios no jurisdiccionales, la 
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autora plantea la importancia de mantener el respeto de esta exigen-
cia ética dentro del ámbito académico cuando el magistrado se de
sempeña, por ejemplo, como docente o cuando participa en instancias 
de capacitación.  Ello considerando que las violaciones a la honesti-
dad en la que incurre en este último ámbito afectan la dignidad de la 
investidura de juez.

§  4. R eflexiones sobre la ética judicial y las conductas 
privadas del juez

El tema del presente apartado, de titularidad de Sigfrido Steidel 
Figueroa, coloca ante el interesante planteo en torno a la relevancia, 
e incidencia de las conductas privadas de los jueces en su labor ju-
risdiccional.  Al respecto, se puede entablar la dualidad “conduc-
ta judicial-conducta no judicial”, como objeto de la ética del juzga-
dor.  Ahora bien, el autor se pregunta cuáles son los aspectos de la 
vida privada del juez que resultan relevantes para la ética judicial; si 
los códigos de ética alcanzan toda faceta de la vida privada de los jue-
ces, y si desde la ética judicial es posible reprochar al juez que mien-
te a un familiar o que se excede al disciplinar a un hijo.  A efectos 
de responder estos interrogantes, el autor se propone establecer qué 
conductas no judiciales pueden ser reprochables desde la ética ju-
dicial.  Para ello, efectúa una mirada a las decisiones del Tribunal 
Supremo de Puerto Rico donde se han juzgado conductas que son 
ajenas a la tarea jurisdiccional, tales como, conductas delictivas o po-
tencialmente delictivas; conductas que revelan aprovechamiento del 
prestigio del cargo para adelantar intereses personales, familiares o 
de terceros; conductas privadas que afectan el desempeño judicial 
o la percepción sobre la capacidad del juez para ejercer el cargo de 
manera independiente e imparcial; conductas que revelan falta de au-
tocontrol o un carácter destemplado. 

En fin, los comportamientos descriptos de acuerdo a las resolu-
ciones del Tribunal Supremo de Puerto Rico en las causas ético-dis-
ciplinarias, constituyen ejemplos de conductas privadas de los jue-
ces que pueden incluirse dentro de la ética judicial.  No se trata de 
una enumeración taxativa, todo lo cual conduce a la gran dificultad 
para determinar cuáles son las conductas que escapan a la ética ju-
dicial.  En el fondo existe un consenso social en cuanto a qué con-
ductas ajenas al ejercicio del cargo resultan reprochables.  No obs-
tante, en un plano estrictamente conceptual, la controversia supone 
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reconocer que, si la ética judicial aspira a lograr el mejor juez posible 
y a una judicatura legitimada, posiblemente no debe abarcar espacios 
que carecen de tangencia con esos objetivos.  Al fin y al cabo, los 
jueces son también ciudadanos, vecinos, integrantes de una familia, 
en fin, seres humanos que interactúan con otros y que por razón de 
esas interacciones, encarnan conflictos personales y familiares cuya 
atención debe corresponder enteramente a ellos y a sus familias. 
El autor concluye que el tema es complejo e invita a incentivar la 
discusión. 

§  5. P alabras finales

Ética judicial constituye una obra que presenta como deno-
minador común la reflexión acerca de la ética en el ámbito judicial 
desde una mirada práctica, esto es, mediante un abordaje cuyo punto 
de partida sea la praxis judicial, evitando la reducción del tema a los 
aspectos meramente teóricos.  La consideración práctica de la ética 
judicial permite comprender y analizar cómo ella opera según los di-
versos comportamientos –u omisiones– de los actores involucrados, 
desde un punto de vista individual, es decir, tomando conductas de 
magistrados aislados, así como desde un punto de vista colectivo, esto 
es, en el marco de la estructura institucional del Poder Judicial.  De 
este modo, es posible conocer el grado de confianza pública que los 
ciudadanos depositan en este órgano del Estado, así como también, el 
accionar de jueces y fiscales desde el prisma de la libertad ideológica 
o religiosa, del deber de honestidad intelectual, así como también, a 
partir de ciertas conductas privadas de los jueces que pueden afec-
tar la integridad, decoro y dignidad de la función que desempeñan.  
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y Filosofía Social.  Abarca todas las escuelas de pensamiento y ciencias conexas.  Los in-
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artículos monográficos, de revisión, aportes teóricos o metodológicos y ponencias presentadas 
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coherencia argumentativa; c) Reseñas: Las reseñas podrán ser textos críticos o informativos 
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§  1.  Pautas editoriales generales, para todo tipo de contribución

a)  Idioma: se admitirán trabajos escritos en castellano, portugués e inglés. 

b)  Formato de envío: los trabajos deberán realizarse en procesador de texto con la ex-
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f)  Alineación: texto completo justificado.

§  2.  Referencias bibliográficas

El estilo de citación de la revista Ideas & Derecho tiene como base la norma internacio-
nal ISO 690:12ª ed. 1987, con las adaptaciones que se detallan a continuación.  Para las re-
ferencias bibliográficas se utiliza el método de notas secuenciales a pie de página con bi-
bliografía completa, citada al final (Bibliografía).  En este sistema, cada vez que el autor 
quiera complementar el texto del cuerpo principal del trabajo con un texto secundario o la re-
ferencia a una fuente, debe insertar un número sup eríndice que reenvía a las notas al pie, las 
cuales deberán colocarse en forma consecutiva a partir de la número 1 (1, 2, 3,...).  Todas 
las citas bibliográficas a pie de página (de la primera a la última) se describirán en forma 
abreviada y en la bibliografía final, en forma completa.  La bibliografía citada se registrará 
al final del texto, ordenada alfabéticamente por apellido de autor.  Si dos o varias obras tie-
nen el mismo autor, se subordenarán alfabéticamente conforme al título.  Se utilizará sangría 
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francesa al inicio de cada obra.  Se usará el guión largo o raya cuando se repitan los mismos 
autores en la bibliografía final.  Seguidamente, se indicará la forma de describir cada tipo de 
material de manera abreviada En notas al pie y de modo completo en la bibliografía final y 
se darán ejemplos.

a)  Libros

En notas al pie

Autor: apellido/s (en fuente versales, mayúscula solo la primera letra), si hay más de un 
autor se separa con guiones; título (en cursiva o bastardilla)1, sin subtítulos; tomo, volumen 
(si lo hubiere) páginas.

Ejemplos:
Mizrahi, Responsabilidad parental, p. 98. 
Naucke - Harzer, Filosofía del derecho, p. 154. 
Aarnio - Garzón Valdés - Uusitalo, La normatividad del derecho, p. 21 a 78.

En la Bibliografía final

Autor: apellido/s, nombre e inicial del siguiente, si tiene más de uno (en fuente versa-
les, mayúscula solo la primera letra).  Si hay más de un autor se separa con guiones; título 
y subtítulo (en cursiva o bastardilla).  Agregar solo el subtítulo principal.  No describir el 
contenido de la obra, que muchas veces aparece debajo del título o del subtítulo pro-
piamente dicho; nº de edición: en arábigos y según abreviaturas indicadas en el Anexo 1; la-
bor de traducción, revisión o similares: abreviatura de la función2, seguida de las iniciales del 
nombre y apellido de la persona en versales; datos de publicación: ciudad (en el idioma local 
de la fuente), editorial, año.

Ejemplos:

Mizrahi, Mauricio L, Responsabilidad parental.  Cuidado personal y comunicación 
con los hijos, Buenos Aires, Astrea, 2015.

Naucke, Wolfgang - Harzer, Regina, filosofía del derecho, trad. L. Brond, Buenos Aires, 
Astrea, 2007.

Aarnio, Aulis - Garzón Valdés, Ernesto - Uusitalo, Jyrki (dirs.), La normatividad del de-
recho, 4ª ed., Barcelona, Gedisa, 1997.

b) Parte de libro (capítulo, sección o parágrafo completo de obra de más de un autor y 
donde se especifica quién escribió cada parte):

En notas al pie

Autor: apellido/s (en fuente versales, mayúscula solo la primera letra).  Si hay más de 
un autor se separa con guiones; título de la parte citada (entre comillas), en apellido/s (del 
director/editor); título del libro (en cursiva o bastardilla); tomo o volumen (si lo hubiere), y 
número de páginas.

Ejemplos:

Álvarez, “Indemnizaciones por muerte y lesiones en accidentes de tránsito”, en Guibourg, 
Informática jurídica decisoria, p. 191 a 211.

Klami, “Res ad ethicam venit”, en Aarnio - Garzón Valdés - Uusitalo, La normatividad 
del derecho, p. 17 a 36.

1  Un título puede tener un subtítulo principal o destacado y otras informaciones sobre el títu-
lo.  El subtítulo propiamente dicho es una frase que suele acompañar y detallar o especificar al título; 
habitualmente figura en la portada en una tipografía más pequeña o diferenciada.

2  Ver Anexo 3, Tabla de abreviaturas de funciones en: http://www.aafder.org/.
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En la Bibliografía final

Autor: apellido/s, nombre e inicial del siguiente, si tiene más de uno (en fuente versa- 
les, mayúscula solo la primera letra); título de la parte citada (entre comillas), en apelli
do/s, nombre e inicial del siguiente, si tiene más de uno (mayúscula solo la primera letra); 
si reviste alguna jerarquía especial, consignarla abreviada entre paréntesis (director, coordi- 
nador, editor); título del libro (en cursiva o bastardilla); nº de edición: en arábigos y según 
abreviaturas indicadas, tomo o volumen (si lo hay); labor de traducción, revisión o simila- 
res: abreviatura de la función3, seguida de las iniciales del nombre y apellido de la perso- 
na en versales; datos de publicación: ciudad (en el idioma local de la fuente), editorial, año.

Ejemplos:
Álvarez, Gladys S., “Indemnizaciones por muerte y lesiones en accidentes de tránsito”, en 

Guibourg, Ricardo A.  (dir.), Informática jurídica decisoria, Buenos Aires, Astrea, 1993.
Klami, Hannu, “Res ad ethicam venit”, en Aarnio, Aulis - Garzón Valdés, Ernesto - Uusitalo, 

Jyrki (dirs.), La normatividad del derecho, 4ª ed., Barcelona, Gedisa, 1997.

c)  Artículo de revista

En notas al pie

Autor: apellido/s (en fuente versales, mayúscula solo la primera letra).  Si hay más de 
un autor se separa con guiones; título del artículo (en cursiva o bastardilla) sin el subtítulo si 
lo tuviere; título de la revista (entre comillas) y sin subtítulo.  Si es conocida por su sigla o 
abreviatura, ella va en cursiva o bastardilla, pero sin comillas; datos de publicación: año de la 
revista y/o vol., y/o nº o si no dispone de esa numeración, mes abreviado4 y año de publicación 
en arábigos; números de páginas.

Ejemplos:
Alexy, La institucionalización de los Derechos Humanos en el Estado constitucio-

nal democrático, “Derechos y Libertades”, año V, nº 8, p. 21 a 41. 
Stiglitz, La mediación desde la perspectiva del justiciable, LLBA, año 20, nº 9, 

p. 944 a 947. 

En la Bibliografía final

Autor: apellido/s (en fuente versales), nombre e inicial del siguiente si tiene más de uno 
(mayúscula solo la primera letra); título del artículo: con subtítulo (en cursiva o bastardilla); 
título de la revista: con subtítulo (entre comillas).  Si es conocida por su sigla o abreviatura 
ella va en cursiva, sin comillas; datos de publicación: año de la revista y/o vol. y/o nº, fecha de 
publicación (año y/o mes y año), páginas.

Ejemplos: 
Alexy, Robert, La institucionalización de los Derechos Humanos en el estado consti-

tucional democrático, “Derecho y Libertades.  Revista del Instituto Bartolomé de las Casas, 
Universidad Carlos III de Madrid”, año V, nº 8, ene.-jun. 2000, p. 21 a 41.

Stiglitz, Gabriel, La mediación desde la perspectiva del justiciable, LLBA, Año 20, nº 9, 
oct.  2013, p. 944 a 947.

d) Libros y documentos publicados en internet

En notas al pie

Autor: apellido/s (en fuente versales, mayúscula solo la primera letra); Título del libro 
(en cursiva o bastardilla); URL o DOI (Digital Object Identifier): Si el documento electrónico 
dispone de DOI debe preferirse este dato antes que el URL.

3  Ver Anexo 3, Tabla de abreviaturas de funciones en: http://www.aafder.org/.

4  Ver Anexo 4, Tabla de abreviaturas de meses del año en: http://www.aafder.org/.
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Ejemplo:

Puga, Mariela, Litigio y cambio social en Argentina y en Colombia, http://biblioteca.
clacso.edu.ar/clacso/becas/20120308124032/Puga.pdf.

En la Bibliografía final

Autor: apellido/s, nombre e inicial del siguiente, si tiene más de uno (en fuente versales, 
mayúscula solo la primera letra); título del libro (en cursiva o bastardilla); labor de traduc-
ción, revisión o similares: abreviatura de la función5, seguida de las iniciales del nombre y 
apellido de la persona (si la hubiere); datos de publicación: ciudad (en el idioma local de la 
fuente), editorial, año; URL o DOI (Digital Object Identifier): si el documento electrónico dis-
pone de DOI debe preferirse este dato antes que el URL.

Ejemplo:

Puga, Mariela, Litigio y cambio social en Argentina y en Colombia, Buenos Aires, 
Clacso, 2012, http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/becas/20120308124032/Puga.pdf.

e) Artículos de revistas publicados en internet

En notas al pie

Autor: apellido/s (en fuente versales, mayúscula solo la primera letra); título del artículo 
(en cursiva o bastardilla) sin el subtítulo si lo tuviere; título de la revista (entre comillas) sin 
el subtítulo si lo tuviere.  Si es conocida por su sigla o abreviatura, las iniciales van en cursi-
va o bastardilla: URL o DOI (Digital Object Identifier); si el documento electrónico dispone de 
DOI debe preferirse este dato antes que el URL.

Ejemplos: 

Bueno Sánchez, Pobreza multidimensional y vulnerabilidad social, http://estudiosdel-
desarrollo.net/observatorio/ob4/8.pdf.

Dabove, Elder Law, “Ageing International”, DOI 10.10/S12126-013-91193-4.

En la Bibliografía final

Autor: apellido/s, nombre e inicial del siguiente si tiene más de uno (en fuente versales, 
mayúscula solo la primera letra); título del artículo (en cursiva o bastardilla), con subtítulos; 
título de la revista (entre comillas) con subtítulos; si es conocida por su sigla o abreviatura, 
ella va en cursiva o bastardilla, pero sin comillas; datos de publicación: año de la revista y/o 
vol. y/o nº, fecha de publicación (año y/o mes y año), páginas (si lo hubiere); URL o DOI (Di-
gital Object Identifier): si el documento electrónico dispone de DOI debe preferirse este dato 
antes que el URL.

Ejemplos:

Bueno Sánchez, Eramis, Pobreza multidimensional y vulnerabilidad social, “Observa-
torio del desarrollo”, vol. 1, nº 4, http://estudiosdeldesarrollo.net/observatorio/ob4/8.pdf.

Dabove, M. Isolina, Elder Law.  A need that emerges in the course of life, “Ageing In-
ternational”, sep. 2013, DOI 10.10/S12126-013-91193-4

f)  Congresos, conferencias, simposios, u otras reuniones o eventos académicos

Las conferencias publicadas como libro o artículos de revistas deben registrarse según 
las reglas para esos tipos de fuentes.  El resto de los materiales presentados en eventos aca-
démicos debe registrarse según la siguiente fórmula:

En notas al pie
Autor de la ponencia o “paper”: apellido/s en fuente versales; título de la ponencia o 

“paper” (entre comillas); número y nombre del congreso o evento: antecedido por la frase 

5  Ver Anexo 3, Tabla de abreviaturas de funciones en: http://www.aafder.org/.
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“presentado en” (en cursiva o bastardilla); disponibilidad en la web: en el caso de que esté 
publicada en internet, agregar el URL de la ponencia.

Ejemplo:

Taruffo, Michele, “Considerazioni sul precedente”, presentado en XXIX Jornadas de la Asocia-
ción Argentina de Filosofía del Derecho, http://www.aafder.org/wp-content/uploads/2015/06/
Taruffo-Considerazioni-sul-precedente.pdf.

En la Bibliografía final

Autor de la ponencia, “paper”: apellido/s en fuente versales, nombre e inicial del siguien-
te si tiene más de uno (mayúscula solo la primera letra); título de la ponencia, o “paper”, etc. 
(entre comillas); número y nombre del congreso o evento, etc. antecedido por la frase “pre-
sentado en”, lugar y fecha de realización del evento (ciudad del evento, día, mes abreviado 
según Anexo 4, y año en números arábigos); disponibilidad en la web: en el caso de que esté 
publicada en internet agregar el URL de la ponencia.

Ejemplo:

Taruffo, Michele, “Considerazioni sul precedente”, presentado en XXIX Jornadas de la 
Asociación Argentina de Filosofía del Derecho sobre “Verdad, Justicia y Derecho”, Ushuaia, 
1 a 3 oct. 2015, http://www.aafder.org/wp-content/uploads/2015/06/Taruffo-Considerazio-
ni-sul-precedente.pdf.

g)  Jurisprudencia

Los fallos se citan solo en notas al pie, teniendo en cuenta la tabla de abreviaturas de tí-
tulos de revistas y bases de datos jurídicas y la tabla de abreviaturas de organismos del Poder 
Judicial, ver Anexos 5 y 6 respectivamente.

En notas al pie (para todo tipo de Tribunal)

Tribunal (si no es nacional, indicar de dónde es el juez), lugar de la jurisdicción, sala o 
secretaría (si corresponde); fecha: dd/mm/aa; carátula: “entre comillas”; datos de la publi- 
cación: en caso de corresponder, título de revista impresa o sigla, tomo, folio, año y página, o  
base de datos.

Ejemplo:

CCivCom Mercedes, Sala II, 12/09/15, “Agüero, Carlos c/González, Arturo s/incidente de 
verificación”, LLonline, 2015-A-98.

En notas al pie (para Fallos de la Corte Suprema Argentina).

CSJN; fecha: dd/mm/aa; carátula: “entre comillas”; datos de la publicación: en el caso 
de sentencias publicadas en la revista Fallos de la CSJN colocar únicamente, nº de tomo, : 
(dos puntos) y página.  Si está publicado en alguna otra revista, colocar el título de revista 
impresa, tomo, folio, año y página, o base de datos.

Ejemplos:
CSJN, 03/10/83, “Aramayo, Domingo R. s/amparo”, Fallos, 312:986.
CSJN, 03/10/83, “Aramayo, Domingo R. s/amparo”, LL, 1984-B-183. 

h) Legislación

La cita de la legislación se registra en el cuerpo principal del texto entre paréntesis.  Las 
leyes nacionales se citan por el número (v.gr., ley 11.723).  Las leyes provinciales se citan 
indicando el número y la provincia (ley 10.000 de Santa Fe).  Los decretos nacionales se ci-
tan por el número/año de vigencia (decr. 386/07).  De tratarse de un decreto provincial, 
se citan por el número/año de vigencia y la aclaración de la provincia de que se trate (decr. 
386/07 de Río Negro).  En todos los casos, de ser un decreto anterior a 1920, se registran los 
cuatro números del año.  En los demás casos referidos a disposiciones normativas de menor 
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jerarquía, se indica la clase de fuente legal, seguido de la sigla del organismo que la dictó y el 
número/año (res. IGJ 7/15; ord. munic. 6287/96 CD de Rosario).  En el caso de la legislación 
extranjera, se utiliza el mismo mecanismo, pero se adiciona el nombre de la ley, decreto etc., 
desarrollado y con iniciales en mayúsculas.

§  3.  Inclusión de imágenes y tablas

Dentro del texto principal del trabajo solo podrán incluirse imágenes, tablas y gráficos en 
formato *.jpg.

§  4.  Pautas editoriales específicas para Estudios

Los estudios no podrán exceder de los 60.000 caracteres (con espacios) en total.  Este 
tipo de contribuciones deberán incluir: título, subtítulo, si así lo requiere; resumen y pa-
labras clave.  El título deberá ir en mayúsculas, el resumen tendrá un máximo de mil 
(1.000) caracteres con espacios, y se registrarán cinco (5) palabras clave.  El título, el re-
sumen y las palabras clave deberán figurar en tres idiomas: español, portugués e inglés. 
Secciones, subsecciones y parágrafos: en caso de corresponder, los títulos de las seccio-
nes del artículo deberán estar escritos en negrita y centrados al ancho de la página, lista- 
dos en letras mayúsculas (A, B, C).  No colocar una Sección A si no hay al menos una 
Sección B.

Los títulos de las subsecciones, que excepcionalmente correspondan, deberán estar es-
critos en letra negrita y centrados al ancho de la página, numerados por números arábigos  (1, 
2, 3).  La numeración de las subsecciones comienza en 1 para cada sección.  No colocar una 
subsección 1 si no hay al menos una subsección 2.  Los parágrafos son la unidad temática 
básica.  Deberán estar en letra cursiva o bastardilla y negrita, listados en forma sucesiva a lo 
largo de todo el texto del artículo, independientemente de que pertenezcan a distintas seccio-
nes o subsecciones (§ 1, § 2, § 3).

§  5.  Pautas editoriales específicas para Diálogos y Ensayos 

Los diálogos y ensayos no podrán exceder los 60.000 caracteres (con espacios) en to-
tal.  Los artículos de esta sección, en el caso de corresponder, deberán seguir las pautas de 
citación indicadas en el § 2.  Referencias bibliográficas.

§  6.  Pautas editoriales específicas para Reseñas

Las reseñas pueden referirse a publicaciones, jurisprudencia, legislación y eventos.  Los 
textos no deberán superar los 10.000 caracteres (con espacio). 

C) Envío de las contribuciones

§  7.  Modo de remisión

Para garantizar el cumplimiento de las pautas de evaluación del sistema “doble ciego”, 
los trabajos deben ser enviados en un archivo electrónico en formato .doc o similares, nom-
brado con las tres (3) primeras palabras del título, y sin la identificación del autor.  Su 
nombre y apellido, pertenencia institucional, cargos y datos de contacto, deberán enviarse en 
otro archivo con extensión .doc y encabezado con el apellido del autor seguido de las tres (3) 
primeras palabras del título.
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§  8.  Correo electrónico

Las contribuciones, ajustadas a las pautas editoriales referidas, deben dirigirse por co- 
rreo electrónico a ideasyderecho@aafder.org.

Ver pautas completas y anexos en el sitio web de la Asociación Argentina de Filosofía del 
Derecho: http://www.aafder.org/





DECLARACIÓN DE ORIGINALIDAD

Sres. Asociación Argentina de Filosofía del Derecho

At.: Revista Ideas & Derecho

Ref. Autor/a del artículo ..........  /Título del artículo .........

De mi mayor consideración:

Por medio de este documento, dejo constancia de que soy autor/a origina-
rio/a del trabajo que ofrezco para su posible publicación en la revista Ideas 
& Derecho de la Asociación Argentina de Filosofía del Derecho, ya que sus 
contenidos son producto de mi directa contribución intelectual.  Todos los 
datos y las referencias a materiales ya publicados están correctamente iden-
tificados con su respectivo crédito e incluidos en las citas bibliográficas al 
pie y en la bibliografía final.

Por lo antepuesto, asumiré cualquier reclamo relacionado con derechos de 
propiedad intelectual, del material aquí ofrecido, eximiendo de responsa-
bilidad a la Asociación Argentina de Filosofía del Derecho.  Además, dejo 
constancia de que este artículo no ha sido presentado para su publicación 
en otra revista, obra monográfica, ni bajo ninguna otra forma.

En caso de que el artículo ofrecido sea aprobado para su publicación, como 
autor/a y propietario/a de los derechos de autor autorizo de manera ilimita-
da en el tiempo a la Asociación Argentina de Filosofía del Derecho para que 
incluya dicho texto en la revista Ideas & Derecho, para que pueda repro
ducirla, editarla, distribuirla, exhibirla y comunicarla en el país y en el ex-
tranjero por medios impresos, electrónicos, internet o cualquier otro conoci-
do o por conocer, por sí o por un tercero autorizado por ella.

Como única contraprestación por la presente autorización, declaro mi con-
formidad de recibir dos (2) ejemplares del número de la revista en que apa-
rezca mi artículo.

Se firma esta declaración a los ... días, del mes de ..., del año ..., en la Ciu-
dad de ...

Nombre/s y apellido/s del autor/a, firma, número de documento de identi-
dad, teléfonos, domicilio particular y correo electrónico.




